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Introducción 

En la década de los sesenta, el auge del marxismo propició que la mayoría de los 
trabajos de investigación se orientaran hacia el estudio de la clase trabajadora. 
Este se convirtió en el eje de la indagación intelectual y era el actor social que 
condensaba el camino de la explicación del acontecer social. 

Las investigaciones sobre el proletariado mexicano se volvieron tarea pri­
mordia� y la burguesía era una referencia, mru que una categoría analítica. 

:\ mediados de la década de los setenta la relación entre el Estado y la burgue­
sía mexicana aún era un tema poco tratado. Es sólo en épocas recientes que se 
convierte en tema de reflexión académica ahora bajo el tértnino de empresarios.' 

ena serie de enfrentamientos entre el Estado y los empresarios a mediados 
de esta década, obliga a enfrentar como problema teórico e histórico el carácter 
de la burguesía mexicana y su vinculación con el Estado. 

El reconocimiento de la compleja relación entre el Estado y el capital y la 
necesidad de precisar su naturaleza, así como de identificar sus formas de parti­
cipación, nos llevan a plantear un trabajo que contribuya a comprender su com­
portamiento y los principales puntos de convergencia que a nuestro modo de ver 
se dieron bajo el llamado proyecto modernizador a partit de los ochenta. 

El trabajo que presentamos bajo el título La Concanaco ante el proceso 
de modernización (1988-1994), destaca el caso de la Confederación de Cá­
maras Nacionales de Comercio, Servicios y Turismo (Concanaco-Servytur), por 
su carácter propositivo frente a las políticas del Estado, así como por ser una de 
las organizaciones más conocidas y con más representados. 

En aras de alcanzar estos propósitos, el trabajo se encuentra estructurado en 
cinco capítulos: Antecedentes históricos: Las propuestas del sector privado: La 
transformación política de México: El sexenio salinista y su progranla económi­
co (1988-1994) y Transformación social de México. 

El capítulo 1 ,Antecedentes históricos es en realidad un recuento de los acon­
tecimientos y coyunturas que sentaron las bases del llamado proyecto 

1. Sin duda una de las publicaciones importantes en esta época fue la de Marco Antonio Alcazar. Las 
agrupaciones palrona1I~8 en México. publicada por el Colegio de México. 
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modernizador en el contexto internacional y sus repercusiones inmediatas en México. 
Asimismo se destaca la forma en que aswnieron este proyecto empresarios y gobier­
no en miras de superar los problemas políticos, económicos v sociales del país. 

En el capítulo 2, Las propuestas del sector privado, se hace referencia al 
proyecto modernizador empresarial, señalando las principales respuestas de los 
empresarios frente a los problemas del país: demandas, ideología y propuestas 
frente al Estado. 

En tanto que los siguientes tres capítulos, se centran en señalar las diferen­
cias y principales acuerdos entre gobierno y empresarios que bajo el slogan de la 
modernización se dieron en tres contextos: capítulo 3, el contexto político; 
capítulo 4, el contexto económico y capítulo 5, el contexto social. 

* Contexto Político: La Reforma del Estado, mayor participación de los 
empresarios en la vida política del país y el desmantelamiento de las viejas es­
tructuras corporativas. 

* Contexto Económico: Apertura comercial (ILC), privatización de em­
presas paraestatales, de la banca v del campo. 

* Contexto Social: La modernización laboral y nuevas formas de conviven­
cia y participación social, derechos humanos y educación. Asimismo se resaltan 
las principales contradicciones de la modernización que cristalizaron en impor­
tantes movimientos sociales hasta su máxima consecuencia que a nuestro modo 

de ver significó el caso de Chiapas. 

El proyecto modernizador fue manejado tanto por el discurso oficial como 
por el discurso empresarial, sin embargo, poco se ha dicho sobre sus alcances y 
consecuenCIas. 

La modernización a finales de los ochenta se convirtió en uso común dentro 
del lenguaje político en México y se utilizó para denominar los programas de 
gobierno y sus acciones inscritas dentro de un modelo de corte neoliberal.' 

2. Es importante señalar que cuando usamos el lénnino neoliberaJ ell el caso mexicano. damos por hecho 
que queda claro que se trata de un modelo aplicado en nuestro país qu(' retoma estas políticas. Así para 
el caso del Estado fue llamado «liberalismo social .. , para el caso de los empresarios en generaJ «econonúa 
social de mercado». 
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En el sexenio de Carlos Salinas de Cortari, los programas modernizadores 
se diseñaron prácticamente para todos los sectores iniciándose con la Reronna 
del Estado, v derivándose hacia la industria, el comercio, los servicios, el cam­
po, la educación, los energéticos, entre otros'" 

Bajo este slogan de la modernización, el gobierno pretendía superar la crisis 
v entrar al mundo desarrollado a través de la consolidación de un nuevo modelo 
económico y social: el neoliberalismo llamado por Salinas Liberalismo Social. 

Las políticas modernizadoras implicaron también implantar medidas para 
hacer más competitiva la planta productiva del país; la rearticulación de los 
grupos financieros y la promoción de la inversión extranjera. Asimismo de forta­
lecer a la sociedad civil con la finalidad de reactivar los valores, la cultura, la 
educación, la política y el desarrollo democrático. 

Desde el punto de vista del discurso empresarial, modernizar ha significado 
hasta el momento una serie de demandas al gobierno inspiradas en las políticas 
neoliberales de los Estados Unidos principalmente, tales como: la privatización 
de las empresas paraestatales; creación de las condiciones para el desempeño del 
capital privado; apertura al exterior, tener una economía sin regulaciones ni 
trabas con la finalidad de permitir la expansión y asociación de la gran empresa 
con el capital extranjero. En el corto plazo, abatir la inflación, para eliminar el 
déficit público, es decir, la reducción drástica del gasto corriente, la inversión 
pública y los subsidios. 

La modernización de México implicaba también una verdadera reforma 
fiscal en favor de los empresarios; una reforma educativa donde los empresarios 
pudieran invertir y opinar sobre el perfil del esrudiante y los programas, con la 
finalidad de formar cuadros acordes a la industria, el comercio, los servicios y el 
turismo: la reformulación de los términos de la relación laboral y una mayor 
participación de la sociedad, sustiruyendo la participación gubernamental. En 
pocas palabras, abrir espacios a los empresarios en la vida económica, política y 
social. 

3. VaJdés Ugalde, Francisco. Autonomía y Legitinudad. Los empresanOs, la políuCa y el estado en México, p. 
252. 
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Durante el período comprendido de 1988 a 1994, se generaron bajo el slo­
gan de la modernización un sin número de cambios profundos y se consolidaron 
las bases para un acuerdo esencial entre el Estado y los empresarios como res­
puesta a una larga crisis originada por el agotamiento del modelo intervencionista 
del Estado. 

La crisis económica en el marco de recesión e inflación, dio pauta para la 
reforma de las concepciones y programas de la burocracia gobernante, ante la 
ausencia de grandes fuerzas políticas y sociales que sostuvieran plataformas dife­
rentes a las que provenían de los círcwos tecnocráticos del gobierno y la gran 
empresa privada. 

Sin embargo, quien hace de la modernización un lema y un programa de 
gobierno es Carlos Salinas de Cortari y simultáneamente, a lo largo de su cam­
paña electoral y de sus primeros años de gobierno, el sector empresarial más 
radical articwa también un programa modernizador paralelo recopilado en el 
texto Propuestas del Sector Privado proponiéndose incidir en el quehacer 
económico, político y social del país. 
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1. Antecedentes históricos 

La crisis de los años setenta, que tuvo entre otras consecuencias la subida de los 
precios del petróleo por la OPEp, puso en tela de juicio al llamado "Estado 
Benefactor" . 

Recordemos que una de las causas del desarrollo económico de la posguerra 
fue precisamente la creciente inversión estatal, la cual significó un factor de suma 
importancia para sanear la crisis económica y para restablecer la econOllÚa en los 
países europeos. 

La crisis de los años setenta caracterizada como una crisis de sobreproduc­
ción como las que ha padecido cíclicamente el capitalismo desde el siglo pasado: 
era el resultado de una fase de descenso de la tasa promedio de ganancia v fue la 
de mayor magnitud desde la de 1929. 

La intervención del Estado en la econOllÚa había llegado a su límite, puesto 
que en lugar de contribuir a alargar el ciclo de prosperidad era una causa de 
inflación (aumento de precios), lo mismo que la expansión de crédito y los gastos 
sociales. Todo este fenómeno característico de la crisis se denominó estagflación, 
es decir, la combinación de inflación con recesión. 

Ante esta situación, los gobiernos de los países capitalistas más avanzados y 
las élites del gran capital fmanciero pusieron en marcha el neo liberalismo, como 
el modelo más adecuado para hacerle frente a la crisis económica. 

El neoliberalismo constituye un modelo de los países altamente desarrolla­
dos, orientado a la reestructuración del sistema capitalista en función de un 
diagnóstico y perspectivas que pretendan dar prioridad a las cúspides del capital 
financiero y trasnacional. El modelo también procura que tanto la econOllÚa 
como la política se liberen de los obstáculos para el despliegue de las fuerzas 
productivas. 

El pensamiento neoliberal identifica varios factores que han bloqueado el 
desdoblamiento de las libres fuerzas del mercado. 

* El desbordamiento de la democracia y el deterioro consecuente de la legi­
timidad de los gobiernos y las instituciones constituidas. 
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* El crecimiento del aparato estatal que, al tratar de responder a las de­
mandas sin mesura de los grupos sociales mayoritarios, no solo han absorbido 
porciones crecientes de recursos financieros que se hubieran podido dedicar a la 

acumulación, sino que además han incurrido en un déficit desmedido, y por 
tanto, inflacionario. 

* La conversión de los sindicatos en fuerzas de alcance nacional con una 
clara injerencia en la política, lo que acentúa las distorsiones en el mercado al 
desnaturalizar el carácter original del trabajo como un factor de producción más. 

* El renacimiento del nacionalismo, en panicular en los países productores 
y proveedores de materias primas y en los que pretenden llevar a cabo procesos 
de industrialización más o menos integrales, que ha traído como consecuencia el 
encarecimiento de los procesos productivos en los países centrales a la vez que 
obstrucciones más o menos considerables a la libre circulación de productos in­
dustriales allá producidos. i 

En términos generales, el neoliberalismo pretende que se dejen los elemen­
tos económicos al "libre juego del mercado", lo que implica acabar con los obs­
táculos anteriormente señalados. Así se aspira a que el Estado se reduzca consi­
derablemente y tenga mucho menos injerencia en la econolIÚa. 

Reducir al núnimo posible la panicipación del Estado en la econOlIÚa así 
como su función reguladora: descansar en los instrumentos de política moneta­
ria (tasa de interés, control de circulante, etc.) más que en los de política fiscal 
(gasto público, impuestos, etc.) para movilizar y asignar los recursos existentes y 
canalizar el excedente económico; privilegiar la estabilidad monetaria por enci­
ma de cualquier otro objetivo, incluso el crecimiento económico y los asociados 
con el bienestar de las clases populares, y, finalmente, liberar de trabas protec­
cionistas al intercambio de mercancías y capitales entre las naciones.; 

El resurgimiento del pensamiento neoclásico, como paradigma más impor­
tante en la conducción del capitalismo, es principalmente una operación políti-

4. Cordera, Rolando y Tello. Carlos, México: la dispUUl por la nación. Perspectivas y opcionf!$ del 
dnarrollo. 

5.ldem. 
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ca e ideológica del capitalismo monopólico encaminada a debilitar aún más a la 
clase obrera, y aqueUas facciones del capital poco desarrolladas y concentradas. 
En el exterior, se orienta a ampliar y facilitar sus posibilidades de expansión y 
control de nuevos mercados y de nuevas y viejas fuentes de materias primas. 

En un principio se pensaba que el neo liberalismo era una doctrina econó­
mica que pretendía renovar el liberalismo clásico, sin embargo tal aseveración se 
desmiente en el momento mismo que se supone la libertad de mercados basada 
en el liberalismo económico y resumida en "dejar hacer, dejar pasar", ya que hoy 
día la apertura de los mercados Ueva un gran candado que obstaculiza dicha 
libertad y apertura, implicando con eUo una gran regionalización de los merca­
dos en franca lucha comercial v de espacios. Ejemplo de eUo son los tratados 
comerciales que se han concertado de 50 años a la fecha, los cuales paradójica­
mente aunque la economía mundial se globaliza, sus reglas comerciales se 
regionalizan. La Organización Mundial de Comercio (OMC), formada por 120 
naciones, ha promovido desde el fin de la Segunda Guerra Mundial ocho acuer­
dos globales para reducir las barreras comerciales, desgraciadamente pocas na­
ciones están dispuestas a cederb 

Los tratados comerciales del tipo México-Estados Cnidos-Canadá, son acuer­
dos regionales que aunque con más éxito que la propuesta de un comercio mun­
dial Y sin fronteras, no han dejado de interponer barreras que además de Uevar a 
marcha forzada el trato no han concretado los frutos prometidos a sus socios 
comerciales. 

El neoliberalismo debe entenderse entonces como otro producto del desa­
rroUo del capitalismo, es una evolución que trata de mantener al capitalismo 
invicto a sus crisis remanentes. Carlos Marx, en su crítica al capitalismo, diag­
nosticaba que éste enfrentaba problemas como: la desigual distribución en el 
poder; la desigual distribución en el ingreso: la tendencia a formar monopolios 
y; la tendencia a caer en crisis. 

Estos problemas de los que hacía mención Marx, persisten aún, sólo que son 
sus atenuantes, ya que el Estado regulador y conciliador de las relaciones socia-

6. El liberalismo económico clásico. es una t'\"olurión de las economías de corte capilalistas. de manera que 
el liberalismo económico es lUl producto tardío del desarrollo capitalista. en: Terry. E<lith. El Financiero. 
10 de mayo de 1996, p. 3. 
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les entre empresarios y obreros, concedieron a nivel internacional leyes laborales 
más justas, servicio médico, seguridad social y estímulos a los propietarios de las 
empresas. De alguna manera la participación del Estado había conciliado la 
desigualdad social, los salarios indirectos a través de subsidios había reducido los 

márgenes de pobreza, pero hoy el neohberalismo exige un Estado rrúnimo y 
apartado de la poütica social cuya consecuencia directa es el crecimiento alar­
mante de la pobreza y la extrema pobreza. 

La poütica neolibcral propone entonces al Estado ya no el papel de rector y 
coordinador de la actividad económica. sino de vigilante de los intereses del 
mercado. 

1.1. México en el contexto mundial 

Durante los años setenta, la poütica económica seguida en México implicó un 
alto riesgo, ya que la aplicación de medidas sobreexpansivas, financiadas con un 
creciente endeudamiento externo, tuvo graves consecuencias cuando los precios 
del petróleo bajaron -principal producto de exportación de México-- y las 
tasas de interés mundiales se elevaron considerablemente. 

El nuevo ordenamiento económico mundial, implicó al interior de nuestro 
país nuevas circunstancias caracterizadas por térntinos de intercambio adversos 
y casi la desaparición de nuevos créditos externos. Tales ciromstancias, requena 
ser atendidas a través de modificaciones en la poütica económica de largo alcance. 

Se requena por un lado, aumentar las exportaciones para generar las divisas 
necesarias para seguir pagando el servicio de la deuda externa, ya que en su 
mayona estaba en manos del gobierno, por otro lado, la poütica fiscal debía 
modificarse para incrementar los ingresos del sector público y reducir los gastos 
no asociados a la deuda para generar los recursos suficientes para servirla. 

Asimismo se requena la recuperación del crecimiento económico a través de 
mecanismos que fortalecieran la confianza y alentaran la entrada de nuevos ca­
pitales' incluyendo la repatriación de los capitales mexicanos que se mantenían 
en el exterior. Por último, las reglas que gobernaban elllujo de bienes e inversio-
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nes del exterior debían cambiarse para que la econoITÚa se tornara más flexible y 
competitiva en el contexto mundial. 

Durante la década de los ochenta, México a raíz de la crisis económica tuvo 
que experimentar un cambio en su estrategia de desarrollo. El modelo de subs­
titución de importaciones que caracterizó a la política mexicana desde los 
años treinta fue reemplazado por una econOITÚa abierta donde la participación 
del Estado en la econoITÚa está delimitada por un nuevo marco legal e institucional, 
cuya tendencia es que la propiedad privada reemplace a la propiedad pública.' 

Bajo este contexto, el país vivió serios desajustes, lanzándose a la búsqueda 
de nuevos modelos de desarrollo que lograran revertir los agravios de la crisis, y 
es precisamente bajo este esquema en donde empresarios y Estado, encontraron 
en la modernización la forma de consolidar nuevas respuestas al respecto. 

Entre los contenidos más significativos del así llamado proceso de moderni­
zación en México está la aceptación del modelo neoliberal, el cual configura una 
nueva estrategia de desarrollo económico, la que ha tendido a desarticular al 
viejo Estado interventor y a desplazar la orientación del desarrollo del mercado 
interno. Esta nueva estrategia comparte un conjunto de principios económicos 
de corte liberal que se orienta a colocar al sector privado y al mercado como el eje 
de las relaciones sociales· 

La perspectiva empresarial en los últimos años señala como único responsa­
ble de la crisis económica al Estado, por sostener un enorme gasto público y un 
crecimiento desmedido de la corrupción. Sin embargo, hay que aclarar que en 
este momento coyuntural, muchos empresarios salieron beneficiados obteniendo 
enormes ganancias, no obstante, demandaban al Estado la abolición de las po­
líticas benefactoras en detrimento de campesinos y trabajadores. Sus demandas 
giraban en torno a la privatización de las empresas paraestatales, la desregulación 
de la econOITÚa y un nuevo papel del Estado. 

La prolongada crisis que enfrentó el país dejó ver por otra parte el tipo del 
gran empresariado que se había forjado en México en los años de estabilidad 

7. Lustig, Nora. México. Hacia la reconstrucción de uJla ecorwmía. p. 15. 
8. Llma Ledesma. Matilde. "Modernización y representación I'mpresariaJ: el Consejo Coordinador Empre­

sarial en los setenta y en los albores de los noventa» en: Anguiano. Arturo (Coord.). La Modemi:;oción de 
México. p. 205. 
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económica, de control y proteccionismo estatal: un empresariado que frente a la 
adversidad económica responde sólo por sus intereses . 

... la crisis del país no es resultado exclusivo de los ineficientes y corruptos, sino también de 
quienes guardaron silencio o fueron cómplices a cambio de beneficios .. ,9 

Es evidente que la responsabilidad de la crisis no sólo correspondió a las 
políticas del gobierno, sino también a la 105 empresarios que, impasibles, presen­
ciaron la caída de la planta productiva nacional y como respuesta, frenaron el 
poder adquisitivo de los salarios de sus trabajadores \. (-ptaron por la especula­
ción y la exportación de capitales. Su actitud les dejó· uantiosas ganancias y una 
postura muy cómoda frente a la sociedad, la de culpar ,ti gobierno del deterioro 
económico. 

No era de extrañar que los enormes recursos obtenidos durante este tiempo 
sirvieran más adelante para que algunos empresarios nacionales adquirieran 
empresas estatales importantes; instituciones bancarias e incluso se promovieran 
proyectos de inversión en el extranjero por parte de algunos grupos industriales. 

1.2. La desarticulación del Estado benefactor 

En los albores del sexenio de José López Portillo el país entró en una fase de 
recuperación económica dada por la llegada e inversión de capitales, además del 
estímulo que representaba la alta cotización internacional del petróleo. Esto se 
vio reflejado en el crecimiento 1'lancial del Producto Interno Bruto (que en 
1978 fue de 8.2 % y en 1979 llegó a 9.2 %), basado fundamentalmente en el 
sector industrial.'" 

Durante este periodo, la econOlIÚa mexicana confió su estabilidad en el pe­
tróleo, el impulso especial que el Estado dio a la industria petrolera, requirió de 
la canalización de enormes recursos financieros que provinieron del exterior en 
forma de deuda externa pública, cuya garantía fue el crudo mexicano. Entre 

9 ... Los que callaron sobre la com.tpción son corresponsables de la crisis: Chapa» en: Urw más ww, 23 
marzo de 1988. 

10. Lustig, Nora. México. Hacia la reconstrucción de una economía. p. 40. 
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1978 Y 1980, el total de la deuda pública externa aumentó de 26 300 millones 
de dólares a 33 800 millones de dólares. Sin embargo, la relación de la deuda 
externa total al Pffi bajo de 35.8% en 1977 a 31.3% en 1980. La visión de 
entonces era que el monto de la deuda externa acumulada hasta fines de 1980 
no había generado una situación inmanejable. El problema real no era el nivel 
alcanzado por la deuda sino· su tendencia creciente. Entre 1978 y 1980 el monto 
total de la deuda externa privada aumentó de 7 200 millones de dólares a 16 
900 millones." 

En estos momentos, empresarios y gobierno coincidían en que modernizar 
al país era encaminarlo hacia una mayor producción y productividad, superar el 
rezago tecnológico, reafirmar el camino de la economía mixta, descentralizar, 
impulsar el desarrollo industrial, la infraestructura y la producción agrícola. 

En 1988 se seguía sosteniendo esta idea: 

Se requiere de la participación especial del empresariado mexicano para ocupar un 
espacio económico, con proouctividad, generando riquezas, satisfactores y empleos, así 
como mejores medios para su redistribución, a través del trabajo ... se debe Uegar al 
equilibrio de la economía mixta en favor del sector privado y a la modernización del 
Estado mexicano en un sentido más subsidiado. 12 

Sin embargo, se llegó al punto en que los intereses emanados del débito 
externo, apenas podían ser cubiertos con las exportaciones petroleras. 

La importancia que el gobierno dio al desarrollo industrial, propició un 
descuido en el sector agropecuario (en 1979 decreció en -2.1 % y luego de una 
leve recuperación nuevamente cayó en 1982 a -0.6 % para ya no volverse a 
levantar), y la elevación de los precios de garantía, no propició más que el incre­
mento del índice inflacionario, pues se elevaron los costos de producción.'3 

En el primer tercio de 1981 ocurre que los precios internacionales del petrÓ­
leo bajan considerablemente dejando al país absorto, con una gran deuda exter­
na y un gasto público gigantesco. El crecimiento real resbaló en 1982 a -0.6 % 

11. Ibid.m. p. 42. 
12 ... Econonúa mixta en ravor de los empresarios, demanda Chapa Salazar» en: El Financiero, 18 abril de 

1988. 
13. Ruiz Ocampo. Hwnberto, La Concanaco en el sexenio de Miguel de la Madrid (1982-1988), p. 82. 
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sin recuperar jamás el 3.7 % de 1984 y el país se encaminó a tma enorme depre­
sión económica. H 

Como el Estado y las grandes empresas privadas habían incrementado sus 
deudas con el exterior, el país acrecentó su deuda y sus obligaciones de pago no se 
equiparaban con su producción y sus exponaciones. 

La respuesta del gobierno ante la crisis incorporó medidas que intentaban 
poner fin por la fuerza a la salida de capitales. El 1 de septiembre de 1982 se 
adoptó el control de cambios generalizado y se nacionalizó la banca mexicana, 
acto que indignó al sector financiero dentro y fuera del país. 

La desconfianza y el resentimiento del sector empresarial hacia el gobierno 
habían llegado al ptmto máximo apenas tres meses antes de que el nuevo presi­
dente tomara posesión.'5 

Los empresarios pugnaron por tma nueva conducción de la econolTÚa, que 
sería retomada posteriornlente por Miguel de la Madrid, sobre la base de que la 
crisis económica resultante de la mala administración del periodo 1976-1982. 
También se manejó la tesis de que la misma se originó por el desequilibrio del 
gasto público y el sector externo, la inflación y el desempleo. 

El sector empresarial se prontmció por el establecimiento de la llamada 
"econolTÚa social de mercado" que se caracteriza por: 

* El establecimiento de tm seguro social generalizado, que proteja en lo 
fundamental a los más débiles. 

* La preservación de la libre competencia, pero evitando la creación de 
monopolios. 

* Ausencia de proteccionismo. 
* Programas de fomento a pequeña y mediana industria. 
* Ausencia de controles de precios. 
* Garantía de la estabilidad de precios (garantía constitucional de que ntmca 

habrá inflación). 
* Elirninación de la lucha de clases.'· 

14. Idem. 
15. Lustig, Nora. México. Hacia la reronstrucci6n de una ecorwmía, p. 4:5. 
16. Decisi6n, No. 63. año VI, mayo de 1984. 
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Durante el sexenio de Miguel de la Madrid y propiamente en el discurso de 
toma de posesión, el nuevo presidente dio a conocer el Programa Inmediato de 
Reordenación Económica (PIRE), como respuesta inmediata a los problemas 
del país. 

Los objetivos principales del PIRE para el corto plazo eran restablecer la 
estabilidad financiera, controlar la inflación, proteger el empleo y la planta pro­
ductiva, así como recuperar el crecimiento económico del país. 

El Programa planteaba también objetivos a mediano plazo. Para reducir la 
inflación, la política económica programada se proponía atacar la excesiva de­
manda del gobierno, reflejada en el déficit del sector público. De tal suerte que a 
corto plazo, se tomarían las medidas pertinentes para frenar el gasto cuidando 
que esto no repercutiera sobre la generación de empleos; asimismo se buscaría 
que la disminución de los subsidios afectara en la menor proporción a aquellas 
personas con menos recursos. También se recortarían los subsidios para reorien­
tar los patrones de consumo, con lo que se reducirla el dispendio provocado por 
los precios artificiales. Junto con esto los precios y tarifas del sector público se 
ajustarían a su verdadero costo, con la finalidad de evitar la descapitalización de 
las empresas y organismos públicos. 

En el mediano plazo, el crecimiento sostenido de la economía se lograría a 
través de la promoción de reformas de fondo a la estructura económica del país. 
La constante reducción del déficit del sector público se lograría mediante la 
reestructuración de la administración del sector público de empresas y organis­
mos que por diversas razones habían pasado a formar parte de él. 

También dentro del mediano plazo se programaron estrategias que afecta­
rían la superestructura del país para así amoldarla a los cambios estructurales, 
de los cuales podemos mencionar la denominada "renovación moral de la socie­
dad" contra la corrupción en general; la formalización del quehacer del gobierno 
a través de la planeación; el fortalecimiento del federalismo; la democratización 
y la descentralización. 

Sin embargo, aunque estas medidas fueron vistas con beneplácito por la 
mayoría del sector empresarial, en los primeros dos meses de gobierno prevaleció 
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el ambiente hostil desatado a raíz de la nacionalización bancaria \' varias refor­
mas legales de contenido económico efectuadas en diciembre de 1982 por el 
gobierno anterior. 

Como una tendencia que rue !!::Hlando cuerpo de tiempo atrás, en diversas faIDlaS y 
maneras, la intervención del ESUldo en la vida social y ecunómica del paíS llegó a punto 
culminante ron las propUe5laS legislativas que en el mes de diciembre de 1982 se presen· 
taron al Congreso de la Lllión. para reformar varios artículos de la Ley Suprema. 17 

. El nuevo programa de gobierno de Miguel de la Madrid planteó el cambio 
estructural y la planeación democrática, delimitó el campo del sector estatal; 
impulsó la apenura de la banca nacionalizada hacia el sector privado, con el 
34% del capital; la creación de un mecanismo estatal para asegurar el servicio de 
la deuda externa privada; la creación de la llamada banca paralela; el ingreso de 
México al CATI y el inicio de la privatización de empresas del Estado. Sin 
embargo, la crisis, no dejó de estar presente. 

El ingreso al CATI fue una de las medidas más acertadas ya que ello obliga a los 
productores mexicanos a elevar su calidad de seguir compitiendo en los mercados naciu­
nal e internacional. lo que a la larga provocará mayor eficiencia en la producción. lB 

Aquí podemos destacar tres factores que orillaron al gobierno de Miguel de 
la Madrid a adoptar ciertas medidas de corte neoliberal: 

* Las fuertes presiones del sector empresarial para que el Estado dejara de 
intervenir en la econooúa. 

* La fuerte crisis de las políticas de bienestar que se enfrentaban desde 1973 
con el aumento del precio del petróleo, el cual presentó una aparente recupera­
ción entre 1979 y 1981, cayendo nuevamente en 1982. 

* La presión externa que implicaron los convenios celebrados con el FMI en 
noviembre de 1982, por los cuales el país se insertaba dentro del proyecto 
neoliberal. 

17. Alvear Acevedo. Carlos. Confederaci6n de Cámaras Sacionales de Comercio, Servicios y Turismo. 
p .• 6-1. 

18 ... Exceso de burocracia. obstáculo para sanear las finanzas públicas: Carcía» en: El Financiero. 18 de 
abril de 1988. 
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Durante la primera etapa del gobierno de tvliguel de la Madrid podemos 
distinguir tres grupos de planteamientos económicos cuya finalidad era la de 
corregir la inflación y el déficit externo público por un lado, y aliviar el déficit 
público mediante el incremento de precios y tarifas en los bienes y servicios por el 
otro: 

* La reducción del gasto público y la circulación de moneda. 
* La liberación de las tasas de interés, los precios y el tipo de cambio y el 

control (congelación) de los salarios. 
* La liberación del comercio y la flexibilización de la política proteccionis-

ta.19 

Retomando el primer grupo de políticas, es conveniente recordar que el 
déficit público se originó en la construcción de una infraestructura acorde con el 
crecimiento exagerado que el país cobró a partir de 1978, trayendo consigo un 
pesado endeudamiento con el exterior y la agudización inflacionaria. Un primer 
error de la administración pasada fue tomar como causas originales del proble­
ma a las manifestaciones visibles mencionadas arriba (el déficit público externo 
y la inflación). La solución del déficit público no estriba en la reducción del 
gasto público, sino más bien en la búsqueda de ingresos tributarios, pues las 
medidas tomadas desembocaron en la paralización de la producción en tanto la 
reducción del gasto público atentó contra la capacidad productiva, creando la 
necesidad de buscar salida en el endeudamiento. El control de la oferta moneta­
ria se dio sobre la base teórica de que la inflación se debía a la enorme demanda 
de circulación de moneda.20 

Dentro del segundo grupo de políticas, se destaca que la liberalización de 
los precios y productos no controlados y en particular la instauración del meca­
nismo de los precios relativos, fundamentalmente en la producción agricola, le­
jos de impulsar satisfactoriamente la reactivación industrial, significaron el for-

19. Huerta. Arturo. Eoofwmía me.:cicana, más allá del nu'lagro. p. 128. 
20. Ibidern. p. 137. 
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talecimiento de las empresas con mayor grado de monopolización. "Asimismo, 
como el aumento de pre,jos implica una mayor devaluación del peso se incrementa 
el pago de! servicio de la deuda externa. "21 

La canalización de recursos considerablemente altos al exterior y la fuga de 
capitales, produjo que se redujera la capacidad crediticia y el ahorro, lo cual 
desembocó en e! necesario crecimiento de la tasa de interés, coadyuvando aún 
más a la pérdida de la inversión. 

Se trató de incentivar la producti,idad a través del ofrecimiento de mano 

de obra barata: sin embargo, no se registraron avances quedando rezagados los 
salarios en inteligencia de no haber una reactivación económica. 

Por otra parte, con el fin de impulsar el desarrollo interno, se implementó el 
libre intercambio de mercancías con el exterior (1983) tratando simultánea­
mente de captar divisas y atender debidamente los compromisos del débito ex­
temo, además de debilitar las importaciones con ayuda de la política devaluatoria. 
Se pretendió dar comp' • itividad con la flexibilización de la política proteccio­
nista, pero ello, tuvo consecuencias contrarias. En resumen, la política económi­
ca de Miguel de la Madrid, en vez de servir como muelle a la crisis, delineó las 
pautas para su profundización. 

La segunda etapa de la política económica de Miguel de la Madrid se dio 
precisamente en este momento. El país se acercaba a la hiperinflación junto con 
un estancamiento económico; además, a raíz de lo anterior, existía un emplaza­
miento de huelga general (del movimiento obrero oficial) en demanda de un 
aumento salarial de emergencia. Fue entonces cuando, el 15 de diciembre de 
1987 se firmó y se dio a conocer e! Pacto de Solidaridad Económica (PSE), en el 
cual se suscribieron los sectores más importantes de la econofiÚa (obreros, cam­
pesinos y empresarios) en el establecimiento de compromisos recíprocos que con­
tribuyeron a e';tar e! vuelo del Úldice inflacionario.~' 

El Pacto contemplaba tres puntos principales: 

21. Ibidem, p. 1 iD. 
22. El Pacto no fue otra cosa más que lm mecanismo de regulación de precios, fue un freno al mercado a 

partir de la necesidad de contemplar las diferencias injustificadas de precios de diversos productos y 
servicios. Con esta medida el gobierno logró que los empresarios aumentaran los precios de sus proollclos 
y servicios en forma equitativa, a cambio de que el Estado realizara incrementos a los suyos a Iravf.S del 
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* El compromiso de aumentar el superávit fiscal primario y contraer la 
oferta de crédito interno para controlar la demanda agregada. 

* La introducción de una política de ingresos para romper la inflación inercial 
y estabilizar las expectativas. 

* La adopción de un programa de reforma estructural que incluía una ace­
leración de la liberalización cómercial y la desincorporación de empresas públi-

23 caso 

Los resultados inmediatos del pacto fueron buenos, ya que durante el se­
gundo semestre de 1988, la inflación alcanzó un promedio de 1.2% mensual, 
menor que el 9% registrado durante el mismo periodo de 1987." 

En 1988 el Pffi real creció a 1.3%, las exportaciones no petroleras a 15.2%, 
y la inversión privada a 10.9%.:5 

Por otra parte, desde el punto de vista empresarial, la apertura comercial se 
vio como un elemento que podría ser útil para reducir la inflación, así como la 
reducción del déficit público, ya que se tenía por hecho que este era la principal 
causa estructural del crecimiento desmedido de los precios.26 

Bajo este esquema, la modernización fue entendida como la acumulación 
del déficit público con el retiro del Estado de las actividades empresariales. 

Modernizar iroplicó también consolidar una sociedad capaz de decidir con 
sus propias fuerzas económicas qué debe producirse, para quiénes y bajo qué 
condiciones, mientras que el Estado solo debe ser rector; es decir, reducir su 
papel a tan solo emitir leyes y disposiciones para encauzar la econofiÚa. De esta 
manera, la libre empresa se convierte en solución a la crisis producida por un 
gasto social incontrolado y a la falta de garantías para los negocios. 

Otro punto iroportante a resaltar para consolidar la estabilidad y la recupe­
ración económica fue la renegociación de la deuda externa, donde el gobierno 

previo acuerdo con las organizaciones empresariales. Pero ante todo. el PSE significó la austeridad 
salarial de la clase trabajadora. 

23. Lustlg, Nora, México. Hacia la reconstrucción de una ecorwm1a. p. 74. 
24. Ibidem. pp. 74.75. 
25. Ibidem. p. 75. 
26. \1uñoz Ríos. Patricia ... Desincorporar. clave para reducir el índice inflacionario: Chupa SaJazar» en: El 

Financiero. 9 de mayo de 1988. 
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logró en 1989 un ahorro de 1 500 millones de dólares aproximadamente en el 
selVicio anual de la deuda púbtica con el extranjero. Sin embargo, este hecho no 
significó en sí mismo un elemento decisivo en la estrategia gubernamental, pero 
dio pauta para iniciar el camino de las reducciones de saldos y, al mismo tiempo, 
recobrar la capacidad de captación de ahorro externo por parte de la economía 
mexicana, nulificada prácticamente a partir de la situación de insolvencia en 
que se habían ubicado el Estado y muchas de las grandes empresas privadas. 

La mitad de la deuda renegociada se pactó con un 6.2% de interés anual, 
sin duda menor que el predominante en el mercado, lo que para 1992 significó 
grandes pérdidas ya que las tasas de interés habían bajado en el sistema finan­
ciero internacional. 

1992 significó un año de desaceleración de la producción industrial, lo que 
marcó el comienzo del fenómeno de contención de la producción industrial y del 
crecimiento. Asimismo, el rápido incremento de las importaciones y la poca ex­
pansión de las exportaciones arrojaron saldos muy lamentables en la cuenta 
corriente de la balanza de pagos. 

Bajo este marco, la política económica orilló a promover cambios legislati­
vos y reglamentarios importantes, como la emisión de un reglamento para fo­
mentar la inversión nacional y regular la extranjera, abriendo nuevas posibilida­
des para los inversionistas foráneos y la apertura de la bolsa al capital del exte­
rior, a través de una legislación renovada. 

Entre 1989 y 1991, se crearon 2 028 nuevas sociedades extranjeras gracias 
a las nuevas facilidades, de las cuales 1 280 son de capital foráneo mayoritario 
con una inversión de 17 789.1 millones de dólares entre empresas y cartera, yel 
resto 748 de capital mexicano predominantemente con una inversión de 585.1 
millones de dólares.27 

El monto mayor de la inversión extranjera que ingresó al país hasta 1994 se 
invirtió en la Bolsa de Valores proveniente de fondos privados, generalmente de 
pensiones o de otros instnunentos de ahorro, que se canalizan a través de American 
Depositary Receipts (ADR) y de la compra directa de valores y bonos en el mer-

27. Concheiro Bórquez. Elvira. El Gran Acu.erdo. Gobierno yempresan"os en la nwdemización salinista. 
p.23. 
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cado. Este tipo de operaciones concurren al país en virtud de la existencia de una 
inflación bursátil y unas tasas de utilidad y de interés mucho mayores que las de 
Estados Vnidos. 

Carlos Salinas en su último informe de gobierno, destacó que los flujos de la 
inversión extranjera entre 1989 y julio de 1994 ascendieron a 50 000 millones 
de dólares aproximadamente, con lo cual se duplicó la meta sexenal. Globalmente 
el superávit en la cuenta de capital de la balanza de pagos fue de 31 000 millo­
nes de dólares en 1993, y el flujo de recursos foráneos en el primer semestre de 
1994 ha sido de 12 000 millones de dólares. El 31 de octubre de 1994, las 
reservas del Banco de México ascendieron a 17 242 millones de dólares. Bajo este 
marco de referencia, la política financiera del país priorizaba en el compona­
miento de los mercados bursátil y monetario. 

De acuerdo con Salinas, la captación del ahorro externo significó un com­
plemento para el interno, la inversión foránea generarla una tendencia hacia el 
fonalecimiento del ahorro doméstico. Sin embargo, la realidad demostró lo con­
trario, ya que en el transcurso de la segunda mitad del sexenio el ahorro interno 
pasó de más del 20% del PIB a niveles cercanos al 15% hacia 1994. 

La apenura comercial permitió la flexibilización unilateral de los aranceles 
y la eliminación de los permisos previos a casi todos los productos. Dichas medi­
das tomadas por el presidente del país de manera direccional, fueron la fuente de 
promoción durante las negociaciones del Tratado de Libre Comercio (ILC).2B 

La apenura comercial significó el abandono de la vieja vía de sustitución de 
importaciones, y una modernización productiva desde arriba y promovida por 
los instrumentos de política económica del Estado, ya que el nivel técnico de 
nuestro país se encuentra muy por debajo del estadounidense. 

EIlLC tuvo como propósito principal reducir el ritmo de crecimiento de los 
precios a través de una competencia con los bienes de imponación que presionara 
sobre los productores nacionales, lo cual generó al mismo tiempo una situación de 
producción interna por compras foráneas de mercancías más baratas. 

28. Durante el tiempo de negociaci6n del TLC. fue aprovechado por el gobierno para promover la inversi6n 
estadounidense en el país, de taJ suerte que cuando se vislwnbrWl algunos problemas en la mesa de 
negociaci6n, los capitales roráneos en cartera se movían, dando origen a reducciones en el índice general 
de la Bolsa de Valores. 
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De los tres mecanismos más importantes en que se basó la estrategia guber­
namental, la apertura comercial y financiera hacia el exterior, consecuencia de 
una renegociación de la deuda externa tal como se llevó a cabo, sIgnificó la base 
de una nueva crisis del financiamiento del país y, por esa vía, de la econonúa en 
su conjunto. 

A finales de 1994 el Banco de México se retira del Mercado Cambiario como 
consecuencia de la devaluación de nuestra moneda, lo que produjo una insol­
vencia provocada por la emigración de capitales. En muy poco tiempo las reser­
vas internacionales del país de más de 17 000 millones de dólares, fueron a 
nada, teniendo en consideración que los depósitos mexicanos en los organismos 
multilaterales también forman parte de la reserva pero no pueden operarse de 
manera directa. 

El déficit en la cuema corriente de la balanza de pagos, así como la especu-
1ación de los capitales captados para cubrir ese déficit, fueron factores nocivos 
para la econonúa, dejando al gobierno prácticamente sin propuestas efectivas 
para hacerles frente. En suma, el modelo en que se inscribió la firma del TLC, 
trajo consigo procesos que no podían detenerse sin modificar las bases mismas de 
nuestra política económica. 
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2. Las propuestas del sector privado 

Varios años de crisis económica, permitieron conocer la conformación y la forma 
de operar de los distintos sectores empresariales, dejando ver los intereses que 
mueven y determinan en ocasiones diversas formas de actuar en ciertos momen· 
tos de desajuste y en la confrontación de sus alternativas, saltando a la vista 
circunstancias que en otros tiempos aún permanecían ocultas. 

Los tiempos de confrontación entre el sector empresarial y el gobierno, han 
significado la tmificación de varias facciones empresariales que antes se encon· 
traban desvinculadas. Así sucedió por ejemplo en 1975 con la creación del Con· 
sejo Coordinador Empresarial (CCE), o bien la nacionalización de la banca, que 
dio como resultado un sector empresarial que compartía un mismo discurso con 
importantes elementos de oposición política. 

El CeE 03er del acuerdo de dos grandes facciones políticas empresariales a las que 
estudiosos de la prublemática empresarial se han referido de diversas maneras: de la 
moderada y de la radicaL cuyo calificativo obedece principalmente a sus posiciones 
frente al gobierno. El conflicto con el presidente EcheverrÍa y la tradicional susceptibili­
dad del empresariado a la intervención estatal. crearon las condiciones para esta unidad 
que tuvo como uno de sus ejes centrales un renovado discurso liberal que mezclaba 
elementos de la doctrina social de la iglesia.~ 

Desde 1973, en el que fue asesinado el empresario Eugenio Garza Sada, jefe 
del Grupo Monterrev. por grupos guerrilleros en un intento de secuestro fallido, 
se habían presentado rasgos distintivos entre la fracción del Norte. Fue a partir 
de este momento, cuando el sector empresarial empezó a desarrollar acciones 
políticas radicales y opositoras, encabezadas por los empresarios regiomontanos, 
lo que expresó el apoyo al PAN en tiempos electorales, mientras que otros grupos 
empresariales, se mantuvieron al margen de la política, pero no sin dejar de 
hacer críticas constantes al gobierno. 

Pese a las diferentes poSturas empresariales, el hecho de compartir alterna· 
tivas para defender sus intereses, los ha llevado a diseñar propuestas propias. A 

29. Luna Ledesma. \1atilde. ,,~lodemización y representación empresarial: el Consejo Coordinador Em· 
presarial en los selenta y en los albores de los no\'enta» en: Anguiano. Arturo (Coord.), La Mocfemi:aci6n 
de México. p, :¿07. 
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principios de 1988 se dio a conocer un documento titulado Propuestas del 
Sector Privado, elaborado por Copannex y Concanaco, en la campaña de Sa­
linas de Cortari a la presidencia de la República. Estas dos corporaciones que 
tradicionalmente han representado a la fracción del Norte, en el documento no 
sólo enmarcan propuestas económicas, sino también políticas y sociales, repre­
sentando así un programa de gobierno paralelo. 

El documento sin duda, pretende aportar a los próximos planes de gobier­
no, propuestas concretas para que se gobierne "mejor" a la sociedad, promo­
viendo la participación directa de la iniciativa privada en los ámbitos económi­
co, político y social. 

Si bien es cierto que anteriormente se habían publicado doctnnentos como 
la Carta Económica de Concamín y la Declaración de Principios por el 
CCE, o el de Conclusiones Generales, que se elaboró en el Congreso Nacional 
de Empresarios, reunión convocada por el CCE, en el que se apuntaban los 
aspectos de la política modernizadora planteada por los empresarios, no signifi­
caban propuestas concretas para gobernar o promover el desarrollo económico 
del país. 

En cambio Propuestas del sector privado, propone adoptar una serie de 
medidas de política económica para así llevar a cabo en el periodo salinista, una 
severa reducción del Estado, la privatización de empresas paraestatales, la re­
ducción de la burocracia y la fusión de varias secretarias de Estado. 

Propuestas del Sector Privado, tiene como sustento prinCIpal la desme­
dida inflación, que es reflejo del desequilibrio de las finanzas públicas; por ello es 
necesario un plan de emergencia nacional, en el cual, se ataquen como ejes prin­
cipales el déficit público, la simplificación de la estructura gubernamental, la 
reforma monetaria para controlar el circulante (restar los ceros a la moneda), 
mantener estancado el salario, pero estableciendo programas para una mejor 
productividad, abrir puertas al capital exterior para acabar con todo el protec­
cionismo estatal y se permita la inversión del capital extranjero, conformando 
así, un mercado común entre México, Estados Cnidos y Canadá. Las propuestas 
están también orientadas a la modernización del campo, en el sector primario, en 
la infraestructura y el transporte, en la industria, en el comercio y los servicios. 
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Dentro de este documento tanto Coparmex como Concanaco, enfatizan en 
la necesaria transfonnación de las relaciones políticas en un sentido democráti­
co. Así, entre las propuestas políticas resaltan: el perfeccionamiento del Estado 
de Derecho; una mayor libertad de expresión en los medios de comunicación (sin 
controles del gobierno); fortalecimiento de los poderes Legislativo y Judicial; la 
revitalización del municipio libre; legitimidad y transparencia electoral; partici­
pación mejor organizada (a través de referéndum, iniciativa popular, por parte 
de organizaciones intennedias libremente organizadas). 

La modernización empresarial, tiene como objetivo principal trastocar el 
plano de la economía, pero también le interesa la situación social y política, así 
como los principios que sustentan al sistema educativo nacional, sin dejar a un 
lado su ideología dominante como eje conductor de sus propuestas. 

En suma, Propuestas del Sector Privado, constituyó un esfuerzo de sis­
tematización y desarrollo del programa empresarial con el grupo gobernante. 
Aquí cabe aclarar la importancia y el peso que tuvo el documento, ya que como 
veremos en los siguientes capítulos, casi todas sus propuestas fueron tomadas en 
cuenta por el gobierno de Salinas. 

En 1994 año de contienda electoral, se presenta un nuevo documento de­
nominado Propuestas del sector privado para el sexenio de 1994-2000, 
en el que participaron, además de Coparmex y Concanaco, Canacintra y que fue 
avalado por el CCE. En el documento se califican al sexenio de Carlos Salinas 
como un período de avances significativos, señalando el papel protagónico del 
sector privado. Por otra parte, se deja ver un acuerdo sustancial entre el gobierno 
y los empresarios, con un tono menos agresivo en comparación con el documento 
antenor. 

Ahora se reconoce que los empresarios cuentan con un espacio político, al 
mismo tiempo que están de acuerdo con el modelo económico. Sin embargo, 
resaltan importantes sucesos que ocwTIeron en el periodo salinista, como el con­
flicto en Chiapas, que dejó ver la gran pobreza que existe en el país y la concen­
tración de la riqueza propiciada por la política modernizadora. 

Para seguir avanzando en la modernización del país, los empresarios seña-
1an que se necesita de una mayor participación de la sociedad, mejorando los 
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procesos y organismos de la democracia participativa: una recuperación sana y 
estable del desarrollo económico y preservar los valores nacionales. 

Las reformas económicas más radicales que se proponen son de Coparmex y 
Concanaco. Ejemplo claro, son las reformas constitucionales que garanticen la 
propiedad privada y eliminen toda discrecionalidad del gobierno: por ello se 
propone una nueva modificación a los artículos 25,26 y 28 de la Constitución, 
donde se elimine la rectoría económica del Estado abriendo aún más el campo 
de acción a los empresarios. 

En mayo de 1989 la Concanaco pedía ante la 71 asamblea general ordina­
ria la reformación de 

... los anículos 25, 26. '27, :28 Y 63 de la Constitución política. a fm de permitir el 
restablecimiento de los principios de una economía social de (JIt' rrado [ ... J y las máximas 
libertades para el comercio y la industria "',30 Pero estos artículos ya habían sido modifi­
cados en diciembre de 1982, sin que el poder Ejecutivo consultara a las cámaras de 
comercio. Por ello con estas reformas. ""se elimina de nuestro país la economía de merca­
do. al considerar al Estado liJa serie de derechos y obligaciones que nada tienen que ver 
con la parte dogmática tle la Constitución. que protege los derechos individuales de la 

persona otorgándoles la garantía necesaria para su ejecución.31 

En el aspecto laboral, se demandan grandes cambios, puesto que para los 
empresarios la Ley Federal de Trabajo no es congruente con la política de 
modernización. Según su criterio, debe actualizarse para que exista calidad, pro­
ductividad y competitividad entre las empresas y los trabajadores, y se involucre 
menos a los sindicatos y gobierno en las relaciones laborales. 

En este aspecto la Concanaco opinaba en voz de Eduardo Carcía Suárez: 

la modernización de la legislación laboral se dellt· hacer con IIn lluevo espúitu. en el que 

no se busque la obtención de privilegios. ni la promoción de palemalismos para IIIlOS y 
otros -trabajadores, empresarios. autoridades-. sino la promoción de justicia en el 
mundo de trabajo ( ... J la justicia debe ser total y, por tanto, debe comprender lo que 

tenemos que dar como empresas a México. no sólo en satisfacción de necesidades de 
Lienes y servicios, sino también como desarroUo social [ ... J es necesario tener presente la 

30. Vázquez Pérez. Emilio. "La Conc8flaco pedirá reformar arúclllos de econonúa en la Conslilución 
política» en: l/fU) más UIUJ. i de mayo de 1989. 

31. Idom. 
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definición equilibrada de aquello a que tiene derecho el trabajador. pero también. lo cual 
se olvida frecuentemente. a que tiene derecho la empresa.3'! 

En lo político, proponen un cambio profundo en el sistema político mexica­
no, cimentado en una mayor participación ciudadana y en la actualización de 
las estructuras estatales. 

De los cambios políticos que pide Concanaco mencionan la necesidad de 
que 

la adIllulc;lrat:ión Federal debe eliminar subsidios irmecesarios [ ... ] suprimir las secreta­

rias de la Refomla f\graria )' de la Contraloria~ acrecentar las medidas disciplinarias en su 
fuero interno y sanear efectivamente las para estatales que quedan [para este organismo 
privado es necesario] [ ... ] que ya no haya deficiencias en el sector central del gobierno ni 
tampoco en sus paraestatales. porque ello deriva en una política errónea.l3 

Sin embargo. la respuesta a estos documentos señalados, principalmente e! 
de Propuestas del sector privado, aún no se ha discutido y evaluado de! todo 
en sus implicaciones, ya que muchos de ellos influyeron notablemente desde los 
primeros años del gobierno salinista bajo e! slogan de la modernización, cuyos 
principales acuerdos podemos verlos en la denominada alianza estratégica con 
los empresarios y otros programas modernizadores, donde el actor principal es 
precisamente e! sector privado: 

El Programa Nacional de Moderruzación Industrial y Comercio Ex­
terior, presentado en 1990, expresa el crecimiento de la industria, partiendo del 
desarrollo, fortalecimiento y competitivo nivel de exportación. Por otra parte, el 
Programa de Modernización del Abasto y del Comercio Interior, centra su 
atención en consolidar la estabilidad de precios, protección al conslllllidor, am­
pliar canales de distribución y comercialización, fomentar la producción de bie­
nes de consumo popular. Asimismo se dieron a conocer otros programas como e! 
Programa Nacional para la Modernización de la Empresa Pública, El 
Programa Nacional de Ciencias y Modernización tecnológica, El Progra-

32 ... Ni paternalismos ni privilegios. sólo justicia en la nueva Ley laboral: Carda S.» en: Excelslor. 10 ele 
jW1io de 1989. 

33. Contreras. Jaime ... Eliminar subsidios y suprimir secretarias. pide la Concanaco» en: Excelsior. 1 de 
junio de 1990. 
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ma para la Modernización y Desarrollo de la Industria Micro, Pequeña y 
Mediana, El Programa Nacional para la Modernización del Campo y El 
Programa de Modernización Energética, entre otros.'" 

El modelo modernizador logró cumplir con su objetivo de dejar atrás la 
forma populista y estatizante de desarrollo. Asimismo una conjunción entre las 
propuestas del sector privado y el gobierno, partiendo de la llamada reforma del 
Estado, se dio una amplia política empresarial, abarcando así: las empresas 
paraestatales, la banca nacional, tierras comunales y ejidales; modificaciones en 
las relaciones laborales; apertura comercial y la firma del Tratado de Libre Co­
mercIo. 

Sin embargo también se dejaron contradicciones importantes, como por 
ejemplo el problema de la pequeña y mediana industria ante la acelerada y 
tmilateral apertura comercial: el de la extrema pobreza aún no resuelto en medio 
de grandes programas de modernización (el problema de Chiapas); el tema de la 
mano de obra calificada y su problema intrínseco, la educación, etc. 

2.1. Empresarios, crisis y modernización 

El país a finales de los años ochenta y principios de los noventa, se encuentra con 
un sector empresarial que se caracteriza por una recomposición de su estructura 
social. Relacionados a viejos y tradicionales apellidos que detentan el gran capi­
tal, surgen nuevos personajes, cuando al mismo tiempo, otros han desaparecido 
de la escena económica dando paso a unos cuantos poderosos grupos corporati­
vos, industriales, comerciales y financieros, que abara controlan la mayor parte 
de los recursos productivos y dinerarios. 

Gracias a la depuración de capitales1 producto de la crisis económica1 y la inyección de 
cuantiosos recursos durante los años del boom petrolero, hicieron que desde la segunda 
mitad de la década de los setenta se produjera un impulso en el proceso monopolizador 
de la economía mexicana. EUo implicó, entre otras cosas, una mayor concentración del 

34. Concheiro B6rquez. Elvira. El gran acuerrJn. Gobierno y empfl!Salios en la nwdemi:.acU5n salinUta, 
pp.69-70. 
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capital, que llevaría a la reorganización y desarrollo de lus gmpos illdustriales más 
importantes del país.J5 

Con estas bases, se propicia un crecimiento importante de varios grupos 
corporativos como los cuatro que se desprendieron del entonces Uamado Grupo 
Monterrey, el cual a su vez había surgido a partir de la Cerveceria Cuauhtémoc: 
los grupos Alfa. "ítro, Visa y Cydsa. Por otra parte, se desarroUaron otros consor­
cios como Dese, conformado en su mayoria por varios grupos de la industria 
petroquúnica. El grupo lG-\, de la industria de la construcción, el grupo minero 
Peñoles, el Grupo Industrial Saltillo, así como el Grupo Industrial Minera Méxi­
co' son algunos ejemplos más de corporaciones industriales que se consolidaron 
en esos años. 

Se produjo un importante cambio en las formas de operación del gran capi­
tal como resultado de la mayor centralización impuesta entonces, aunque a su 
vez, las nuevas formas corporativas coadyuvaron al desarroUo acelerado de la 
centralización de los capitales. 

Hubo una rápida proliferación de las empresas tenedoras de acciones, o 
holdings, pennitiendo que el conjunto de empresas individuales existentes, pro­
piedad de un mismo grupo de capitalistas, contaran con una administración 
unificada por medio de la tenedora, y los mayores recursos se canalizaran al 
grupo industrial sin poner en riesgo el manejo de sus empresas. 

en factor más que contribuyó a hacer más notable la presencia de los gru­

pos industriales fue sin duda la reorganización de las empresas que constitwan 
un grupo. Se formaron los holdings, en los cuales se concentraron las acciones de 
las empresas y la función administrativa del grupo en conjunto. Así los grupos 
industriales aparecieron como una entidad más clara, que tiene en su cúspide un 
holding bajo cuyo mando funcionan nunlerosas empresas que abarcan varias 
actividades.'" 

35. Concheiro Bórquez. Eh'ira. El Gran. Acuerdo. Gobierno }' empresan"os en la modenu'=aci6n Salinista. pp. 
26·:27. 

36. Amezcua Cardiel. Héclor. «La fusión de los grupos,! holdings cOllwrciales con el capilal financiero t'n 
.\1éxico 1977 . 198"2_ en: Pozas. Ricardo y Luna. \laLilde (Conrds.). Lru EmprP,sru:,"" los EmplT!san'os en 

el México Contemporáneo. pp. 359-360. 
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Con las holdings se da origen a una sociedad capaz de manejar la propiedad 
de un conglomerado, desapareciendo la propiedad por acciones de empresas ais­
ladas; así es posible desplegar una estrategia corporativa centralizando las deci­
siones de inversión, crecimiento y diversificación en la holding, teniendo como 
base los flujos de capital dentro y fuera del grupo, optimizando reconocimientos, 
liquidez, oportunidades, y campos de inversión con una visión de conjunto. Todo 
ello con menor control fiscal del Estado. 

La transformación de la banca a partir de 1975 y su conversión en banca 
múltiple, propició que se concentraran en una sola institución una serie de ope­
raciones antes dispersas; con ello se abrió un rápido proceso de fusiones banca­
rias, así como el crecimiento del poder del capital financiero, concentrando cada 
vez más numerosas e importantes empresas vinculadas con los bancos. 

La concentración de la industria, el comercio y los servicios, se cimentó en 
las políticas proteccionistas del Estado y en la transferencia de recursos que éste 
realizaba al sector privado vía concesiones, subsidios, producción de materias 
primas y construcción de infraestructura. 

Sin embargo, muchos empresarios estaban en desacuerdo con la creciente 
participación económica del Estado, y en especial el discurso populista del en­
tonces grupo gobernante, pero por los grandes beneficios que esto les implicaba 
la mayor parte de esta clase social lo aceptaba como un requerimiento. 

Durante el sexenio de José López Portillo, a excepción de sus últimos actos 
de gobierno, se consolidó una política que propició la recuperación de la con­
fianza empresarial, fracturada durante el sexenio de Luis Echevenia, se dio paso 
a una serie de proyectos de inversión con las más importantes empresas del país, 
la compensación a los latifundistas sonorenses afectados en 1975, la reducción y 
exención de impuestos, el apoyo de recursos a los grandes exportadores, mayor 
control del gasto público, contención salarial, entre otros. 

A partir de estas medidas conciliatorias y con los importantes capitales con 
los que el país contó gracias al "boom petroleron yal desmedido endeudamien­
to externo, empresarios y gobierno se sintieron con las manos llenas y con recur­
sos que nunca se acabarían.37 

37. Al respecto cabe recordar aquella frase de José 16pez Portillo «solo nos queda administrar la abundancia». 
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De esta manera, proliferaron los conglomerados corporativos, así como los 
grandes grupos industriales que comenzaron una desenfrenada expansión hacia 
varias ramas económicas multiplicando así el número de sus empresas. Ejemplo 
de ello es el caso de Alfa, que con su gran número de empresas participa en las 
ramas de la siderurgia, química, electrónica, alimentaria, autopartes, hotelera, 
minera, televisión, construcción y en servicios comerciales y turisticos. 

Si hacia la segunda mitad de la década de los setenta, COn la aparición de los holdings. 
existían unos cuantos gmpos consolidados. para 1980 eran más de 100 los consorcios 
importantes. muchos de los cuales operaban ya a través de las empresas ft'llrdoras de 
acciones. La expansión de los grupos fue muy acelerada en todos los casos, aunque los 
más espectaculares fueron los de Alfa (que en aquel ariO Uegó a contar con 157 empresas); 
Visa (que contaba 103); el gmpo Chihuahua (63); Vitro (57), y el de Industrias Peñoles 
(5-1)." 

Los bancos también jugaron un papel de gran importancia en este proceso 
de expansión y crecimiento, ya que no sólo canalizaron enormes sumas de capi­
tal a los grupos industriales que lo requeIÍan, sino que propiciaron que los capi­
tales también participaran en actividades especulativas, auspiciando la 
dolarización de la economía y una espectacular fuga de capitales. 

Con la crisis de 1982, el desplome del precio del petróleo, la crisis de las 
finanzas públicas y la descapitalización del país, se puso en claro que los sectores 
empresariales más importantes se deciclieron a sacar el mayor provecho de esta 
situación sin importar que ello significara su profundización. 

Para hacer frente a sus compromisos financieros con el exterior, el gobierno 
buscaba plazos mayores, mientras la demanda de dólares por parte de los gran­
des empresarios se incrementaba. A través de 105 bancos en muy pocos mas salie­
ron del país gran cantidad de dólares.39 

La respuesta que clieron a la crisis 105 principales grupos económicos del 
país, generó la especulación y una impresionante fuga de capitales, 105 cuales 
implicaron una competencia productiva. 

38. Concheiro Bórquel. Elvira. El Gran Acuerrlo. Gobierno J'empresan'()$ en la nwdenú=ación Salinisla. pp. 
28-29. 

39. Se llegó a calcular hasta en más de 50 000 millones la cWltidad de capitales exportados hasta 1982. 
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CUADRO 1 

BANCOS MANEJADOS POR IMPORTANTES GRUPOS EN 
LOS AÑOS OCHENTA 

Señín 
Banpaís 
Comermex 
Cremi 

Visa 
Vítro 
Chihuahua 
Peñoles 

BANCOS VINCULADOS 

Banco del Atlántico 
Bancomer 
Banamex 

ICA 
Frisco 
Condumex, 
Celanese Mexicana, 
Industrias Nacobre, 
entre otras. 

Fuente: Concheiro Bórquez. Elvira. El Gran Acuerdo. Gobierno y empresarios en la modernizaci6n 
salinista, p. 29. 

El 1 de diciembre de 1982, la respuesta gubernamental fue tajante, con la 
nacionalización de la banca y la imposición del control generalizado de cambios, 
que de alguna manera buscaba frenar la crisis, pero tal medida afectó de manera 
temporal la propiedad de 105 grandes empresarios financieros del país. 

Tal medida pretendía revertir el proceso monopolizador de la econouúa, 
haciendo que el desarrollo de la industria se ordenara en función de 105 intereses 
nacionales y no solamente empresariales: que la relación de precios entre los 
productos agropecuarios y los industriales se reviniera en favor de los primeros y 
que el crecimiento del mercado interno volviera a tener prioridad. Sin embargo, 
estas pretensiones sólo fueron eso. 
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Es precisamente aquí, con la afectación de los intereses del gran capital por 
parte del gobierno, cuando se reafirrna la gran incenidumbre v desconfianza del 
sector empresarial y se comienza una nueva ofensiva en contra del Estado. Entre 
septiembre y diciembre de 1982. diversos organismos empresariales como el 
Consejo Coordinador Empresarial (CCE), la Confederación Patronal de la Re· 
pública Mexicana (COP.>\RMEX) y algunas secciones de la Confederación de 
Cámaras Nacionales de Comercio (CONCAi'iACO). organizaron una campaña 
dirigida a "concientizar" a la opinión pública sobre la ~socialización" del país, 
bajo el título México en la libertad. donde se criticaba al sistema político mexi· 
cano y al sistema electoral. La difusión de la campaña se llevó a cabo a través de 
publicidad alusiva en la televisión y en la prensa nacional. tú 

Los grandes empresarios ya habían mostrado su poder y su capacidad para 
desprestigiar al gobierno y colapsar la econollÚa. Tras la nacionalización de la 
banca, la mayoría de los empresarios optó por la negociación individual y secre· 
ta con el nuevo gobierno de Miguel de la Madrid, lo cual pennitió la paulatina 
recomposición del su poder económico que inicialmente había sido afectado por 
el gobierno, al tiempo que se consolidaba un acuerdo gubernamental en función 
a una política económica más abiena y acorde a sus intereses. 

En los primeros años del nuevo gobierno, varios capitalistas finanóeros 
pudieron recuperar todas las acciones de empresas no bancarias que la banca 
había tenido bajo su control y una tercera parte de las acciones bancarias, ade­

más de una retribución por la propiedad expropiada. 
La pérdida de la banca no significó para los grandes grupos un fuene pro­

blema. ya que fue sustituida inmediatamente por un sistema financiero paralelo 
apuntalado por el propio gobierno: así se autoriza la apenura de casas de bolsa 
y la colocación de valores gubernamentales a través de ellas. 

Algunos antiguos banqueros, que ya contaban con una propiedad de casas 
de bolsa, pasaron a formar parte de los nuevos grupos fmancieros, por ejemplo: 

Agus1:Ú1 F. Legorreta. exclirector de Banamex. encabezó r:1 gl1lpo Inverlat. que además de 
la casa de bolsa del mismo nombrecontn,laha St-gurosArnérica.laArrendadf)ra lnverlat. 
lUla empresa de factoraje, la Casa dr Cambio Fomento de Divisas y una ComercializaJora. 

iO. Ruiz Ocampo. Humberto. La Concanaco en" .)"",(UD de Miguel de la .Ifodnd (19\2-1958). p. 81. 
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Alberto Bailleres. expropietario de Cremi, manulvo la casa de bolsa que Ueva la denomi­
nación del hanco, además mantuvo el control ue Seguros La Provincial y la Compaiúa 
de Seguros La Nacional, una casa de cambio y dos afianzadoras: CompaIiía \'Iexicana 
de Garantías y Crédito Afianzador. Carlos Abedrop Dávila, expresidente del Banco del 
Atlántico, conso~dó su casa de bolsa Funsa, la AfianzauoraAmericana de rmanzas 'j Segu­
ros Olmeca. Los dueños hasta 1982 de Banca Confía. 105 Aarón Sáenz y Vega lñiguez. 
mannlvieron SegurosAdas. Arrendadora Arlas y FmanzasAdas. Lo; Garza Sada, antiguos 
dueño; de Serfín y Banpaís, aparecieron en varias casas de bolsa. pero al frente deArka y de 
Vamsa (Valores ~1onterrey): que si bien no tenía casa de holsa. controlaban lUla afIaIlzadora, 
una aseguradora, una arrendadora, una almacenadora y una empresa de ractoraje.'tI 

Ante la gran inflación, la inestabilidad del peso frente al dólar, aunado a la 
enorme deuda privada con el exterior, surge el Fideicomiso para la Cobertura de 
Riesgos Cambiarios (Ficorca). Dicho fideicomiso, atendió especialmente a las 
grandes empresas con capacidad de liquidez, que entregaban su dinero en peso 
trasladando el riesgo devaluatorio al Estado. 

Ficorca significó para las grandes empresas que recurrieron a un enorme en­
deudamiento con el exterior y para sus proyectos expansivos de principio de la 
década de los ochenta, un enorme subsidio cambiario que utilizaron en la carrera 
especulativa desatada a mediados de los ochenta en la Bolsa Mexicana de Valores. 

Primero las casas de bolsa y posteriormente los grupos financieros organiza­
dos a partir de aquéllas, conformaron desde sus origenes y de acuerdo con lo que 
ya venía siendo el capital fmanciero a través de los bancos comerciales, un 
oligopolio controlado por un número reducido de fan¡iJias financieras. Los anti­
guos dueños de bancos constinúan un selecto núcleo de financieros, así como 
también algunos más formados en la propia actividad bursátil, la cual, hasta 
fines de la década de los setenta, carecía de relevancia. 

La promulgación de la Ley del Mercado de Valores en el año de 1975, y las 
medidas fiscales y financieras adoptadas por el gobierno de José López Portillo y, 
principalmente, después de la nacionalización bancaria, con la gran emisión 
gubernamental de valores, así como otros mecanismos de apoyo financiero que 
impulsó Miguel de la Madrid, el mercado de valores en México empezó a fortale­
cerse, a tal grado que incluso se le llegó a considerar una banca paralela. 

41. Concheiro Bórquez. Elvira. El Gran Acuenio. GobiefTW y empresanOs en la modemi:.aci6n SaJinUla. p, 
31. 
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Entre 1986-87 la Bolsa Mexicana de Valores se vio envuelta en un nuevo 
boom especulativo. En este periodo las casas de bolsa invitaban a todo ahorra­
dor a invertir en la actividad especulativa, sin importar la suma de su dinero, 
propiciando una súbita inflación de precios bursátiles. 

En Octubre de 1987 se dio el crack de la bolsa, que en realidad constituyó 
una estrategia que favoreció a un puñado de individuos que, a veces violando la 
legislación contaban con infonnación privilegiada, lo cual les permitió realizar 
su inmensa ganancia financiera a expensas del pequeño o mediano ahorrador 
quien sí se vio perjudicado. De esta manera, en unos cuantos días sagaces finan­
cieros salieron de la bolsa, con nuevos y cuantiosos capitales. 

Los bolsistas como nuevo grupo de empresarios nacen precisamente de la 
banca paralela, que tema la capacidad de manipulación del mercado, a la par que 
podía adquirir el control de empresas en crisis o quebradas, a precios muy bajos. 

Los bolsistas teman como trabajo colocar dinero ajeno en actividades bursá­
tiles' de lo que obteman grandes porcentajes por el manejo de las carteras. A 
partir de aquí, el dinero procedente de las comisiones se reinvertía en actividades 
especulativas y en la adquisición de paquetes de acciones baratas. 

Los bolsistas pasaron de las actividades bursátiles a las directivas de las 
empresas adquiridas y más adelante a la confonnación o bien fortalecimiento de 
grupos financieros con gran capacidad de captación de capitales. 

Entre los más importantes bolsistas destacan: Carlos Slim Helú y Juan An­
tonio Pérez Simón, de Carso-lnbursa; Roberto Hernández y Alfredo Harp Helú, 
de Accival: José Madariaga Lomelí, de Probursa; Manuel SomozaAlonso y Eduar­
do Creel, de Inverméxico: Agustín F Legorreta, de Inverlat; Eduardo Legorreta, 
de OBSA y Carlos Abedrop Dávila, de Fimsa. 

Algunos bolsistas habían estado al frente de instituciones bancarias expro­
piadas en 1982. Sin embargo, la mayor parte surgió de actividades empresaria­
les menores; una parte importante de éstos adquirió el control de empresas del 
Estado a través de operaciones de ingenieria financiera, tales como las de Mexi­
cana de Aviación y Teléfonos de México, así como de bancos privatizados. 

El proceso de reprivatización bancaria sin duda favoreció a los grupos fi­
nancieros ya existentes y a algunos otros en proceso de fonnación, pero también 
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le otorgó ventaja a los bolsistas y a varios \~ejos financieros que también habían 
participado en el desarrollo del nuevo mercado bursátil. 

Desde la nacionalización bancaria hasta las medidas adoptadas por el go­
bierno salinista en la aplicación rigurosa del modelo neoliberal;2 se desarrolla­
ron varios procesos que dan como resultado la rearticulación de los capitalistas 
mexicanos. Por un lado, se produce una concentración y centralización del capi­
tal y la producción, donde un selecto número de poderosas empresas industriales 
y comerciales confonnan fuertes grupos financieros, dominando monopólicamente 
ramas de la economía del país, como por ejemplo el Grupo Carso-Inbursa, de 
Carlos Slim, que es resultado de los buenos negocios que supieron hacer durante 
la crisis y las grandes concesiones gubernamentales. 

La crisis económica de la década de los ochenta en realidad resultó un buen 
negocio para unos cuantos empresarios. La economía nacional se empezó ha 
centralizar mucho más que en los años setenta en virtud de una tendencia in­
trinseca al modelo económico seguido y por la quiebra de un buen número de 
empresas pequeñas y medianas, una descontrolada carrera de precios, emprésti­
tos gubernamentales destinados a salvar a algunos de los más grandes grupos 
económicos del país, e impulso a la actividad fmanciera especulativa. 

Después de 1982, la devaluación de la moneda implicó que varios grupos 
industriales se vieran obligados a reestructurarse, e incluso vender empresas fi­
liales y suspender proyectos de inversión. Las fusiones se convirtieron en un ins­
trumento muy socorrido para enfrentar las adversidades económicas. Sin em­
bargo, los reajustes, las posibilidades de crecimiento, el aprovechamiento de opor­

tunidades para adquirir empresas en quiebra o con serias dificultades, entre otras 
cosas, creó las condiciones para el desarrollo que a mediados de los setenta ape­
nas comenzaba: la creación y consolidación de un pequeño número de poderosos 
grupos que hoy por hoy concentran la mayor parte de la actividad industrial, 
comercial y de intennediación financiera. 

Aunque desde fInales de los años sesenta ellcontramos algunos importantes grupos 
monopóticos, gran parte de los grupos económicos huy ronsutuidos surgieron en plena 
crisis económica en la década de los ochenta y otros adquirieron en esos tiempos nuevas 

i2. Privatización y apertura económica principahnenle. 
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fonnas corporativas. Entre ellos destaca el Grupo Carso·lnhursa, que prrsidt' Carlos 
Slim; Grupo Sidek. de Jorge ylartínez Ciiitrón: Grupo Sinkro, que controlan Cresccncio 
Ballesteros, Claudio X. González, Agustín F Legorreta y Antonio Ruiz Calindo; Gmf)() 
Cifra, de Jerónimo Arango: Corporación Sanluis, de Antonio Madero Bracho, \liguel 
Alemán Velasco y Crecencio Ballesteros: Grupo Canlt'5a, de Agustín F. Legorreta y 
Pmdencio López: Cmpo Privado \lexicano (Prime). de Antonio del Valle Ruiz. y Cmp" 
Diablos. de Juan Sánchez ;\'avarro. Sólo algunos importantes. como Dese. Induslrias 
Peñoles. Gmpo Imlustrial Saltillo y los cuatro consorcios regiomontanos de la ramilia 
Garza Sada (Visa, \~tro, Alfa y Cydsa) , {'litre los principales, operan desde mediados de los 
aflos setenta como gmpos corporativos a través de sus compailÍ3s tenedoras de aecio· 
nes.-IJ 

La centralización que significaron las empresas tenedoras de acciones se 
hizo aún más compleja, ya que empezaron a aparecer holdings que poseen hol­
dings. oH El manejo familiar, que todavía en los setenta y buena parte de los 
ochenta caracterizaba a un número imponante de grandes grupos, quedó defi­
nitivamente en la historia. Ahora, el manejo corporativo y su cotización en la 
Bolsa de Valores es el denominador común de todos ellos. 

La consolidación y el reagrupamiento de las corporaciones económicas en 
los últimos años, ha desarrollado un proceso de centralización, dejando a las 
empresas aisladas sin la posibilidad de competir, y ha generado una mayor con­
centración del capital en un número reducido de grupos. 

En lll18 muestra elaborada en 199-i por la revista Expansión, de los 91 grupos principales 
del país tan solo los diez primeros concentraron el 55% de las ventas, el 56 % de lo!! 
recursos y el48 % del empleo duranle I \I9:l. Esl05 diez grupos son: Vitro, Carso, Cemex, 
Alfa l \1sa, leo\, Televisa, Aerovías de ~léxico, Dese "! Empresas La Moderna.-\5 

La concentración del capital se expresa también de manera individual. Lnos 
pocos capitalistas, quienes controlan a los grupos económicos principales, po-

-+3. Conchelro Bórquel. Elvira. El Gran Acuerdo. Gobú'rrw yemprrsano.s en la nwdenu"=-acú5n Sa/inistn, pp. 
:J.¡·:J5. 

·H. El holding de acuerdo con la Ley Bancaria ck 19;~3. generalmenle se aplica a cualquier organizllción 
que posee o comrola cualqu.ier bWlCO por la posesión de acciones ti olro medio que le pemlita elegir Wla 
mayoría de los directores del banco. 

-+5. Concheiro Bórquez. E¡vira. El Gran Acuerdo. Gobierrw y empresan'os en la modenu·:.ación Sa/iniSla. 
p.35. 
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seen fortunas familiares inmensas. Como veremos más adelante, los paquetes de 
control de los 18 bancos comerciales reprivatizados están en manos de 274 per­
sonas. De acuerdo con la revista estadounidense Forbes, 24 mexicanos se en­
cuentran entre las 358 personas más ricas del mundo: en el número 12 de la lista 
de personas pluripersonales aparece Carlos Slim (Carso-Inhursa), con 6 600 
millones de dólares, pero es ubicado como el cuarto lugar en fortunas indi\idua­
les: Emilio Azcártaga (Televisa) figura en el número 2'i, con 5 400 millones; la 
familia Zambrano (Cemex) con 3 100 millones; Alejo Peralta (Il'SA), por vez 
primera en esta clasificación, con 2 500 millones; a Jerónimo Arango (Cifra) se le 
asigna una fortuna de 2 200 millones; Alfonso Romo (La Moderna), 2 200; 
Alberto Bailleres (Peñoles), 1 900: Pablo Aramburu Zavala, 1 600; la familia 
González Nova (Comercial :Vlexicana), 1 500: la familia Molina (Gemex), 1 
'lOO; Adrián Sada González (Vitrol, 1 300: Angel Lazada Gómez (Grupo Gigan­
te),l 300: la fanlllia Salinas Pliego (Elektra y 1V Azteca), Bernardo Garza Sada 
(Alfa), Lorenzo y Roberto Servitje Sendra (Bimbo), 1 200 cada uno: Roberto 
González Barrera (Maseca), Jorge Lartea (Minera México) y Eugenio Garza 
Lagiiera (Visa-Bancomer), con 1 100 cada uno; Antonio y Moisés Cosío Armo 
(Carso-Inbursa), la familia Martínez Güitrón (Sidek), Roberto Hernández 
(Accival-Banamex), Alfredo Harp Helú (Acival-Banamex); familia Franco (Infra) 
y Da~d y Adriana Peñaloza (Tribasa), con alrededor de 1 000 millones de dóla­
res cada uno. i6 

A partir de la crisis los grupos económicos también se han caracterizado por 
la asociación con el capital extranjero. Incluso a finales de los ochenta predomi­
naban en el país grupos de capital social mexicano, aunque con grandes créditos 
del exterior. Sin embargo, el fenómeno se revierte y se inicia un periodo de aso­
ciación empresarial con los capitales extranjeros, por lo regular estadounidenses. 

Entre 1989 y 1990, en los 1O'i grupos más importantes, el capital extran­
jero directo pasó de 4 al 11 %; donde en 'i5 grupos estaba presente el capital 
transnacional y de eUos en sólo cuatro casos se reportaba capital exclusivamente 
extranjero; en siete casos la inversión foránea era superior al 50%, Y en los 34 
casos restantes menor que la mitad del capital social. 

-16. Ibidem. pp. 35-36. 
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Las llamadas alianzas estratégicas se empiezan a desarrollar bajo el argu­
mento que varias empresas no pueden alcanzar por sí solas los recursos financie­
ros y humanos necesarios. 

Las alianzas estratégicas se empiezan a desarrollar en prácticamente todas 
las ramas económicas a través de la participación accionaria, transferencia tec­
nológica, creación de nuevas empresas o redistribución de nichos de mercado . 

... En febrero de 1994 se informó que. con motivo de la entrada en vigor de! TLC se 
prf"s~lltaron 1 ;)00 proyectos de coinversión y alianzas estratégicas. Los gmpos y / o 

emprf'S3s que más destacan en este proceso son: \~lro, que se asoció con Corning Glass; 
Famsa con la Philip \Iorris y con la canadiense Jolm Lahbat: Protexa con Pepsi. Burlington 
~orthern Railroad, ~onhern Telecom y Circle K, entre otras; GIOS con la ATI Y Cisco 
Systems; 1\-1&\ con Durex; Condurnex con Sealed Power, Pakard Electric y Maremont; 
Cifra con Wal-Mart Stores y Sam ~ 5: Comercial ~'1exicana con Price Club; Liverp::xll con 
K-mart. JC Penney y DillarJ "s. y Gigante con Fleming, Tandy y la francesa CarrefoUI. ti 

En realidad varios grupos son los que se encuentran dirigidos por las mis­
mas personas, pero no todos tienen la significación de ser corporaciones financie­
ras. Estas últimas controlan empresas industriales, comerciales y de servicios y, 
al mismo tiempo, con instrumentos de captación de capital dinero. 

Ahora los grupos financieros adquieren la capacidad de liderazgo en las 
múltiples funciones específicas del capital, originando una oligarquía financiera 
cuya función fundamental es centralizar el mando de los procesos económicos. 

En suma, podemos decir que La nacionalización de la banca, y su posterior 
reprivatización en 1991-1992, el desarrollo de la banca paralela durante este 
periodo, así como los mecanismos de la formación del capital financiero, se ori­
ginaron a través del uso de enormes fortunas personales en la adquisición de 
bancos y empresas no bancarias y dichas fortunas se derivaron de la enorme 
liquidez de la economía y de la gran especulación. Los bolsistas y varios viejos 
empresarios financieros lograron aglutinar a una gran cantidad de socios que, 
sin embargo, carecen de capacidad directiva en los grupos, dando paso al desa­
ITollo de una poderosa oligarquía financiera. 

-17. Ibidem, p. 37. 
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Ahora bien, el proyecto empresarial estructurado por su discurso y deman­
das específicas hacia el Estado, en el contexto de las políticas neoliberales em­
prendidas por el gobierno de Miguel de la Madrid, dio pauta para que el sector 
empresarial emprendiera una nueva ofensiva, surgiendo así, nuevas formas de 
negociación, las cuales derivaron en tilla creciente participación del sector priva­
do en el ámbito estatal, logrando obtener vigencia de condiciones sociales, jurí­
dicas' cívicas, políticas y económicas, que le permitieron ma'<imizar el desarrollo 
de sus actividades con un amplio margen de ganancias. 

El proyecto empresarial se propone modificar las formas de relación entre el 
Estado y la sociedad, con la finalidad de alcanzar un lugar privilegiado e incluso 
escalar posiciones importantes en la estructura del podP" oolítico. 

Las demandas más importantes de la iniciativa pnvada y que por cierto, 
tuvieron respuesta por parte de las nuevas políticas del gobierno, las podemos 
clasificar en tres contextos: económico, político y social, los cuales analizaremos 
a lo largo del presente trabajo. 

2.2. La Concanaco y su propuesta modernizadora 

Para la Concanaco el Estado moderno debe enfrentar un proceso de transforma­
ción como resultado de la evaluación continua del Estado liberal. Ante este pro­
ceso, la Concanaco se manifiesta por trabajar también en una estrategia de 
redefinición que fomente la verdadera solidaridad, que funja como base princi­
pal a la formación de cuerpos intermedios y unidades gremiales, cuyos fines y 
metas sean específicos, que impliquen resultados definidos por una parte y, por 
la otra, que se dé una aceptación de manera autónoma. 

Se pronuncia por trabajar en un programa, cuya meta sea el acercamiento 
sin inflación duradera, mediante una salud financiera de la economía V una 
modernización sostenida en las estructuras productivas. 

La Confederación reconoce la imposibilidad de retrasar el crecimiento del 
país. Por tanto, el esfuerzo por realizar debe dirigirse hoy por hoy a poner en 
práctica fórmulas dotadas de imaginación, que coadyuven a proporcionar una 
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reducción de la deuda y su servicio. lo cual sin duda exige por parte de los bancos 
acreedores una corresponsabilidad. De igual forma se demanda que el gobierno 
de México reduzca cambios en la regulación contable, tanto fiscal como banca­
ria' y facilite las garantías que requieran. 

En el aspecto interno, la Confederación establece que debe contarse con 
una estrategia firme y definida. En el marco del Pacto para la Estabilidad y el 
Crecimiento Económico es necesario fincar una esmerada atención encaminada 
al saneamiento de las finanzas públicas, apertura comercial y desincorporación 
de empresas no estratégicas, descentralizando las decisiones económicas. de tal 
suerte que la transición económica dependa básicamente del abatimiento de la 
inflación. 

2.2.1. Nuevas formas de convivencia social 

Los cambios a los que se enfrenta el mundo actual son el resultado de una rebe­
lión de la sociedad que, no obstante, se considerará fácilmente manipulable y 
dominable a través de medios coercitivos, o bien, mediante estrategias generali­
zadas de manipulación. Sin embargo. la Concanaco considera que es posible 
llevar al cabo una nueva forma de convivencia social basada en una democra­
cia participativa. 

Según García Suárez, expresidente de la Concanaco, la democracia 
participativa parte de una difusión más amplia del conocimiento como elemen­
to cultural y como hecho informativo, dotando, de esta forma, a las personas de 
un juicio y capacidad de discernimiento, elementos que en el pasado no se pu­
dieron dar, dado el analfabetismo y limitación cultural en que se vivía, debido a 
la proporción en que era repartida y concesionada sólo a determinados grupos 
sociales. 

Es a través de esta característica como es posible hablar de la llamada de­
mOctacia participativa, distinguiéndola así de aquella democracia que sólo hace 
referencia al número como elemento definitorio, de tal suerte que todo se encie­
rra en un aspecto meramente cuantitativo, el cual se vive en el instante electoral 
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en donde se elige a quienes se delegan todas las responsabilidades de la conduc­
ción de la sociedad. En cuanto a la democracia participativa, todos los hombres 
juegan un papel de importancia bien definida, estO es, en tareas permanentes v 
corresponsabilidades aswrudas con verdadera conciencia, orientadas hacia una 
coordinación con los demás. 

La democracia participativa presupone la existencia de la autoridad del 
Estado, puesto que resulta ser el elemento unificador y a la vez conduce las 
aportaciones grupales o particulares con el fin de una realización plena del bien 
común. Pero resulta importante hacer aquí una distinción de sus elementos y 
funciones con el firme propósito de ubicar a éste en su exacta dimensión y con 
sus respectivos límites_ los cuales se derivan de su propia naturaleza y por el tipo 
de relación que establece con la sociedad. 

Por tanto, para el sector empresarial el gobierno no se puede ver ni juzgar a 
través del criterio conformista del neoliberalismo, que lo aprecia como un mal 
necesario para subsistir. El gobierno debe ser parte integrante de la vida social y 
su presencia resulta indispensable para lograr un sano equilibrio y un ejercicio 
constante de subsidiariedad, inmersa dentro de un módulo complejo que está en 
constante proceso de transformación: es por esto que no puede ser como un 
módulo acabado, simplemente autoridad o administración. 

2_3. La Concanaco y su ideología: capitalismo popular 

Entre los factores que desataron la actual crisis se encuentra, en primer plano, el 
aspecto económico. Pasada la Segunda Guerra Mundial, se presentó un proceso 
acelerado de desarrollo tecnológico-científico, aunado al crecimiento de las eco­
nomías y a la rápida recuperación de países protagonistas del conflicto bélico. 

De igual forma, casi de manera generalizada, surgió una tendencia que te­
ma una firme convicción de que la intervención directa del Estado en la econo­
mía sigrtificaba una fórmula efectiva para garantizar un rápido crecimiento y 
una distribución justa de la riqueza. Esta mentalidad sin duda llevó a los orga­
nismos multinacionales a financiar el desarrollo a través del crédito de los go-

48 



biernos, los cuales aparecían como plenos gestores del desarrollo, y de esta forma 
ejercían un control sobre los procesos económicos internacionales. 

La Concanaco se ha pronunciado por una estrategia llamada capitalismo 
popular, que no es otra cosa que lma versión de la econonúa de mercado que 
presupone una responsabilidad social, cuyas acciones son dirigidas desde la em­
presa."'" 

De acuerdo con la doctrina social cristiana rescatada por Concanaco, 
para consolidar el capitalismo popular es necesario recordar que la econonúa 
debe ser entendida como expresión de la vida social, y no escapa a los principios 
de subsidiariedad, solidaridad, justicia y totalidad, dado que es desde aquí don­
de se demuestra un desarrollo más pleno, más participativo, y donde la acción 
productiva puede surgir de todos y para todos. 

La participación económica no se debe limitar sólo a la generación de ri­
queza sino que, además debe procurar el goce equitativo. 

El capitalismo popular concibe a la empresa como una unidad social, es 
decir, la porción de personas que unifican sus intereses y aportan lo que les co­
rresponde de acuerdo a su naturaleza, así como trabajo, ahorro, dirección de 
ideas, etc. de tal forma que esto se manifieste en el mercado. 

Esto nos lleva a la conclusión de que una cosa son los medios de producción 
inertes y otra la empresa como tal, puesto que por un lado, uno es el propietario 
de los medios de producción y otros, como él, hacen la empresa. 

La solidaridad que se genera en esta microsociedad, al reunir todas y cada 
una de las anteriores características, se encamina hacia el bien común. Sin em­
bargo, esto no se da de manera casual o deliberada. por una casualidad de mer­
cado. Es posible también que una empresa brinde satisfacción a las necesidades 
en forma excelente, pero que dentro de su organización no cuente con los medios 
necesarios para dar satisfacción a sus propias necesidades, originando, entre otros 
factores que el valor del trabajo se tase de acuerdo a las condiciones propias del 
mercado, tomando en cuenta al trabajo y a quienes lo realizan sujetos a las leyes 
de la oferta y la demanda. 

-+8. Carcía Suárez. Eduardo. CapitaLi.snw popular. La nueva opción. 
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Existe también otra condicionante que toma el carácter de definitiva, que 
hace alusión al entorno económico determinado por las poüticas gubernamenta­
les que recaen sobre este aspecto y lo llevan a cabo a través de las condiciones que 
rigen al mundo económico, obstruyendo o bien facilitando el desarrollo de la 
empresa. De aquí se infiere que las necesidades no únicanlente son de tipo mate­
rial sino que el hombre, como tal, necesita de otras condiciones para subsistir y 
por tanto, no se conforma con ser utilizado: de allÍ que se valore a sí mismo v 
considere que el ideal de participación social se ejecute en la empresa misma 
donde invierte parte de su tiempo. 

Así el mundo laboral debe poseer una organización, ya que el trabajador 
forma parte de la empresa, de tal forma que viva y entienda sus consecuencias. 
Esto no quiere decir que introducir a un trabajador en los conceptos de adminis­
tración de las empresas y dotarlo de un derecho signifique necesariamente la 
administración, sino más bien, un elemento más para la consecución de un fin 
específico: de aquí se desprende un sistema bien aplicado que conlleva a un 
principio de democratización sin demagogia, lo cual requiere de un gran esfuer­
zo por parte de las empresas. 

La propuesta de capitalismo popular parte de que el origen del capital es el 
trabajo, de modo que quien invierte trabajo, invierte la causa principal del capi­
tal mismo. Por esto, es necesario desarrollar un mecanismo que impida la 
estatización de los salarios, puesto que la falta de estos mecanismos origina el 
estancamiento de las empresas. 

Dentro de la gama de derechos que conciernen al hombre se encuentra la 
libre iniciativa, pues i cuántas veces se menosprecia a la pequeña y mediana 
industria, poniéndoles mil obstáculos! La misma soberbia se presenta en las 
transnacionales, ya que las sitúa en el nivel de la "megaeconomía", puesto que 
la misma "macroeconomía" se les hace pequeña. 

Sin embargo, la Concanaco considera que concierne a los gobiernos contro­
lar la macroeconomía, contra la cual aparentemente no existe arma alguna para 
los particulares. 

Aún en estas circunstancias, dadas las situaciones dentro de las empresas que 
sin duda son necesarias, es indispensable evitar concentraciones de propiedad, porque 
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el derecho de poseerla es de todos. ya que la acumulación de capital no debe ser 
sinónimo de acaparamiento: por esta razón, el reto es difundir la propiedad de los 
grandes consorcios a fin de evitar el abuso y la generación del poder. 

La difusión de la propiedad de estas empresas debe hacerse a través del 
mercado de valores. va que éste se encargará de distribuir los capitales y canali­
zar ahorros de quienes no pueden ser empresarios. 

Lo cierto es que el sentido de propiedad a través de las acciones vendidas en 
la bolsa de valores se ha perdido. ya que se encuentran disociadas de lo que 
realmente representan: las acciones que juegan en la bolsa se encuentran en 
meros papeles que se someten indefectiblemente a la ley de la especulación que 
lleva lógicamente a que muchas veces no exista relación entre capacidad de pro­
ducción, rentahilidad y distribución equitativa de los bienes. 

Difundir la propiedad, socializarla fundamenta su razón de ser -según este 
sector empresarial-, siempre y cuando mantenga la vinculación subjetiva entre 
poseedor y lo poseído, en la medida en que se adquieran derechos, así como las 
obligaciones inherentes a la posesión. Esto sena lo ideal, pero desgraciadamente 
la especulación fmanciera que se interesa más por el dinero que por la produc­
ción, ha desvirtuado el valor de ser poseedor de parte de la propiedad de una 
empresa. sin tomar en cuenta ni ramo ni tamaño. 

De lo anterior se desprende que para poder llevar a caho la difusión de la 
propiedad, es necesario que los tenedores de las acciones adquieran una relación 
directa con lo que poseen. De a1ú que los trabajadores sean los candidatos idea­
les, ya que independientemente de su remuneración por la productividad, tie­
nen la aspiración del reparto de las utilidades de la empresa. 

Esto tendrá lugar en la medida en que se busquen estrategias prácticas que 
permitan que los poseedores influyan en las decisiones de la empresa, porque se 
está dando el fenómeno de que unos son poseedores y otros los gestores de la 
misma, dado que por hoy el concepto de empresario no necesariamente está 
ligado al de capitalista o propietario, sino que puede ser taniliién quien tiene 
capacidad de decisión sin ser necesariamente dueño de la empresa. 

Al respecto, Alejandra Salas-Porras señala que quienes apoyan el enfoque 
correspondiente a la sociedad industrial aseguran que existe una separación cada 
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vez mayor entre propiedad y control, lo cual conduce a la formación de dos 
grupos de interés diferentes: administradores y propietarios. Y como consecuen­
cia' el poder tiende a diferenciarse y dispersarse <" 

He aquí el reto del accionista, que sin duda es un modelo ideal para fomen­
tar el desarrollo de esquemas de pri\'atización con apertura de nuevas oponuni­
dades para todas las personas, evitando la alta concentración de la riqueza en 
peIjuicio de otro sector de la población. 

Esta diversificación se toma cada vez más necesaria. sobre todo en el ramo 
de mercado productivo, dado que éste requiere del intercambio de bienes v ser­
vicios, cosa imposible sin los asalariados. 

Sin lugar a dudas, en la etapa actual de globalización de la economía a 
nivel mundial, las directrices de las empresas nacionales demandan una ma­
yor capacitación y acceso a las técnicas modernas de allministración y tecnolo­
gías que les permitan competir con otras nacionales, y también con las 
transnacionales. 

Esta nueva etapa reclanla su respuesta encausándola hacia una nueva em­
presa, pero el perfil no valÍa en lo fundamental, al ser propio de la empresa: esto 
es, exige para sí y para todos una fidelidad a su naturaleza para, con este fin, 
erradicar las deformaciones originadas en el pasado, que han sido las culpables 
del desprestigio y minÍnlización de su inlagen. Todo esto fija su base principal en 
la crisis de valores: el trastocarniento de valores internos, culpable de la desvia­
ción de la función social. 

De acuerdo con Carda Suárez, en México el empresariado ha puesto en 
práctica un fuene sentido del hwnanismo y corresponsabilidad en el firme pro­
pósito de que a panir del quehacer mismo de la empresa, aunado al inflttio de 
los cuerpos intermedios, se logre a cono plazo una "economía social de merca­
do", que de ninguna manera tiene que ver con el neoliberalismo y mucho menos 
con la socialdemocracia. 

49. Salas· Porras. Alejandra. "Estructuras. agentes y ,onsrt'laciones corporativas en México durantt' la 
década de los noventa .. en: Revista Mé.ricana de Sociología.AJ'Io UX / \'0. 4. \léxico. C:'\A.\I-I1S. 1997. 
pp ... 7-.. 8. 
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Para Concanaco, la economía social de mercado hoy tiene una 
fundamentación ética fincada en la doctrina social cristiana, lo cual demuestra 
que el hombre es el principio y el fin de la econol1Úa y, por tanto, él mismo 
significa el parámetro de los actos productivos y la eficacia de la distribución de 
bienes y servicios; entonces es la econol1Úa la expresión de los actos del hombre. 

Aquí nos enfrentamos a un grave problema ante la globaJización de la eco­
nOl1Úa, y es que ésta no solo ha servido para la internacionaJización de los bienes 
del desarrollo, sino todo lo contrario. La Confederación considera que se ha agra­
vado la situación, y que este fenómeno ha derivado en la pérdida de la perspec­
tiva, puesto que se ha hecho del lucro la razón de ser de la econol1Úa y no obstan­
te, ha surgido en su apoyo un afán de poder que utiliza los mismos instrumentos 
para oprimir al propio hombre. De aquí deducen el porqué llegan a la conver­
gencia neocapitalismo y socialismo, y desgraciadamente encuentran en la técni­
ca un instrumento de dominio, un eslabón que los une. 

ena de las primeras soluciones que propone Concanaco ante el problema 
anterior es el de la planificación que a nivel microeconómico da buenos resulta­
dos en la gestión empresarial como conductora en la econol1Úa. 

La propuesta considera que más que planificar la econOl1Úa, se debe plani­
ficar en la sociedad y por lo tanto, a los hombres. La planificación social que, sin 
dejar de tener instrumentos en la estructura económica, debe utilizar los instru­
mentos de la superestructura, generando de esta forma una revolución interna 
donde los dirigentes de ésta tengan el control de las conciencias. En este modelo 
el administrador y el empresario deben ser tomados en consideración por su 
competencia y eficacia, es decir, como un "gerente del Estado", para que de esta 
manera respondan a los intereses de la administración, a cambio de concesiones 
individuales, sin darse cuenta que están al servicio de otros intereses. 

Para Eduardo Carda Suárez nuestro país se encuentra dentro de la clasifi­
cación de "rezagados" porque se han mantenido firmes a la tradición humarústica 
. clásica y no se han sometido a las "tecnocracias públicas o privadas" caracterís­
ticas que han dado como resultado un rasgo económico pero no de axiología, 
porque definitivamente se requiere de un equilibrio entre los dos aspectos, ya 
que al atender sólo lo económico podríamos llegar a figurar dentro de los núcleos 
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económicos más altos, pero si descuidamos el axiológico se perdenan nuestras 
raíces, cuya cuantía resultaIÍa difícil de evaluar.5Q 

2.4. El Comercio Organizado: Problemas y Soluciones Posibles 

Es evidente que el proceso de modernización que enmarca el desmantelamiento 
del Estado social, haya dado como consecuencia, una serie de problemas que 
incluso afectan al propio sector empresarial en general, ejemplo de ello es la baja 
en el poder adquisitivo de los salarios. desempleo, el aumento del llamado sector 
informal de la economía v Wla crisis generalizada de los pequeños empresarios 
quienes demandan su salida de las Cámaras que los han oprimido. 

Desde nuestro punto de vista son dos las principales dificultades a las que se 
enfrentó la Confederación para con sus agremiados: 

* El problema de la representación 
* El problema del sector infoffilal 

El problema de la representación se presenta como un síntoma de los pe­
queños empresarios. bajo el argumento de que la Confederación no representa 
sus intereses y sí los del gran comercio nacional y transnacional, ejemplo de ello 
fue lo que sucedió en noviembre de 1991 : 

... siete dr las Cámaras :\'acionales de Comercio en Pequeño (Canacopes) anunciaron su 
decisión de abandonar la Concanaco. en "'lnud de que la actual dirigencia esta entregada 
a los amos del gran C'Omercio nacional y transnacional. .,.51 

Por el mismo motivo, la Asociación Mexicana de Hoteles y Moteles (AMHM) 
en la segunda reunión del Consejo Directivo Nacional demandó su inmediata 
salida de la Confederación a través de su dirigente César Raúl Ojeda. 

50. García Suárez. Eduardo. Capitalismo popular. La nueva 0pCl/m. 
51. La JorruukJ. 6 de noviembre de 1991. p. :25. 
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Los prestadores de servicios turísticos del país, plantearán modilícar la actual Ley de 
Cámaras para crear la nueva Confederación Nacional de Cámaras y Asociaciones Turís­
ticas. a fin de agruparse en un solo gremio)' unir esfuerzos en beneficio del sector turis­
mo. 52 

Otro problema sin duda derivado de la inconformidad de la pequeña y 
mechana industria, es precisamente la demanda de modificación a la Ley de 
Cámaras de Comercio y de las de Industria, en miras de reformar el punto sobre 
la afiliación obligatoria a las Cámaras y el pago de cuotas a éstas mismas. Al 
respecto la Confederación se manifestó por la no mochficación de la Ley bajo el 
argumento de que la obligatoriedad incrementa la representatividad y presencia 
de las organizaciones a nivel nacional; por otra parte el pago de cuotas a las 
Cámaras permite a los agremiados hacer uso de los beneficios y servicios que 
éstas prestan. 

En cuanto al sector informal de la econoITÚa, éste es clasificado dentro de la 
competencia desleal como los tianguis, mercados sobre ruedas y comercio ambu-
1ante' quienes para laloorar utilizan los impuestos de los contribuyentes, ya sea 
directa o indirectamente, y peIjuchcan al comercio estalolecido que tiene que 
pagar impuestos. 

Caloe mencionar que las políticas de corte neoliberal propuestas incluso por 
el propio sector empresarial, son las culpaloles de que este sector creciera en pri­
mera por el aumento del desempleo y en segunda por el estancamiento de los 
salarios. 

En un estucho realizado por la propia Concanaco en 1992, denominado 
Encausamiento del Comercio Infonnal ante el Tratado de Libre Comer­
cio, señala que los factores que promueven la proliferación de esta actividad son 
la existencia de grupos industriales que encuentran en el comercio informal un 
mecho para realizar la venta de sus productos, los cuales, en su mayoría, son de 
baja calidad y con marcas de imitación. Asimismo reconoce que la presencia de 
la econOITÚa informal y su crecimiento, se encuentran en la creciente perchda del 
poder adquisitivo, la regulación excesiva y complejidad de trámites oficiales, la 
escasez de recursos crechticios y su difícil acceso, la manipulación política y la 

52. El Fmanciero, 10 de ltmio de 1992, p. 26. 

55 



conupción, así como el awnento en las tasas de desempleo, la imagen de alta 
rentabilidad y los intereses particulares de "arios líderes y funcionarios públicos. 

Los intereses económicos y políticos de líderes, runcionanos y candidatos políticos -plr 
los beneficios que pueden obtener de la manipulación de este gremio--. son también 
causas del nurecimiento del ambulantaje. según la Concanaco.53 

Por otra parte, la Concanaco afirma que el crecimiento de la econonúa in­
formal es W1 freno a la modernización de la econonúa, por permanecer sectores 
atrasados al margen de! marco legal que rige a la actividad. 

Dentro de las alternativas que la Concanaco propone para disminuir el in­
cremento de esta actividad están: e! awnento de los programas de capacitación, 
financiamiento y desregulación: se requiere de campañas de imagen publicita­
rias e información para el consumidor, a través de las Cámaras de Comercio, de 
la Secretaria de Hacienda y Crédito Público y de Comercio y Fomento Indus­
trial; es también necesario fonalecer los convenios de coordinación fiscal, 
agilizando el flujo de recursos a estados y municipios: incrementar las penas por 
conupción; canalizar recursos de los programas de desarrollo para la creación de 
la infraestructura necesaria para el desarrollo comercial, entre otros aspectos. 

Coparmex y Concanaco en el docwnento Propuestas del sector privado, 
señalan la evidencia de otros problemas que aquejan a la actividad comercial: 

* Competencia desleal con empresas subsidiadas por e! Estado. 

* Obstáculos originados por la imposición excesiva de gravámenes. 

* Control de precios. 

La Competencia desleal es ilustrada con W1 sin fin de manifestaciones origi­
nadas por la intervención directa del Estado en la econonúa a través de subsidios 

53. Gutiérre2 Loyola. Ricardo. «La econollÚa inronnaJ. freno a la modernización del país: Concanaco» en: 
El EooflOmi4ta, 11 de junio de 199'2. 
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o bien de concesiones discriminatorias, ejemplo de ello son las tiendas 
CONASUPO, ISSSTE y DDF. 

Por lo que toca a las paraestatales, éstas justifican su subsistencia gracias a 
los subsidios por desventura para los contribuyentes, sobre quienes recaen ma­
yores cargas fiscales, y aún más sobre aquellos que son mantenidos en sectores 
cautivos. 

No obstante con este bloque que conforma la competencia desleal, también 
encontramos inmerso el otro sector del comercio privado, quien por su parte 
también se manifiesta a su manera; por ejemplo el comercio de mayoreo, el gran 
comercio en cadenas de tiendas, el comercio especializado, todos ellos con su 
denominador común: generar impuestos so pena de ser utilizados en su contra. 

De acuerdo con la Concanaco, en las tiendas Conasupo se cuenta con parti­
das presupuestales que son utilizadas para cubrir su déficit operacional. Aquí la 
competencia desleal tiene dos cauces: por un lado éstas se encuentran distribui­
das en zonas de clase media, con productos que nada tienen que ver con las 
necesidades primordiales de la población y por otro la regulación del mercado 
está apoyada en subsidios y no en los costos de comercialización y producción, 
por lo tanto, resulta ser arbitrario. 

A esto hay que agregarle las campañas publicitarias subsidiadas por el mis­
mo Estado, objetando con dolo y mala fe los precios, haciendo una comparación 
con los del sector privado, y lo peor del caso es que estas tiendas funcionan en 
contra de su propio objetivo, al permitir el paso a todas las personas. 

Entre las posibles soluciones que sugiere la Concanaco, está el que la econo­
mía tenga un enfoque de mercado en donde la libre competencia sea fundamen­
tal; por otra parte, que los subsidios se enfoquen directamente en beneficio del 
consumidor, ya que de esta forma llegarian verdaderamente a personas que están 
necesitadas, con un costo administrativo mucho más simple y económico, que 
cubrirla su función social sin deterioro y merma de la actividad comercial. 

En cuanto a la actividad de las tiendas Conasupo, debe restringirse a 
zonas verdaderamente marginadas y los mercados tianguis deberán ser atraí­
dos hacia el sector formal de la economía, mediante programas de apoyo e 
incorporaci6n. 
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Por lo que concierne al régimen fiscal, es necesario que se eliminen las leyes 
fiscales el twmúto de requisitos legales, en "base cero". 

La modernización del comercio organizado del país. requiere de un recono­
cimiento político, para así lograr una eficacia y reducción de costos de 
intennediación que coadyuven a una efectiva repartición proporcional. 

La Confederación considera atacar problemas e intereses comunes: para 
ello es necesario dotar a los pequeños, medianos y grandes comerciantes de téc­
nicas y méwdos más accesibles. Se trata de desarrollar programas que pennitan 
el aprovechanuento de la infraestructura existente en materia distributiva; por 
un lado, y por el otro, que todos tengan a su alcance los productos que deman­
den para subsistir. 

Para tal efecto la Concanaco puso en práctica tres esquemas que son: unio­
nes de compra, cadenas voluntarias y uniones de crédito, cuyo fin es romper el 
individualismo y fomentar la participación conjunta, confonne a una estructura 
libre, organizada y eficiente. 

2.4.1. Uniones de Compra 

Estas son agrupaciones de detallistas, que se unen con el fin de adquirir produc­
tos en cantidades suficientes, que les pennita obtener descuentos de escala y 
asegurar el abasto, operando como cliente importante a su proveedor. 

Entre las ventajas de estas uniones, tenemos: 

* Aseguran el abasto a través de adquisiciones directas con el proveedor. 
* A través de la centralización de compras, se incrementa el volumen de las 

nUsmas obteniendo precios más ventajosos, de tal fonna que amplía el margen 
de comercialización. 

* Al distribuirse los costos de transportación, beneficia a todos. 
* La modernización administrativa se da automáticamente a través de 

una estructura de costos económica, así como la racionalización de existen­
clas. 
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* Tiene acceso al crédito preferencial por ser una figura reconocida por el 
fideicomiso para el desarrollo del comercio y la Secretaría de Comercio y Fomen­

to Industrial. 
* Esta figura beneficia a los asociados por medio de las compras en común, 

especialmente productos de primera necesidad, y lo mejor de esto, es que como 
unión de compra tiene personalidad jurídica que lo constituye en sujeto de cré­
dito a tasas preferenciales. 

2.4.2. Cadenas Vobmtarias 

Son asociaciones libres entre uno o más mayoristas y un grupo seleccionado de 
detallistas, en el que los mayoristas se comprometen a vender a los detallistas a 
precios preferenciales, abastecerlos periódicamente y en cantidades adecuadas, 

proporcionar asesoría operacional, capacitación, publicación común y paquetes 
de promoción, entre otros servicios. 

En esta figura. los detallistas aseguran su abasto en líneas prioritarias te­
niendo la posibilidad de contratar plazos adecuados para el pago, así como efec­
tuar sus compras a precios de mayoreo y en las cantidades que crean convenien­
tes. Además de contar con capacitación que les será proporcionada por medio de 

una tienda escuela, que tendrá como fin orientar a mayoristas a efectuar un 
adecuado inventario y tendrá acceso a tres fuentes financieras que lo incluyen en 

las tasas preferencial es; éstas son: capital de trabajo, equipo de transportación y 
construcción de bodegas. 

Las cadenas voluntarias brindan asesoramiento técnico de capacitación, con 
objeto de beneficiar a los agrupados y por ende, al consumidor final. 

2.4.3. Uniones de crédito 

Estas se identifican por ser agrupaciones de comerciantes que aportan capital a 
una sociedad anónima bajo las reglas de la comisión bancaria, con el fin de tener 
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una fuente adicional de finarlciamiento a tasas más competitivas que las que 
rigen en el mercado. 

Estas uniones de crédito. facilitan el uso crediticio a sus socios v presentan 
su garantía conforme a las leyes: asimismo. pernuten a sus socios aplicar opera· 
ciones de descuento y préstamos reembolsables según las disposiciones legales. 
Este dinero se conserva en efectivo y no podrá usarse para fines que no sean 
inherentes a la actividad. También esta lUuón estará facultada para promover la 
venta de los productos obtenidos o elaborados por sus socios. 

Al fungir como un organismo autorizado. garantiza una reglamentación 
apegada a las leyes vigentes y su tasa de interés será dictaminada por la Asam· 
blea, quién aplicará un interés más bajo. incluso que el bancario y solo cubrirá 
costos de operación y dejará algo para la reinversión. 
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3. La transformación política de México. 
El gobierno y los empresarios en la modernización salinista 

El sexenio salinista emergió de una década de crisis económica, de la cual el 
partido político en el gobierno (PRI). la clase política y el grupo gobernante 
arrastraban una cauda de crisis de confianza v credibilidad, acentuada aún más 
por los comicios electorales de 1988. De tal forma que Carlos Salinas de Cortari 
aswne la presidencia de la República en meclio de impugnación del proceso y un 
creciente descontento social. 

La campaña de Salinas se enmarcó dentro de la modernización de la políti­
ca, la justicia, la educación, la producción y la sociedad misma. La propuesta 

era la transformación del país en todos sus ámbitos. El problema para llevarlo a 
cabo era en un principio, establecer una relación sólida entre los dueños del 
capital privado: esta relación debía ser proyecto de una nación en la cual los 
actores sociales fueran los gobernantes y los empresarios. Esta relación exigía por 
parte de la empresa privada, ellírnite al poder estatal y sobre todo a la empresa 
estatal. 

Como esto beneficiaba a los empresarios, estos no tardaron en aprobarla. La 
Concanaco afirmaba que dentro de la estructura del gobierno había surgido una 

corriente que apoyaba las tesis empresariales de econOITÚa social de mercado. 54 

En 1988 la ideología modernizadora de los empresarios y en particular de 

Concanaco era demandar injerencia en áreas reservadas para el Estado, por lo 
que proponía Eduardo Carda Suárez presidente de Concanaco en su momento: 

mayor participación del empresariado en el St'Ctor financiero y bancario. hasta que se 
consolidara con eUo la creación de una fuerza paralela flur combatiera los monopolios 
Pliblicos que alü se han formado [esto permitirá 1 [", J mayores o(X>rtunidades de opera­
ción de los empresarios en ciertos renglones de la actividad petrolera. del transpone y en 
todas aquellas áreas que han estado reservadas para el gohierno,:.s 

54. Oniz Rivera. Alicia, «En el gobierno hay lUla corriente que apoya las tesis empresariaJes. manifiesta la 

Concanaco» en: Cnn más uno.:lb de mayo de 1988. 
55. Muñoz. Patricia ... Demanda Concanaco Injerencia en áreas reservadas para el Estado» en: El rmancie­

ro, 28 de mayo de 1988. 
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La Refonna del Estado se hallaba impücita en la modernización poütica 
fincada en un acuerdo tácito entre el gobierno v los empresarios, "un Estado más 
justo" planteaba Salinas, era un Estado demro del -liberalismo social". 

Esta transformación del Estado mexicano partía de una propuesta ideoló­
gica. una poütica monetaria y una desvinculación de la poüticas públicas para 
el bienestar social. llevadas a cabo desde las instituciones públicas. 

El planteamiento de una reforma del Estado fue resultado del ejercicio de 
un presidencialismo que condujo al deterioro económico en detrimento del bien­
estar colectivo. 

La crisis mostró que un Estado más grande no es necesariamente un Estado 
más capaz: un Estado más propietario no es hoy un Estado más justo. La reali­
dad es que, en 'vIéxico. más Estado significó menos capacidad para responder a 
los reclanlOs sociales y, a la postre. más debilidad del propio Estado. En los 
hechos, el Estado se ocupó más en administrar sus propiedades que en atender 
las necesidades sociales apremiantes.56 

De este panorama crítico, los cuestionamientos no se hicieron esperar de 
parte de los empresarios, quienes veían que los grandes poderes constitucionales 
v metaconstitucionales del presidencialismo mexicano, derivaban en la crisis del 
modelo económico. Exitoso en su momento el modelo de industrialización. va 
no tenía posibilidad de generar clivisas que sostuvieran la demanda de impona­
ción de bienes de capital intermeclios. 

Debido a esto. los empresarios que hasta mecliados de los años setenta "ha­
bían aceptado" los lineamientos del sistema poütico presidencialista y de su 
partido de Estado, ya no estaban clispuestos a cargar con la quiebra de un país 
con recurrentes crisis económicas. 

De alú el empresariado se enfrentó a la burocracia del Estado, empezó a ser 
más combativo, sus necesidades y aspiraciones fueron moclificadas y llevadas al 
plano poütico, asumiendo una actitud beligerante ante poüticas estatales que 
amenazaran sus mtereses. 

56. Satinas. Carlos ... Primer Infonne de Cobit"rnon t'1l: JIé:cico Cívico. Los mensajp.3 CÚ' Carlos Salinas de 
Cortan' ante el Congreso de la 1 :,u'ón. pp .. 18·:39. 
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La necesidad de establecer nuevas relaciones en lo político, partió de los 
mismos promotores del proyecto modernizador de México: los empresarios y el 
Estado. 

A los albores del sexenio de Salinas, la Concanaco insistía en un cambio en 
las reglas del juego en materia política y económica, 

el país pasará de un modelo verbalisla a uno realista y tendrán que quedar archivados 

aqueUos esquemas (como el de 'arriba yo adelante') que iniciaron nuestro debacle: ade­

más, cualquiera que sea nueSLrO gobierno, tendrá que ser de centro y plural. y el 
empresariado habrá que meterse más en la política. pues el país cambiará cuando 105 

empresarios hagan política. lX'rquc saben mandar y ~ léxico requiere de gentes que sepan 
ordenar y lit) sólo ohedece-r. 57 

La base de esa nueva relación debía tener su origen en la recomposición de 
los costos de poder, pero el que influyeran sobre los aspectos económicos, sociales 
e ideológicos de la sociedad, solo podía lograrse a través de la modernización 
institucionalizada en la reforma del Estado propuesta por Carlos Salinas. 

Como respuesta a las demandas empresariales, Carlos Salinas en su primer 
informe de gobierno. expuso la necesidad de iniciar el proceso de modernización 
y de reforma al Estado en base a Acuerdos 

Nacionales 

para ampliar nuesrra vida democrática. recuperar el crecimiento sin inflación, y elevar el 
bienestar de la población. síntesis de la modernización en \'léxico. demanda reformar el 
Esrado y modificar sus relaciones con la sociedad y COII el ciudadano.58 

La modernización no es un concepto abstracto y útil sólo para el debate académico. Se 
refiere al imperativo de modificar la forma de organización de nuestro país para producir 
riqueza y bienestar, y para distribuirla equitativamente. Significa el compromiso de 
respetar la iniciativa comunitaria y la superación personal: habla de la ineludible nt'Ct'­
sidad de amuentar el peso del ciudadanu '! el de las organizaciones sociales en la forllla­
c¡<Sn y en la conducción del Estado. Se orif'nta a cumplir. por nuevos lrIf'dios. el irrf'llllll­
ciable propósito de acrecentar la rortaleza del país mediante la 1Iludad. la democracia y 

57. MUflOZ Ríos. PSlrlcia. «El país necesita empresarios en el mandu. opina Eduardo Carda Suárt"z» t'n: 
El rlJUU/.Ciero. 2i de junio de 1988. 

58. Salinas de Cortan. Carlos. «Reformando al ESlado» en ¡Vezos. ;"io. 1 i8. Abril 1990. pp. 27 -32. 
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la justicia social. como lÍnico camino para afinllar 1i1 ~ ,(wrania dI' \1éxiffJ y para st'r IIIJa 
nación de mayor presencia en t'1 mundo lIIoJerno. 50 

Sin embargo, revertir la crisis de desconfianza alimentada por más de dos 
sexenios, requeIÍa de más que un esquema socioeconómico nuevo. Durante el 
sexenio de Miguel de la Madrid, éste trató de subsanar el golpe de la nacionali­
zación de la banca en 1982, concediendo al empresario la re privatización par­
cial de la banca, la creación de un circuito financiero paralelo, la venta de em­
presas paraestatales, reducción drástica del gaslO público, la imposición de un 
tope salarial, una partida presupuestal de salvamento para las empresas en crisis 
financieras y otras medidas más con el ftn de suavizar la desconfianza de los 
empresarios quienes sentían la pérdida de sus capitales al invertir con alto riesgo 
v prefeIÍan depositar sus capitales en el extranjero. 

Sin duda ttna figura que inlprimieron como su particular sello los gobiernos 
del nuevo modelo de corte neoliberal fue el PaclO Económico, cuyo objetivo 
principal era por una parte controlar en lo posible la inflación y reactivar la 
econonúa. aunque por otra parte, garantizó a los empresarios una actitud nego­
ciadora del gobierno y mediadora con los trabajadores, el acuerdo cupular 
tripartita se hizo a la vieja usanza corporativa. 

Sin embargo, para Carda Suárez presidente en turno de la Concanaco, 
seiialaba que lo primero que hay que hacer para empezar a solucionar los pro­
blemas de México, es dejar de importar planes. como lo fueron el PIRE, el PAC y 
hasta el propio PSE.60 

Aún cuando el gobierno se mostraba propositivo. negociador y concesionador, 
los empresarios escépticos pretendían una reforma estructural de la política eco­
nómica, ésta se refeIÍa a una nueva definición del Estado en la econonúa y la 
limitación de los poderes extraordinarios del presidente en cuestiones relativas a 
la inafectabilidad de la propiedad. 

Los empresarios contemplaron además su participación política más activa 
en la esfera pública, es decir, en cargos de representación popular a través de un 

59. Salinas de Cortan. Carlos. Pn"mer Infol71"/J:' de Gobi,.mo. 10. nO\'iembre de 1989. 
60. Muñoz Ríos. Patricia. ",El país necesita emprt'sanos en ... 1 maJldo. opina Eduardo Carda Suárez .. en: 

El Furanciero. 2-1: de jlmiO de 1988. 
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partido político, opuesto históricamente al partido oficial: El partido Acción 
Nacional (PAN), en el pugnaron a favor del cambio y buscaron la promoción de 
nuevas formas de opinión y de relación con el gobierno. Sin embargo, una buena 
parte del empresariado (en 1988) seguía a favor del PR!. 

La militancia empresarial en el Partido Acción Nacional de acuerdo a los 
empresarios afiliados a la Concanaco, era un asunto calificado de "contribución 
al bien ser v al bienestar común". 

En la política en el semido estricto. y en política panidisla. los cillllaJanos quieren y 
pueden participar a través de los partidos y asociaciones políticas. luchando por adherir 
a la sociedad sus plataformas ideológicas y programas de trabajo para conseguir el 
ejercicio del poder público. en un contexto de libertad y pluralidad.61 

El contexto de libertad al que se refieren, implica la defensa de la iniciativa 
privada, el libre mercado y una enérgica crítica a las políticas de un Estado 
benefactor y populista, e impedir a toda costa la socialdemocracia. 

Para la Concanaco, la politización de las empresas, significaba un requisito 
que los llevaría a conseguir un caro anhelo: incidir sobre las decisiones del go­
bierno. El presidente de la Concanaco en 1988, Eduardo Carcía Suárez defirúa 
a las cámaras empresariales como agrupaciones políticas, decididas a obtener la 
reprivatización de empresas en manos del Estado, la cual no consideraban una 
cesión o concesión por gracia del Estado y con amnesia del gobierno, sino la 
"conquista del sector privado". 

Carcía Suárez ponderaba la necesidad de politizar e ideologizar a las cáma­
ras, empresas y trabajadores, en una cruzada: 

pt)(lrem()s Uevar adelante juntos. con la ayuda de Dios y de la reina del cielo que fl(IS ha 
señalado como su pueblo elegido. 

El gobierno dio respuesta al discurso del representante de la Concanaco en 
voz de Jesús Sánchez Jiménez, subsecretario de Precios de la SECOFI, al decla­
rar que el gobierno federal no entregaría al sector privado las empresas estratégi-

61. Copannex-Concanaco. Propuestas del sector pn'vado. p. 11. 
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cas ni renunciaría a proteger la capacidad adquisitiva de la población, cuestión 
que más adelante desmentirían los hechos.62 

Carda Suárez expresó en la Asamblea Anual de la Concanaco --en la cual 
relevó a José Chapa Salazar- el sentir del sector empresarial en general. Los 
lineamientos políticos y el significado para ellos de libertad, democracia, Estado 
y gobierno, fundados en valores de la ideología empresarial. 

Para el sector privado era claro que el principal culpable de la crisis econó­
mica era el Estado benefactor y populista, asimismo lo había señalado Juan 
Sánchez Navarro, casi un año antes en marzo de 1987 en el Foro empresarial 
llieroamericano. 

El clamor general consistió en fomentar la politización, una política nacio­
nal con actividad política abierta, instándose mutuamente de dejar de ser "cóm­
plices del Estado". 

La actividad partidista de los empresarios con los lineamientos expuestos, 
fue sin lugar a dudas la de Manuel J. Clouthier, quien desde la oposición atacaba 
a empresarios militantes en el partido oficial, acusándolos de colaborar en favor 
de su opresión. 

Por lo menos en los últimos quince años en que ha persistido la crisis econó­
mica, la desestabilización política a través de "rumores de pasillo", propaganda 
abierta y velada en mensajes de radio y televisión auspiciados por el Consejo 
Nacional de la Publicidad (CNP), ha construido la visión de que los empresarios 
mexicanos son víctimas de la política económica de los gobiernos socialdemócra­
tas populistas, al tiempo que ellos se exculpan de toda responsabilidad de su 
actuación en el agrupamiento de la econonúa nacional. 

La culpa de la crisis económica, según los empresarios, es el Estado, el cual 
engrosó con empresas improductivas, trabajando con números rojos, al excesivo 
gasto público, la corrupción y los dispendios del gobierno. 

De tal forma que para ellos, una propuesta sólida y alternativa viable de 
recuperación económica, implicaba la privatización de la gran mayoría de las 
empresas estatales, la desregulación de la econonúa y un nuevo papel del Esta-

62 ... Urge politizar a las empresas: es requisito para incidir sobre las decisiones de gobierno: CONG\NACO .. , 
El F'l.I1QrU;iero. 25 mayo 1988. 
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do. Aún cuando al sector privado, el Estado siempre le procuró exención de 
impuestos, subsidios y protección, podemos decir que para algunos empresarios 
inclusive la crisis económica lejos de perjudicarlos los benefició, ya que obtuvie-

. . 
ron Jugosas ganancias. 

El Estado, con todos los defectos y criticas de que se hizo merecedor por 
parte del sector empresarial, los había beneficiado en los años de estabilidad 
económica. pese al control y proteccionismo. 

La visión empresarial que se consolidó durante la estabilidad tiene tres ver­
tientes principales: 

* Cna visión económica, en la cual no les toma por sorpresa las 
devaluaciones e inestabilidad financiera, ya que sacan sus capitales a buen tiem­
po. 

* Cna visión política, muy particular y propia es la del empresariado mexi­
cano, pues concibe que la política debe ser de libre mercado, la oferta y la de­
manda es la que debe imponer la regulación natural. 

* y una visión social donde los empresarios no tiene cobertura hacia las 
clases sociales más des protegidas, tal es el combate de los comerciantes ambu-
1antes. 

En síntesis, la visión nacional de los empresarios, conformada por las tres 
visiones económica. política y social. es consecuente a sus intereses particulares. 

Para la Concanaco, en México se acoplaba el pensamiento social democrá­
tico europeo, del corte socialista españolo francés, dentro de los cuales se defuúa 
la planificación democrática o las tesis socialdemócratas consistentes en lo polí­
tico a la sociedad igualitaria, la planeación democrática, la democratización 
integral y la descentralización. En lo económico, el control de la inflación, el 
realismo económico, el cambio estructural, la modernización económica. el 
redimensionamiento del Estado y, derivada de las anteriores, la reconversión 
industrial.63 

63 ... El proyeclO socialdemócrala. clave en la sucesión presidencial: Concanaco», en: Proceso. ~o. 559, 20 
jldio de 1987. p. 16. 
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Los puntos de contenido en la planificación democrática. eran para los 
empresarios de gran importancia para definir el curso del Estado. pues \"3 de por 
sí culpaban de la crisis económica a éste. pero además consideraban que el pro­
blema y origen de la crisis era de úldole más política que económica. 

Los empresarios estaban atentos a conocer al sucesor presidencial, tellÚan 
por una parte la continuidad de un proyecto social demócrata populista. y por 
otra parte pretendían que la rectoría del Estado se transformara, aím cuando en 
el contexto de la modernización. empresarios v gobierno coincidieran en dar 
continuidad a los procesos de cambio iniciados con Miguel de la Madrid. En 
cuanto a los conceptos como cambio estructural, redimensionamiento, etc., en 
tanto empresarios. como gobierno se referían a los mismos términos pero con 
muy diferente interpretación. 

Los empresarios pensaban impulsar su interpretación de proyecto 
modernizador v darle continuidad a éste a través de la lucha política, negocia­
ciones y presión para cambiar el proyecto gubernamental. 

Una semblanza de la interpretación de los empresarios agrupados en la 
Concanaco, fue expuesta en un documento conteniendo sus "propuestas" para 
dar continuidad al provecto modernizador de 1988 a 1994 y de 1994 al año 
2000: es en este documento donde definen el futuro de !\1éxico v su transforma­
ción económica. política y social.''' 

El propósito implícito es que las administraciones de esos periodos, estinlU­
len el dinamismo de la participación de la sociedad de abajo hacia arriba, la 
descentralización, la libertad y el pluralismo que caracterizan a los países en los 
que la sociedad tiene un protagonismo real en armonía y concertación con el 
gobierno y no un papel pasivo o subordinado.~' 

Es impol1ante destacar la ';sión política v social que los empresarios tienen. 
para conducir hacia lm desarroUo político alternativo que contribuva a elevar el nivel 
de vida de la población: claro está, desde su perspectiva de libertad económica. 

A decir de eUos, se requiere la construcción de un nuevo desarrollo sostenible 
al ciento político, para levantar sobre éste estabilidad, orden. paz social, que 

6-+. Ver Capítulo:2 La~ propllt'SILb c!t"l,..,t"'Clor pri\udo. 
65.ldem. 
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garanticen seguridad jUIÍdica. confianza para el desarrollo de la planta produc­
tiv·a. sin menoscabo de ésta. ante la aplicación del proceso de modernización en 
lo económico v la estmctura social. 

La ideolo¡!Ía empresarial para el desarrollo político. se basa en la 
nornlatividad JUIÍtlica v las re!onnas legislativas consecuentes a un Estado de 
Derecho. con límites bien especificados en cuanto al poder, su distribución, 
desconcentración v control. 

Asimismo, consideran que las leyes deben ser aplicadas a todos los hombres 
por igual. no solo al que tenga recursos económicos. anteponiendo un principio 
de universalidad: es sin embargo. a todas luces evidente que dicha propuesta es 
la primera ell ser con'ompida por el propio poder económico. 

Lna propuesta que involucra la actividad proselitista del panido en el go­
bierno. es la que se orienta en contra de la "politización y racionamiento de 
alimentos básicos -. es decir. el subsiclio gubernamental debe otorgarse sin fines 
electorales de política panidista. De tal manera que el subsidio sea canalizado 
hacia el comercio establecido. v pueda ser adquirido por personas de escasos 
recursos. 

Respecto a los medios de comunicación y la libertad de expresión, el docu­
mento surge en un momento coyuntural en el que el gobierno manteTÚa control 
sobre los medios. así corno sobre empresas consideradas estratégicas corno PWSA 
(Productora e Importadora de Papel. S. A.). 

La transparencia relativa a los medios tenía mucho que ver con el uso del 
gobierno sobre los espacios televisivos v radiofónicos. las concesiones publicita­
rias y la compra de medios por paniculares. 

Corno podemos apreciar, las propuestas en su mayoIÍa son tendientes a la 
liberalización de los mecanismos de obtención, regulación v adquisición de bie­
nes. COIl la particularidad de que todo convenio con el gobierno. deberá quedar 
inamovible en las leves constitucionales. apegadas al derecho. 

Por una parte este es el documento-reacción de los empresarios ante la po­
ütica gubernanlental, y por otra. es el resultado de la desconfianza que éstos 
tenían para invertir sus capitales en bienes que de la noche a la mañana podían 
expropiarse. por ello la única garantía era legislar a nivel constitucional. 
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De las propuestas del documento, cabe resaltar que muchas de ellas fueron 
llevadas a su ejecución durante el gobierno de Carlos Salinas; el Partido Acción 
Nacional las abanderó como suyas, v en todo momento el dirigente de la 
Concanaco las expuso en todos los medios de comunicación como prerrogativas 
del desarrollo poütico democrático."" 

Las respuestas relativas a la creación de un Tribunal Federal Electoral, así 
como su legislación, sus mecanismos de elección, designación de funcionarios y 
comisiones fueron llevadas a cabo, en parte debido al proceso electoral de 1988 
en que la incertidumbre creó sentimientos de fraude en la mayoría de los mexi­
canos. 

Dentro de las propuestas de orden poütico hechas por la Concanaco. las 
relativas a la modernización de la estructura del Estado, fueron emprendidas 
por los partidos poüticos en los acuerdos para la reforma del Estado. Estas con­
sistían en dar mayor relevancia al poder legislativo: al tnismo tiempo que se 
sugería se ampliaran las atribuciones de diputados y senadores, y que estos legis­
ladores estuvieran sujetos a la aplicación de sanciones adtninistrativas por in­
cumplitniento en sus cargos. 

Otra particularidad de las propuestas para la reforma poütica hace men­
ción de: 

* Establecer el derecho de los ciudadanos a citar a diputados y senadores, a 
fin de que consulten su opinión acerca de las iniciativas de ley a votarse en el 
Congreso. 

* Establecer un sistema electrónico para la etnisión de los legisladores en 
ambas cámaras. 

* Establecer la forma de referéndum popular, para revocar la representación 
a los legisladores, obligando con ello a convocar a nuevas elecciones. 

Si bien estas medidas pueden estar orientadas hacia el establecimiento de 
mecanismos de elección, representación y revocación más democráticas, tam­
bién es cierto que el sector empresarial con estas propuestas condicionaba el 

66. Desde la presidencia de José A. Chapa SaJazar. así como su sucesor Eduardo Carda Suárez. 
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poder político al arbitrio de conciencias manipulables, y colocaba finalmente a 
la clase política en la palestra pública, poniendo till control definitivo al actuar 
autónomo en decisiones políticas de los gobernantes. 

Es preocupante también en lo que al ejercicio del poder judicial se refiere, la 
posición de la Concanaco al proponer" Fuero a todos los miembros del Poder 
Judicial: los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los ~Iagis­
trados de Circuito y los Jueces de Distrito". En razón de que estos personajes, 
tienen till poder extraordinario y se les dejaría libres de juicio. pudiendo cometer 
actos delictivos v gozar de imptmidad absoluta. en tanto que los Diputados y 
Senadores, elegidos por el pueblo y en representación de éste, son sujetos de 
controles férreos. 

3.1. La Refonna del Estado 

Como exigencia del proyecto modernizador, se requería la recomposición de las 
relaciones políticas entre empresarios y gobierno, y a su vez, el arribo a un acuer­
do general sobre las transformaciones a realizar. Bajo este esquema la reforma del 
Estado aparece como requisito para la consolidación de este proyecto. 

A lo largo de la historia, el empresariado nacional se benefició de la capaci­
dad económica y del control social del Estado mexicano, provocando que éste 
ampliara su capacidad interventora en todas las instancias de la vida social y 
económica. El Estado entonces, se convirtió en el principal impulsor de los gran­
des negocios, y generó las condiciones para el desarrollo del sector empresarial a 
través de varias acciones proteccionistas y concesiones de toda clase. además de 
propiciar la infraestructura necesaria para la expansión del capital privado. 

Este poderoso Estado mexicano, tiene su sustento en su estructura 
presidencialista, que quedó plasmada en la Constitución de 1917 Y en las leyes 
seCtilldarias. Así, a lo largo de la historia posrevolucionaria se le fueron agregan­
do normas que consolidaron el papel preponderante del Estado en la econolTÚa 
y de la burocracia estatal en la política. 

Sin embargo la consolidación de este Estado, surge prácticamente en los 
años cuarenta, cuando se consolida tilla gran burocracia, se cristaliza su poder de 
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cohesión y organiza bajo su sombra a obreros, campesinos y empresarios, convir­
tiéndose en el hacedor de la sociedad organizada. 

Resulta interesante ver cómo la existencia de un poderoso Estado, 
intervencionista y protector, lejos de hallarse en contradicción con el desarrollo 
capitalista del país o con los intereses generales de un sector privado, este último 
supo beneficiarse de esta situación desarrollándose y consolidándose a expensas 
del mismo Estado. 

A partir de la poütica de sustitución de importaciones, se clio pMO a un 
importante desarrollo económico caracterizado por severos desequilibrios socia­
les que favorecieron siempre al gran capital nacional y extranjero. 

Sin duda, 1M politicas proteccionistas, los subsiclios a impuestos, y el cre­
ciente gMto público, favorecieron el proceso de industrialización capitalista del 
país protegiendo a los incipientes grupos industriales privados o bien creando 
nuevos, y también, el poder económico del Estado resultante de esta poütica 
lejos de representar competencia para los grupos privados, éstos se beneficiaban 
de ello. Por tal motivo, los grupos empresariales en estos momentos no telÚan un 
papel combativo hacia el Estado y se mostraban complacientes y en términos 
generales se sometieron al papel que dentro de ese modelo desempeñó el Estado 
meXIcano. 

Todavía hMta finales de los años setenta, los empresarios surgidos en el 
proceso de industrialización de los años cuarenta, enclavados principalmente en 
la Ciudad de México y en los estados del centro de la República, fueron en gran 
medida portadores del sustento ideológico y poütico que le dio origen. 

No hay que pasar por alto que hubo grupos que se opusieron al modelo 
económico, como el caso de los empresarios del norte del país, junto con sectores 
conservadores de la burguesía, principalmente de los Estados de Puebla y Jalis­
co, quienes frecuentemente se pronunciaban por formas distintas de dominación 
y por una mayor limitación del Estado social. Sin embargo, hMta principios de 
los años setenta ésta era una postura aislada y un tanto esporáclica que se había 
expresado en particular en ciertos momentos criticas de la relación entre gobier­
no y empresarios, como lo fue el período de Lázaro Cárdenas y algunos momen­
tos en el sexenio de López Mateas. 
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En cuanto a las organizaciones empresariales, la Coparmex fue la organiza­
ción que desde un primer momento se manifestó en forma clara y sostuvo en su 
ideario, una visión sobre el papel del Estado. A principios del sexenio de Echevema. 
la Coparmex en su documento Franco diálogo entre gobierno y empresa­
rios, exponía su posición sobre el Estado-empresario, que por cieno sigue te­
niendo actualidad y que ahora es compartida por la mayor parte de los dirigen­
tes del sector privado. En dicho documento, se le reconoce únicamente al Estado 
su capacidad de crear y actualizar el marco jurídico para favorecer la actividad 
económica de los particulares. Asimismo, se afirma, le corresponde la función de 
establecer, mantener y mejorar la infraestructura económica y social, y garanti­
zar el juego de la libre competencia para evitar la consolidación de monopolios.67 

Dicha postura apuntaba a abrir un proceso de "reprivatización", para que 
la mayor parte de las actividades económicas que controlaba el Estado, se pusie· 
ran de nueva cuenta en manos de la iniciativa privada, con lo que el gobierno se 
convenma en la institución central eficiente: " ... sena el director y coordinador 
de la econonúa nacional; no el ejecutor de todas las tareas."68 

Por otra parte la Canacintra, portavoz hasta los años setenta de la llamada 
burguesía nacionalista, que en general representaba a los industriales favoreci­
dos por las políticas proteccionistas, era la agrupación empresarial que más da­
ramente defendía el papel económico del Estado, ya que varios de sus represen­
tantes se encontraban vinculados a la burocracia gubernamental. 

La ConcarnÍn que muchas veces no definía del todo su postura, en varias 
ocasiones se manifestó en contra de la intervención económica del Estado y sos­
tuvo que la función del Estado era únicamente la de coordinar y estimular la 
inversión privada, así como crear las condiciones para el desarrollo de ésta. La 
intervención del Estado, sólo la justificaba en el caso de los servicios públicos o 
de aquellas actividades de interés general en las que el capital privado por sí 
mismo no tuviera injerencia o bien fuera insuficiente. 

Aún hasta los primeros años del gobierno de Echevema. la actitud del 
empresariado era prácticamente acorde al esquema estatista prevaleciente, ya 

67. Copannex. Franco dJ.01ogo entre gobierrw'y empresan'os. pp. 14-1S. 
68. !bidem. p. 15. 
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que el planteamiento hecho por el presidente en su programa económico Pro­
grama de Modernización Económica, en el sentido de promover una mayor 
panicipación estatal en la economía, con la finalidad de garantizar un desarrollo 
más justo y nacionalista, fue '~sto por el sector privado como un requerimiento 
de esos tiempos, al que sólo había que acotar para que no atentara contra sus 
expectativas de ganancia y de expansión de sus negocios. Ello pese a lo mucho 
que molestaba a los empresarios el tono del discurso gubernamental. 

En la Declaración de Principios del Consejo Coordinador Empresarial, 
se sintetiza la opinión de las principales agrupaciones patronales que lo confor­
maron, y pese al creciente enfrentamiento con el gobierno que dio origen a esta 
organización, aún señalaba a la economía mixta como modelo: 

... un réginlen de economía mixta es aquel que. reconociendo el papel preponderante de 
la iniciativa privada en la vida económica. permite la acción del Estado en la creación 
y manejo de aquellas empresas estatales que, de manera evidente, reclama el bien 
común. 

Alo largo de varios años de estabilidad económica, el empresariado mexica­
no forjó varias relaciones con los diversos actores sociales en las que siempre 
prevaleció la iniciativa, el control y la mediación del Estado. Sin embargo, con 
las primeras adversidades económicas cambiaron notablemente las formas de 
relación en el interior del bloque dominante. 

Prácticamente a partir de la crisis de 1975-76, se dio inicio a una gran 
batalla por delimitar los ámbitos de dominio económico y político entre empre­
sarios y Estado, lo que marcó el principio del resquebrajamiento del Estado 
social mexicano. A partir de este momento, los empresarios manifestaron un cla­
ro deseo de panicipar en la ~da política del país, reivindicando su independen­
cia y, con frecuencia, su oposición a la política gubernamental. Por otra pane, 
también demostraron su capacidad de presionar e incluso colapsar la economía 
nacional a través de la fuga de capitales. 

Durante el sexenio de Echeverría, llevaron a cabo varios paros patronales y 
efectivas campañas de rumores como los casos de la "vacuna esterilizante" y el 
posible "golpe de Estado". 
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Al finalizar el sexenio de López Portillo, después del decreto expropiatorio 
de la banca, los empresarios señalaron contundentes su rechazo al régimen 
presidencialista absoluto y a la falta de democracia en el país. Pero sin duda lo 
más importante en ese periodo es que lograron la unificación de muchos criterios 
teniendo como centro la demanda de limitar la Uamada econonúa mixta. 

Ante esta situación, los gobernantes apoyados en el régimen presidencialista 
para afrontar la larga y dificultosa lucha por preservar la soberaIÚa y los recursos 
de la nación, tomaron diversas medidas contra la "infidelidad empresarial". Con 
Luis Echevema por ejemplo, presenciamos la expropiación de tierras a la bur­
guesía a"araria sonorense; con López Portillo la nacionalización de la banca como 
tardía respuesta a una especuladora burguesía financiera; y con Miguel de la 
Madrid se reafirma en la Constitución la rectoria económica del Estado, aunque 
tratando de limar los desacuerdos delimitó las áreas de su participación, 
iniciándose así el desmantelamiento del Estado benefactor. 

Es importante señalar, que si bien es cierto los empresarios mostraban bene­
plácito ante el programa económico del gobierno, siempre señalaron que no bas­
taba con establecer la delimitación de los campos de la actividad del Estado, ni 
reafirmar la econOIlÚa mixta como la forma adecuada al desarroUo del capitalis­
mo mexicano, sino que era indispensable abrir el camino a una plena hegemonía 
del capital privado. Así, cuando se agudiza la crisis económica y, en particular, la 
crisis de las finanzas públicas, reaparece esta demanda para ir ganado terreno en 
sus propias filas e infiltrando propuestas alternativas. 

ena de las primeras acciones del gobierno para resolver la crisis de las fi­
nanzas públicas, fue deshacerse de la mayor parte de los organismos y empresas 
que significaban una carga financiera v reduciendo considerablemente el gasto 
social. Los empresarios aún no conformes, presionaban por desarticular al enor­
me y poderoso competidor estatal. Ya no se trataba sólo de Uevar a cabo un 
adelgazamiento del Estado, como repetidas veces se declaraba durante el perio­
do de 1982 a 1988: ahora se trataba de cambiar el esquema económico, la 
ideología que había sustentado a este Estado, la base juridica en la que aquél se 
fundaba, el pacto social, es decir, las relaciones o alianzas políticas sobre las que 
se fincó el Estado interventor. 
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ena vez que Salinas de Cortari toma la presidencia del país, se genera tul 
acuerdo con los empresarios, donde se coincide en reconocer claramente que el 
modelo de sustitución de importaciones como forma de acumulación de capital, 
se había agotado, así como las grandes inversiones públicas, que implicaron el 
incremento de la participación estatal en la econonúa. Ahora, lo que se pretende 
es establecer tul nuevo esquema, para reducir en forma sustancial la capacidad 
económica del Estado y, con ello, replantear su función social. 

En este sentido la definición del nuevo papel del Estado en la econonúa que 
ofrece el empresario Josué Sáenz es bastante clara: 

Quizá la solución sea un Estado promotor y no actor. coordinador y no rector, estimulador 
y frncador pero no empresario: un Estado que ayude a la iniciativa privada a crecer e 
innovar. a Uenar huecos e identificar oportunidades; que no opere directamente en la 
economía pero tampoco permita la creación de monopolios privados o gubernamenta­
les. Se trata de un Estado que continúe las labores de infraestructura. protección socIa] 'f 
las actividades que no pueden ser efectuadas por la iniciativa privada y, además, colabore 
en utras.fE} 

Salinas en su primer inJorme de gobierno en noviembre de 1989, expuso 
claramente su convicción de que para cumplir con su programa de gobierno, era 
necesario llevar a cabo tula profunda Reforma del Estado y, con ello, de sus 
relaciones con la sociedad mexicana y con el ciudadano, ya que como resultado 
histórico de la gesta de 1910 la mayoría de las reformas emanadas de nuestra 
revolución se habían agotado, frenando el desarrollo del país. De esta forma, la 
llamada Reforma del Estado, es vista como tul amplio proceso de privatización 
en el que, al abandonar el Estado propietario y limitar sus funciones sociales, se 
crearían las condiciones para tul Estado más eficiente y justo. 

La mixtura de la economía no se obtiene sólo del balance entre la propiedad pública v la 
propiedad privada. Dentro de la propia sociedad civil puede ampliarse la economía 
mixta del país, sin necesidad de propiedad estatal. La participación de los trabajadores en 
las empresas que se privatizan es ejemplo de eUo. Al vender empresas públicas no sólo se 
respetan las organizaciones sindicales y se ratifican los derechos laborales, sino que, 

69. Citado por Concheiro Bórquez, Elvira. El gran acuerdn. Cobierrw y empresan'os en la nux1emi=aci6n 
salinUtn.. p. óO. 
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además los trabajadores participan en la propiedad de las empresas y se benefician de su 
expansión. Es así como la privatización de las empresas públicas trae consigo la demo­
cratización del capital.70 

No se trata precisamente de eliminar la participación estatal en la econo­
núa, sino de modificar su papel, es decir, se abandona el carácter proteccionista 
e interventor del Estado que sirvió en el esquema de un modelo de sustitución de 
importaciones, por un Estado que intervenga económicamente pero ahora para 
abrir los mercados y conseguir financiamientos externos, para mantener el des­
censo de los salarios reales, para soportar el aumento de la tasa de desempleo, en 
suma, para elevar la tasa de ganancia. 

La política de concertación que cristalizó en los pactos entre el gobierno, 
dirigencia empresarial y líderes obreros y campesinos para enfrentar los efectos 
nocivos de la crisis económica, fue a ciencia cierta una forma de acuerdo entre el 
Estado y las cúpulas empresariales, donde se replantearon las funciones del Es­
tado y el nuevo papel protagónico del sector privado, produciéndose así un do­
ble acercamiento: el de los gobernantes a la mentalidad empresarial y el del 
sector privado a las funciones públicas del gobierno. 

En 1988 García Suárez sostiene que es necesario 

concertar lUla alianza nacional. tanto política como económica, en la que habrá cambios 
de rondo al sistema y establecerán nuevas reglas del juego ... en las que el empresariado 
buscará más y mejores posiciones sobre todo en materia poütica ... Se ha dicho hasta el 
cansancio que el sector privado quiere además de poder económico, el político, pero la 
verdad es que el poder económico lo tienen los políticos ... México está viviendo un 
importante cambio político, que propiciará que rompa el monopolio político que aquí 
prevalece. Dicho cambio será alentado en gran medida por el crecimiento y rortalecimiento 
de la participación política del empresariado en el próximo sexenio, el cual invalidará el 
prejuicio de que es vergonzoso que la iniciativa privada participe en p:>lítica.71 

Durante los tres primeros años del gobierno de Salinas, el discurso guberna­
mental se amoldó prácticamente al discurso empresarial, e incluso en varias oca-

70. Salinas de Gortari. Carlos. Primer Informe de Gobierno en: México Cívico. Los mensajes de Carlos 
Salinas de Gortnn' anli! el Congreso de la Unión. p. -1:2. 

71. Muñoz Ríos. Patricia. "Surgirá del próximo gobierno una Alianza ~acionaJ. dice Carda Suárez» en: El 
Fl1UUI.Ciero. 5 de julio de 1988. 
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siones las acciones rebasaron las expectativas del sector privado: ejemplo de ello 
lo constituyó la venta de empresas estatales de suma importancia como Teléfo­
nos de México: la reprivatización bancaria: la desregulación: la apertura comer­
cial v el impulso al Tratado de Libre Comercio con Estados L"nidos y Canadá: 
los progranlas sectoriales de modernización. ,. la severa reducción del gasto pú. 
blico. 

El modelo que desde los años treinta se cimentó en el gasto público como 
motor principal de la inversión privada v del crecimiento, a partir de 1989 se 
genera un cambio donde se moclifíca el poder económico estatal y limita muchas 
de sus funciones sociales. como educación y salud, para que el sector privado 
vaya asumiendo la responsabilidad en esas actividades. 

La misma ConciUlaco afirn13 en este sentido: 

lo!! \'Ill~ Inl~ IS pt)lítit·~ ,.jurít li,'o. IllaCnlt't'lIIIÚmÚ'() y sl)fia!. 5011 aspectos que 110 son ajenos 
a ICJ \,ida Ilr la j'lIlpn-sa y qlle. por tafllo. 110 súltl deben ser analizados por nosotros, sino 
indlls() dt'bt'1l ser [ran5ft)rnladtl:S.~! 

Lo que hemos denominado como nueva ofensiva empresarial se caracteriza 
por el papel protagónico del empresariado nacional. predominante en la con­
ducción económica v partícipe en rodas las arras esferas del quehacer de la socie­
dad. Pese a que desde los años sctema los empresarios se pronunciaban por esbo­
zar tma perspecri"a nacional. lo cierto es que a partir de los años ochenta co­
mienza a cristalizarse esta pretensión. 

3.2. Los empresarios y su acción político-partidiaria 

La militancia empresarial en la élite política en ;\Iéxico constituye un caso inte­
resante. va que a raíz de su proceso histórico los empresarios se vieron limitados: 
sin embargo su interés por participar en la política los llevó a traspasar la vieja 
estrucnlra corporativista controlada por el Estado prácticamente desde 1940. 

El sector empresarial mexicano en un principio. a nuestro modo de ver, se 
preocupó por tener una participación -inclirecta" en las decisiones políticas del 

72. "El f'lllprt>sariatl() lit} ,Jt.(w *r 1'Il~ligatlo pCJI" las ralla .. tlt .. la~ partt-:. .. 1;"11: t::rcelsior. 18 ut' ft'hrero dt' 1989. 
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Estado a través de sus organizaciones cúpula, y de esta manera tener en el Esta­
do un ente paternalista, y en última instancia un culpable de las fallas v 
desequilibrios económicos. 

Sin embargo, a partir del surgimiento del Consejo Coordinador Empresa­
rial (CCE) en 1975 que escapo a ser un organismo regulado por la Ley de Cá­
maras, se observa una iniciativa privada más autónoma, activa y unida frente al 
Estado." 

En el sexenio de Miguel de la Madrid, la militancia empresarial se empezó a 
consolidar en el ámbito político, ya que el propio Estado que cerró las puertas a los 
empresarios a intervenir directamente en el ámbito político, ahora facilitó la parti­
cipación de éste sector gracias a las políticas de cone neoliberal emprenclidas . 

. \ raíz de la expropiación de la banca en 1982, algunos empresarios deci­
clieron actuar políticamente para evitar una mayor participación del Estado en 
la econonúa. En los cliarios de la República se dejaba ver con mayor claridad los 
nombres de cliversos empresarios que se lanzaron de lleno a la política electoral, 
en el plan de militantes o simpatizantes en favor del PRI y del PAi"l/. 

De ahí a la fecha algunos de ellós se han convertido en funcionarios públicos 
y muchos han sido canclidatos a cargos de elección popular, sobre todo, del PRI 
y del P.\N. ,. 

A partir de este momento el sector empresarial ha tratado de incidir en la 
toma de decisiones, con la finalidad de que las políticas a seguir no dañen sus 

mtereses. 
Después de la revolución, los empresarios se encontraban en un periodo de 

reajustes y de consolidación en términos políticos, debido en gran meclida a los 
desajustes v desequilibrios que heredó la revuelta armada. Este periodo de re-

7:3. Salas-Porras. Alejwldra. "Clobalización e inter~ empresarialt'S organizados en ~1éxico .. en: Revista 
Mexicana de Ciencias ftJlftiCXM X Sociales. ;\lo. 173. Julia- sep' ¡embreo 1998. 

7-+. En 19H8. entre los principales empresarios qut' militaban en el P:\¡, :;e encontraban. ~1anuel J. 
Clouthier.José Luis Coindreau. Emilio Goicochea UUla. Fernando Canales Clariond.José \1aría Basagoili. 
Alfredo SandO\,al. Andrt'..s Marcclo Sada. Adalberto Rosas. Alejandro Cuna. Javier Castelo Parada y 
Francisco Barrio. Ddlado del PRJ. Miguel Alemán Vt'lasco. Juan José .\1oreno Sada. JuJioA. \lillán. Javier 
Lobo. Alfonso PandaJ Craf y Eugenio Clariond Reyes. Tomado de: Patricia \1uñoz y Alfredo .\1árquez. 
"Rotas las regias del juego emre IP y Estado: Carcía Suárez: Cran panicipación del empresariado en 
política» en: El rmanciem. 5 de julio de 1988. p. 1. 
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ajustes se caracterizó fundamentalmente por la militancia de la élite política en 
el sector empresarial; esta fonna de relación no aseguraba del todo gran injeren­
cia del sector empresarial en las decisiones políticas, por un lado debido a que los 
militantes de la élite política una vez dejado su cargo público se encontraban 
debilitados v por otra parte, por falta de una representación fuerte, ya que éstos 
se encontraban clisgregados sin contar con un órgano de representatividad. 

En respuesta a esta situación, el sector empresarial se consolidó en organi­
zaciones, las cuales tienen la facultad de opinar sobre las políticas y decisiones 
del Estado. 

Recordemos que entre las principales organizaciones empresariales, tene­
mos a las que tienen un carácter de instituciones públicas, organizadas confonne 
a la Ley de Cámaras de Comercio y de las de Industria. promulgada el 2 de 
mayo de 1941, modificada ya en varias ocasiones. Aquí encontramos a la 
CONCAJ'l/A.CO creada en 1917 y la COi\CA,\¡!ÍN que hizo su aparición un año 
más tarde. Por otra parte, tenemos a las organizaciones constituidas como aso­
ciaciones civiles, ejemplo de ello son: la Asociación de Banqueros de México (ABM) 
creada en 1928: la Confederación Patr6nal de la República Mexicana 
(COPARl\1EX) surgida en 1929 y una de las más recientes, el Consejo Coorclina­
dar Empresarial, fundado en 1975. 

Estas organizaciones a través de congresos, reuniones o bien de sus asam­
bleas generales, se reúnen con funcionarios de Estado sosteniéndose así acuerdos 
v meclidas a emprender; esto constituyó e incluso hasta nuestros días uno de los 
meclios más eficaces del sector privado para influir en las políticas del Estado. 

En esta etapa de consolidación del sector empresarial, la militancia empre­
sarial en la élite política no se da, y se canaliza su relación a través de las organi­
zaciones. ;\lo obstante las políticas de corte neo liberal dan la pauta para que los 
empresarios se lancen en busca de mejores espacios de participación. 

El espíritu de participación de los empresarios en la vida política, parte de 
la premisa de que: ~La política debería ser la actividad social de mayor rango 
considerada como el servicio para la consecución del bien común, mecliante la 
dirección y concertación de todas las fuerzas sociales. "" 

75. Coparrnex.Concanaco. Propuestas del sector pnixuln. p. 11. 
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Ante esto, dice Carda SUMez: "las cámaras empresariales son por definición 
y sin temor agrupaciones políticas ... las agrupaciones empresariales quieren in­
cidir en las decisiones del gobierno. "'O 

Las fuerzas sociales, constiruidas por ciudadanos, partidos y asociaciones 
políticas, son para los empresarios los canales a través de los cuales la sociedad se 
puede organizar en la política para establecer y contribuir al bien común. Qui­
zás este pensamiento es tan válido para los empresarios, como para cualquier 
otro ciudadano; sin embargo, es el sentido y no la interpretación que acerca del 
concepto de lo qué es mejor, de lo que es el bien y a qué comunidad se refieren en 
particular, los distintos actores políticos y sociales. 

La creación del P:'IIR en 1929. el cual posteriormente se convierte en el 
PRM Y más adelante en el PRI (Partido Revolucionario Institucional), ¿consti­
tuía para los empresarios la posibilidad de que a través de este partido pudiesen 
intervenir?, posiblemente esta interrogante se pudo haber planteado en un pri­
mer momento, pero la creación del partido significó otros factores que no in­
cluían al empresariado, y al respecto muy acertadamente apuntan Matilde Luna 
y Ricardo TIrado cuando afirman que: 

"La participación empresarial en el PRI permaneció en los mismos términos 
de siempre, es decir, fundamemalmeme a título individual."77 

Es decir, el sector empresarial no tuvo un lugar como el obrero, campesino y 
popular demro del partido, debido en gran parte a la oposición de la burocracia 
sindical, y de esta manera se les cierra la posibilidad de encomrar en el PRI un 
eficaz escalón hacia la élite política: aunque más adelante esto se modifica, sobre 
todo en el sexenio de Miguel de la Madrid. 

Durante este sexenio, además de observarse una creciente participación 
empresarial a través de sus organismos cúpula, en la burocracia, en la toma de 
decisiones. esta estrategia empresarial tiene su cristalización en la comienda elec­
toral, principalmente en la de 1983 y 1985. 

76. Muñoz. Patricia. .. L:rge Politizar a las empresas. Es requisito para incidir sobre las decisiones de 
gobierno: Concanaco .. en: El Financiero. 25 de mayo de 1988. 

77. Luna, Matilde y Tirado. Ricardo ... Los empresarios se deciden .. , en: Rev,sla Mexicana de Ciencias 
poUocasySociaiP.s. Nu. 120 .. -\bril·JuJio de 1985. p. 76. 
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Si bien es cierto que de alguna manera el sector empresarial desde un prin­
cipio tuvo injerencia en el PAN, como respuesta a las medidas socializantes del 
cardenismo, ahora el PAN se ha convertido en el escalón para dar el paso hacia la 
élite política. Sin duda para esto, el partido ha sido reestructurado y fortalecido, 
ya que recordemos que durante la gestión de Alemán el partido fue olvidado en 
mucho por los empresarios. 

De esta manera el PAN nuevamente es retomado por el sector empresarial de 
manera más decidida, con la finalidad de emprender carrera en la élite política, 
con reconocimiento legal, y con una presencia pública e injerencia en la toma de 
decisiones. 

En 1983 se cristalizan los esfuerzos empresariales a través del PAN, ya que 
lograron ganar las elecciones en San Luis Potosí, Guanajuato y Durango, ade­
más de los siete municipios más importantes y poblados de Chihuahua, entre los 
cuales encontramos la capital y Ciudad Juárez, y cuatro de sus diputaciones de 
mayona. 

Pero el golpe fuerte lo recibió el PRI en Chihuahua~ pues alú la oposición obtuvo triunfos 
en todas las ciudades imponantes del Estado: El P.-\N ganó las ciudades de Chihuahua, 
J uárez, Camargo, De~cias. Casas Grandes, Parral. Meoqui, y Saucillo; el PST se Uevó 
Cuauhtémoc: el PESUM y el PPS los pequeños municipios de Ignacio Zaragoza y 
Coronado, respectivamente. En total once de 67 municipios en manos de la oposición y, 
para colmo, tres de las calOrce diputaciones locales en manos de panistas (más la del 
distrito cuatro. que fue anulado aunque el conteo favoreció al P-\:"f). En el total municipal 
el PRI no pudo obtener la miTad de los votos. pues alcanzó 20:2. -:'75 de un rotal de 426, 
330. El p'<\¡'II quedó en esa ocaolón a solo 10,000 votos del PR!. pues reunió 191,570 en 
todos los municipios estatales.:-S 

La segunda experiencia empresarial en el PAN la observamos en las eleccio­
nes federales de 1985, donde encontramos grandes personalidades empresariales 
postuladas por Acción Nacional, como es el caso de Nuevo León y Sonora donde 
fueron postulados Fernando Canales Clariond, ex presidente de la Cámara de 
Comercio de Monterrey, y Alberto Rosas respectivamente. 

78. Mronar, Juan. -Los procesos electorales: 1983 . 1987 .. , en: Pérez. Germán, León. Samuel. El. al, J 7 
ánguk>& de un sexenitJ. p. 190. 
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El PHI recuperó la mayor pane de las plazas en poder de la oposición. Sin 
embargo, no dejó de haber expresiones de descontento, como en el Estado de 
Nuevo León, en donde con el apoyo de algunos empresarios locales, los panistas 
organizaron diversas manifestaciones en contra de las supuestas irregularidades 
electorales, encabezadas por su candidato. 

Pese a que el PHI obruvo la votación más baja de la historia, éste duplicó los 
sufragios de los ocho partidos juntos, al obtener el 64.8 % de la votación total; es 
decir, casi las dos terceras panes de ésta. La segunda fuerza electoral correspon­
dió al PA.l"l, el cual logró ganar nueve diputaciones de mayoría en la Cámara. 
Básicamente su fuerza se concentró en la franja norte del país, y casi diez ciuda­
des le aportaron más del 50 % de sus sufragios. ,. 

En el Estado de Chihuahua, su mayor bastión. el PAN obtuvo su más alto promedio de 
votación. 38.3 %. lo que le hizo ganar cuatro de las diputaciones rederales. En Baja 
California. Coahuila. Estado de México. ~lIevo León. Sonora y en el Distrito Federal. 
Acción ~acionallogró una votación superior a los 20 por ciento.80 

El caso Chihuahua nuevamente causó gran expectación, y fue muy claro 
observar la estrategia del PHI para contrarrestar la ofensiva del PAN, ya que el 
PHI responde precisamente abriendo sus puertas al sector empresarial, para que 
a través de éste y no de otro partido como el PAN, lleguen a la cúspide. 

La medida es evidente, tener un mayor control sobre los empresarios y con­

trarrestar la ofensiva panista. El PHI optó por postular personalidades acepta­
bles a los grupos empresariales, tales son los casos de Jaime Bermúdez para ocu­

par el ayuntamiento de la capital del Estado y Fernando Baeza para gobernador, 
además. con claros antecedentes panistas. 

Pese a las medidas del PHI en Chihuahua, nuevamente se constató el forta-

1ecimiento de la oposición panista. 
En 1988 año de elecciones presidenciales, nuevamente se observa la decisión 

abierta del sector empresarial en pertenecer al alto mando. ya que el PAN designó 
candidato a Manuel J. Clouthier ex presidente de la COPARME.,X y del CCE. 

79. Según daros obtenidos en: Las Razones y las Obras. Tomo VI. p. 81. 
80. [dom. 
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La Concanaco lidereada en 1990 por Hugo Villalobos, rechazaba en forma 
tajante que las cámaras de comercio se afiliaran de forma masiva a cualquier 
partido político. Sin embargo, afirmaba que la participación individual penni­
tía la asociación libre y voluntaria con los partidos políticos que cada quien 
desee. Pero la Concanaco como tal, tiene que estar completamente al margen del 
compromiso de un partido (-en particular del PHI), en todos los sentidos.·' 

A principios de 1991, Vtllalobos expresaba la necesidad de la Iniciativa Pri­
vada en impulsar la postulación de empresarios como candidatos a puestos de 
elección popular, porque ya no pueden eludir la participación política, sin em­
bargo no se apoyará a partidos políticos como tales.·' 

La lucha partidaria constituye para los empresarios una forma legítima y 
legal, para allegarse a la sociedad, la cual está en la libertad de adherirse a las 
plataformas ideológicas y programas de trabajo que desee, mientras al mismo 
tiempo, los postulados por el partido político pueden acceder al ejercicio del 
poder público, a fuerza de votos. 

Miembros distinguidos en las filas del Partido .-\cción Nacional (PAN), son 
empresarios agrupados en distintas cámaras, según el ramo de actividad que 
desempeñan. Los hay en la industria de la transformación, en el comercio, en la 
industria extractiva v en la banca. 

Son conocidos los empresarios que han logrado instalarse en el poder públi­
co. como gobernadores, senadores. diputados. asambleístas, presidentes munici­
pales y otros muchos cargos, militando en las filas del 1''-1\1. 

Entre los gobernadores empresarios panistas tenemos a Ernesto Ruffo Apel 
en Baja California; Francisco Barrios Terraza en Chibuahua: Vtcente Fox Quezada 
en Guanajuato; Alberto Cárdenas Jiménez en Jalisco, todos ellos en la vanguar­
dia en la dirigencia empresarial y dotados además de poder político. 

Otro caso es el de Fernando Canales Clariond en las filas panistas, con un 
claro respaldo económico por parte del mmbativo sector empresarial del norte, 

81. Contreras Salcedo. Jaime ... La Concanaco y la C:oncamín no se integrarán al PRI .. en: ExceÚior. :22 de 
agosto de 1990. 

8'2 ... VillaJobos: La IP impulsará a empresarios como a candidatos para puestos de elección popular» en: El 
Universal. 18de febrero de 1991. 
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además de la participación como principal accionista y director del grupo L\ ISA 
(Industrias Monterrey S. A.), es accionista de varias empresas v bancos privatiza­
dos, beneficiario y procurador de acuerdos comerciales con apoyo del gobierno 
mexicano. es ahora cabeza de una empresa líder del mercado latinoamericano 
del acero." 

Por otra parte aunque no de militancia abierta en el P\N tenemos al grupo 
Alfa, la familia Garza Sada. Ylauricio Fernández (director de Alfa): Juan Celada 
(director de planeación estratégica del mismo grupo). El control de la familia 
Garza Sacia. pesa además del grupo Alfa. empresa de acero y petroquímica: la fábri­
ca de vidrio Vttro -propietaria de la empresa estadounidense Anchor GIass--: y el 
grupo C vdsa. fabricante de plásticos v productos químicos. Otro holding de la 
misma asociación familiar es Femsa. productora de las cervezas Dos Equis y 
Tecate. El banco perteneciente a esta familia es el Serfín, nacionalizado en 1982 
y vuelto a privatizarse a los mismos dueños .... 

Aún cuando la filiación particlista de los empresarios es panista, su apoyo y 
colaboración ha sido estratégico para el PRI gobernante. el ideólogo de los gru­
pos mencionados, Eugenio Garza Lagiiera tiene voz y voto en las filas de la 
Concanaco. El monto del capital de Garza Sada se calculaba en 1992, en 3, 800 
millones de dólares. Sada Treviño v Sada Conzález Banca Serfín. 

Otra familia del norte con gran peso económico y político es la encabezada 
por Lorenzo y Marcelo Zambrano, su capital variable es superior a los 2,000 
millones de dólares. Este capital se consolidó primero por la posesión de la más 
grande cememera de América del None. es el productor predominante con dos 
tercios del mercado mexicano. además la compra de un 25% de la empresa \a­
lenciana de Cementos en España. la cual tiene el 1 t% del mercado local y tiene 
una capacidad de producción de 6.8 millones de toneladas anuales. 

La participación de empresarios y políticos en el norte del país, tiene su 
centro en Monterrey. Los nombres señalan los nexos de familia_ por ejemplo 
Teresa Garda de Madero. regidora en el municipio de Ylonterrev v por Regina 

83. Fernálldt-'z \o1t-néndt"Z. JorJ!:f'. "Los qllt' quit'ft'lI ~. los que put'dt·n .. t-'Jr Tnullu \lurlÍnt'z .. \zurt'lIa 
(Compiladora). Sucesión presidencial y transición dmwcrátlca. p. -t"':. 

M. Rodrígllez Castañeda. Rafael. "La élilt" empresariaJ de Satinas ... t'n: Proceso. ~o. 819.1:3 clt' julio df" 
199"2. pp. 6·7. 
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Garza Rodriguez, nieta de Antonio L. Rodríguez, primer diputado del PAN en 
1946 y uno de los principales banqueros de Nuevo León. Otro propietario, em­
presario panista es Antonio Elosua Mugerza, dueño de la empresa regiomontana 
L~OSA (Ladrillería de Monterrey). 

3.2.1. Pnncipales pW1l0S de la Refomw Iblítica de 1994 

La Reforma política emprendida en 1977 y plasmada en la Constitución, se 
aplicó principalmente en torno a cuatro puntos relacionados a los procesos elec­
torales y los partidos políticos. 

* El sistema de representación proporcional. 
* Se estableció el sistema de autocalificación por parte de la Cámara de 

Diputados, bajo el principio de proteger su autononúa frente a otros poderes. 
* Se aprobó el recurso de reclamación ante la Suprema Corte de Justicia. 
* Se crearon mecanismos que facilitaron el registro a los partidos políticos. 

La Reforma de 1986 también de índole electoral, acusaba los errores come­
tidos por la reforma anterior en cuanto a la representación proporcional -la 
cual resultaba desigual en cuanto a la representatividad de la población y el 
perímetro del territoricr- y por otra parte, la composición y autononúa de un 
órgano colegiado que fuera de un todo independiente a la esfera del poder polí­
tico en ejercicio, para deliberar en los asuntos electorales. 

Finalmente, la Reforma política electoral consiguió eliminar la participa­
ción de la Suprema Corte de Justicia y sustituirla por Tribunales electores. Esta 
reforma incluyó, además, el sistema de coaliciones entre partidos políticos, refor­
ma que demostró un desatino político en las elecciones de 1 988, al declinar los 
partidos políticos existentes con registro (PPS, PFCRN, PRT, PMS) en favor de 
un sólo candidato, mismo que no había conseguido el registro del Frente Demo­
crático Nacional, hasta su constitución en 1989 en Partido de la Revolución 
Democrática (pRD). 
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Si la Reforma de 1986 había conducido a esta fractura del poder y escisión 

de militantes del Partido Revolucionario Institucional (PRI). la reforma política 
electoral de 1990 durante el gobierno salinista se abocó a la cancelación de toda 
posibilidad de establecer coaliciones entre los partidos políticos. 

Además de esta medida política de instalar candados a los procedimientos 
electorales. en la refornm de 1990 se impulsó la profesionalización y autonoITÚa 
de los órganos electorales. v en consecuencia se aprobó la creación de un órgano 
electoral autónomo del gobierno. el Instituto Federal Electoral (IFE). con la parti­

cipación del Ejecutivo, el Legislativo, los partidos y los ciudadanos. 
A este respecto una propuesta emitida por el sector empresarial en 1988, fue 

recogida por la Comisión Federal Electoral de la cual el párrafo primero dedica­

do a la "Legitimidad Democrática v Transparencia Electoral" dice: 

La COlllisi,ín Ft'drral EI"cltlral t'S la rt'spollsablr dI:' organizar. vigilar y calificar los 
COIHICIO!> para DIPlllado., I·~·dt·rillt'., y para Prt'sidf'llIf' dt' la República. Por tanto. se 
f('qUlt'fl.' d.· la forlllilt'i{)II lit' 1111 vt'rdadero f=Hxlt'r eleetoral . .\inguna dependencia ni run· 

('iolJario dd gobit'rnu debt' St'r cabeza de la Comisión Federal Electoral y de sus organis. 

mus de apoyo. I....,a Comisión Federal Electoral Sf'-gún nuestra propuesta, deberá integrarse 
de la siguit'lllt' manera: 

La mitad. por UIl frpreSfntaf1({' de cada panido político registrado y otro tanto más uno. 
pllf (·iluladallos (It" n"C!IIIlM'i(!a 1I00ItJmbilidad y mpa<,idad. silllllilitancias partidistas. esco­
gidos por iIlSéll'ula('i()1l de ulla Lsw propuesta por los mismos partidos registrados, El 
prrsidentt' y secrt'larn) ,le la CtlnUSMJIl Federal Electoral. seráll elegidos por todos los comi­
siona<ltlS. de- la I~m'ión corre:;pc>ncliente a los clwladanos seleccionados por insaculación,&; 

Otros puntos imponantes de la Reforma electoral de 1990 fueron la crea­
ción de Wla estructura desconcentrada en lo referente a lo contencioso electoral; 

la reorganización de la integración de la Cámara de Diputados en cuanto a los 
problemas suscitados por sobrerrepresentación; y el principio de autocalificación 
para el caso de las elecciones al Congreso. 

La propuesta empresarial demandó sistemáticamente la reducción del pa­
pel que debía jugar el gobierno en el proceso electoral. así como en la 

85. Copamwx-Concanaco. Proput'~tas dPl.~ctor Pn"vado. p, 1:29, 
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ciudadanización del mismo, además de la equidad que debía persistir en las 
condiciones para que se diera una competencia electoral. 

Las ley electoral debe ser clara para asegurar comicios pacíficos, legales y transparentes, 
y evitar así que los procesos electorales se convienan en luchas intestinas que rrenen el 
desarrollo productivo del país ... el ractor político mal encauzado, sin la documentación 
adecuada. impide el desarrollo económico y social. De aM que el lmperativo de que el 
lluevo código rederal electoral. que será aprobada por la Cámara de Diputados, se 
convierta en el instrumento idóneo para garantizar comicios pacíficos, tanto por su 
transparencia cuanto por su nivel de participación ciudadana. lió 

Durante el gobierno de Carlos Salinas de Cortari se llevaron a cabo dos 
etapas de la Reforma política, una de ellas -la primera, en 1990-- que ya la 
mencionamos. La segunda se refiere a un tema central del debate partidista, éste 
constó de más de 60 modificaciones, relativas en su mayoría a procedimientos 
electorales, sobre los cuales la presencia y un mayor control de los partidos han 
desplazado a autoridades electorales, sustituyéndolas por un mayor número de 
ciudadanos con la consiguiente reducción de la presencia de gobierno y en cierta 
forma incluso de militantes de los partidos políticos. 

Una forma de evitar la sobrerrepresentación de la mayoría fue por medio de 
la eliminación de la cláusula de gobemabilidad, logrando con ello abrir la par­
ticipación de los partidos con todo su porcentaje en el reparto de las 200 curules 
plurinominales en la Cámara de Diputados, estableciendo que ningún partido 
poclía ocupar más de 315 curules, ni más de 300 si obtiene el 60% o menos de la 
votación, así mismo, también se estableció la ampliación de la representación de 
las minorías en el Senado a través de una nueva fórmula de i senadores por 
entidad, 3 de mayoría y uno para la primera minoría. 

Según esta disposición en caso de obtener el 70% de los escaños el partido 
mayoritario, no estaría sobrerrepresentado en el Congreso. 

En cuanto al sistema de autocalificación, se eliminó la fórmula anterior y se 
instaló una nueva forma de calificar a través de los consejos generales, locales y 
distritales, con calificación final (segunda instancia) del Tribunal Federal Elec-

86. Vdlalobos Gonzále2. Hugo. -Legalidad electoral y desarrolloo en: El Universal. 2 de julio de 1990. 
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toral (TRlFE), con la excepción de los comicios presidenciales que selÍan califi­
cados por el Congreso de la Cnión. 

La transparencia de los procesos electorales tocaba otro aspecto espinoso, el 
financiamiento de los partidos políticos para sus campañas, así como el estable­
cimiento de un tope a esos gastos, bajo la supervisión y fijación del Consejo 
General del [FE. Esta medida implicaba a su vez el acceso igualitario de los 
partidos en campaña a los medios de comunicación: para este fin elIFE estable­
ció un nuevo mecanismo, consistente en un catálogo que regulara horarios, tari­
fas y lineamientos sobre el manejo de la información durante las campañas. 

La ciudadanización de los organismos electorales, fue una demanda de la 
sociedad civil en su conjunto, recogida a su vez por el sector empresarial, el cual 
habla a título de dicha sociedad civil y finalmente la demanda aparece atendida 
sin identificar claramente qué el sector o actor social fue su legítimo impulsor. 

Aún así, el proceso de ciudadanización se abrió en los organismos electora­
les, la reforma incorporó 3 consejeros ciudadanos más en los consejeros locales y 
distritales, en sustitución a tres funcionarios electorales; amplió así el número de 
consejeros ciudadanos de seis a nueve, haciendo con ello mayor el peso de dichos 
consejeros ante partidos y autoridades electorales, esta reforma entró e vigor des­
pués de las elecciones federales de 1 994. 

3.3. El viejo y nuevo corporativismo mexicano 

Rescatando los postulados de Schmitter respecto a los sistemas de intermediación 
de intereses en las sociedades capitalistas, Luna y Tirado han caracterizado la 
acción del sector empresarial mexicano en dos sentidos históricamente ha­
blando: 

* De 1917 a 1975, en que las grandes organizaciones sectoriales, domina­
ron la acción colectiva empresarial bajo control y tutela del Estado y 

* de 1975 a la fecha, donde los organismos empresariales se caracterizan 
por tener una gran dependencia del Estado. 
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Por otra pane, Alejandra Salas-Porras aplUlta acertadamente en cuatro plUltos 
la estrategia empresarial que se genera a panir de los 70s: 

* Fortalecer las asociaciones de intereses, haciéndolas más autónomas, activas 
y unidas, redefirúendo su acción como política aunque no abiertamente partidista. 

* Diversificar las vías de comunicación institucional y medios para privati­
zar arreglos institucionales para el control de la econonúa, agencias guberna­
mentales y procesos de formulación de políticas sin abandonar y alUl acrecenta­
do el cabildeo informal, personal y ministerial. 

* Promover nuevas organizaciones de interés --corporativista5 o no-- para 
llenar vacíos y estimular la especialización y la maesma técnica entre las asocia­
ciones de interés empresariales.87 

En el periodo posrevolucinario los gobiernos buscaron la forma de controlar 
la participación política de diferentes grupos sociales, de forma pacífica o lo más 
pacífica que pudiera darse. El país necesitaba crecimiento económico y éste sólo 
podía darse en lUl ambiente de estabilidad política que ofreciera seguridad a los 
capitales a invertir. 

Los grupos políticos y económicos que surgían, debían ser controlados por 
el gobierno, y sus demandas se canalizarian a través de la misma estructura 
corporanva. 

El proceso de corporativización se dio, a partir del apoyo y estímulo que el 
gobierno concedió a la formación de organizaciones sindicales y campesinas al 
mismo tiempo que iba incorporándolas al partido del gobierno. El proceso de 
incorporación tuvo lugar bajo dos condiciones fundamentales: 

* La desarticulación de grupos armados locales y regionales, que pretendie­
ran el poder, sólo podían acceder a él por la vía institucional representada dentro 
del partido (PNR). Los líderes, obreros, campesinos locales y regionales tuvieron 
presencia y representación desde la base del partido, ejercieron así lUl control 
homogéneo y militar en el país. 

87. Salas-Porras, Alejandra. .. Globalización e imerf5eS empresariaJes organizados en México» en: Revista 
Me:xironn de Ciencitu ftJlíticru y SocUúes, No. 173, Julio-septiembre, 1998. 
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* La institución de la lucha política se fortaleció a medida que el país se 
tranformaba (pNR. PRM, PRI), se conformó una base social partidista que sir­
vió de apoyo al gobierno, notable en los procesos electorales. El gobierno conce­
dió a sus agremiados pronta solución a sus demandas. 

En tomo al partido del gobierno se aglutinaron los sectores obrero, campe­
sino y más adelante el popular: la sociedad se volvió un gran aparato corporati­
vo, organizado dentro de un partido con un proyecto de nación que cohesionaba 
a la sociedad entera. Los casos más representativos de este momento histórico, 
inician con la política emprendida por el General Lázaro Cárdenas, la cual con­
sistió en hacer del artículo 27 Constitucional, el eje del desarrollo nacional. La 
organización del campesinado a favor de esta política, le brindó apoyo incondi­
cional que fortaleció y legitimó su régimen. La organización obrera con caracte­
nsticas muy diferenciadas del campesinado, apoyó al régimen en momentos da­
ve. 

En los años veinte la CROM estableció relación con el gobierno hasta llevar 
a su líder Luis N. Morones a integrar el gabinete. Posteriormente las organizacio­
nes obreras empezaron a formar parte de la coalición gubernamental. Se formó 
en ese periodo el Comité de la Defensa Proletaria, que sirvió de apoyo al régimen 
cardenista en los años treinta. De éste comité precisamente surgió en 1936 la 
Confederación de Trabajadores de México (C1M), lidereada por Vicente Lombardo 
Toledano. La CTM se convirtió en el sector obrero tradicional, en bastión hege­
mónico de apoyo al gobierno: a partir dellI Congreso Nacional de la CTM, en 
febrero de 1941, Y salvo breves periodos -1947, es nombrado Felipe Amilpa­
Fidel Velázquez se convirtió en el secretario general de la CTM. 

En 1940 la industrialización del país marchaba rápidamente, el gobierno 
se consolidaba en su papel de promotor del desarrollo de la econollÚa y como 
árbitro en los conflictos, negociaciones entre actores políticos y/o grupos sociales. 

El aspecto corporativista del arreglo social o también llamado pacto social, 
se refiere al arreglo institucional que vincula intereses, organizados y asociados a 
las estructuras del gobierno donde descansan la toma de decisiones." 

88. Rubio. Luis y F'ernández. Arturo (coordinadores). México a la hora del cambio. p. 448. 
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Los sindicatos han representado el contingente más grande del andamiaje 
corporativo desde 1946 y en la relación CTM-PRI. De la misma manera se vin­
culó a esta relación la lealtad política y el apoyo electoral, del que los sindicatos 
esperaban obtener del gobierno senadUIÍas, diputaciones, gubernaturas equiva­
lentes a promoción y ascenso social-político. Así, la burocracia sindical se convir­
tió en parte integrante de la clase política mexicana. 

Paradójicamente, las organizaciones sindicales iban obteniendo posiciones 
políticas y formando cuadros para la representación popular, pero iban abando­
nando la esencia de su desarrollo en el proceso productivo, el trabajo en la indus­
tria y sus mecanismos de modernización pasaron a un segundo plano de impor­
tancIa. 

El arreglo corporativo concedió grandes logros al sector obrero organizado, 
instituciones de salud. abasto, vivienda y recreación, como IMSS, ISSSTE, 
InIonavit Fonacot y tiendas de esos organismos entre otros. Estas instituciones 
de seguridad social y mejoramiento laboral, se convirtieron en aportaciones in­
directas al salario de los trabajadores. 

en sector todavía más beneficiado del sistema corporativo lo integraron los 
sindicatos de las paraestatales como Pemex, Ferrocarriles, y electricistas, quie­
nes obtuvieron salarios por encima de la media nacional, exención de pagos, 
prestaciones y concesiones extraordinarias. 

Los movimientos independientes de sindicatos fueron socavados y general­
mente reprimidos con violencia: su condición de estar fuera del sistema corpora­
tivo los hacían inaceptables, la democraCIa sindical ganó un espacio en los años 
setenta, mermando el poder de la CU!. El sindicato de electricistas, promotor 
de la tendencia democrática, aglutinó alrededor suyo otras fuerzas independien­
tes al sistema corporativo. 

El recurso de las huelgas por parte de los sindicatos concentrados en la 
CThI, era usado excepcionalmente. En la década de los ochenta por ejemplo, la 
cm participó de forma involuntaria en el recurso de huelga. 
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ronna económica que le diera margen de negociación ante el gobierno y cierta justifica­
ción rrente a sus slndicatos; posteriormente. de 1982 en adelante. ya no ha podido 
resolver la defensa de sus intereses económicos y político-sindicales de una manera ravo­
rabie, frente al proyecto modernizador del grupo gobernante que desde entonces ascendió 
al poder.59 

El problema del corporativismo inició con el abandono de los líderes sindi­
cales de la organización para el proceso productivo, en favor de una división del 
trabajo que permitiera la consolidación de una planta productiva preparada al 
ritmo de los tiempos internacionales. A cambio de ello proliferó un anquilosa­
miento de las estructuras, renuentes al cambio, permeadas de corrupción y usa­
das como trampolín al escenario político nacional. 

La incapacidad de los líderes y dirigentes sociales, se demostró al no poder 
dirigir el nuevo proceso de desarrollo de la actividad económica ante nuevos 
parámetros tecnológicos de modernización y competencia. México se enfrentó a 
un cambio global en la década de los ochenta: en esta transformación el corpo­
rativismo no funcionó con la eficiencia debida ni con sus representados ni como 
ordenador de las relaciones laborales. 

Paulatinamente el corporativismo tradicional se vio menguado por la polí­
tica económica de privatizaciones, eliminando con ello viejos privilegios que el 
Estado conceclía: la seguridad social disminuyó por los recortes presupuestales 
que se dieron en miras de sanear el gasto público, además del crecimiento 
poblacional que afecta a un menor reparto para un mayor número. 

El apoyo político que el corporativismo daba antaño al sistema, ya no era el 
mismo, pues por una parte la crisis económica y la aplicación de medidas para 
atenuarla habían repercutido en el descontento social de sus mismos agremiados, 
que resintieron el deterioro de su poder adquisitivo. 

En México. a partir de la crisis, se ha desencadenado un proceso de readecuación de 
fuerzas e intereses sociales, donde no sólo la CfM ha salido mal librada. SlnO todo el 
sindicalismo mexicano. Por el contrario. los grupos empresariales más fuertes, nacionales 
y extranjeros, han aprovechado los desajustes económicos para acentuar sus privilegios 
con el apoyo estatal. Se puede decir que el proyecto modernizador del Estado mexicano 

89 .. "guilar García, Javier (Coord). Hutnria de la CTM 1936 • 1990. Tomo 11. p. 733. 
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neva el sello de la racionalidad capitalista: se intema una salida a la crisis conrorme a sus 
interese:; fundamentales. ESlt> proceso ha implicado la confrontación de los sujetos socia­
les y sus proyectos. cada lmu de los cuales pone en juego sus posibilidades e intenta influir 
en la gestión estatal. <lO 

La sociedad en transfonnación se ha vuelto más participativa en el ámbito 
politico, cuestión que trasciende a los afiliados o sindicalizados que ya no votan 
corporativamente. sino que actúan de manera independiente. La misma socie­
dad antes corporativizada en torno al partido del gobierno, es ahora más 
heterogénea al participar en diferentes partidos. La democratización politica se 
conviene también en factor importante que contribuye al desmantelamiento del 
viejo corporativismo. 

3.:3.1. El dRsmantelanu'ento dR las cieias estructuIas corporativas 

Como señalamos anterionnente, el sistema politico mexicano articuló reglas y 
procedimientos de representación y participación de la sociedad en la vida poli­
tica del país. Las elecciones, la concertación social y la canalización de las de­
mandas de los diferentes grupos sociales estaban resueltas a través de un sistema 
corporativo cimentado en una base social y politica. 

La estructura corporativa terna a los grupos sociales unidos a su sistema, 
mediante el cual se ejercía el control de los representantes más importantes del 
proceso productivo, de tal fonna, que el gobierno podía dirigir y promover la 
actividad económica. 

La estructura corporativa la confonnaban un conjunto de organizaciones 
(sindicatos, partidos poüticos, entre otros), los cuales se vieron forzados a seguir 
los caminos establecidos para la lucha politica de lideres y dirigentes sociales. La 
institucionalización de la lucha politica permitió un arreglo social a través del 
cual pudo conducirse el proyecto económico. 

Con el arribo de las politicas de corte neoliberal, el sistema corporativo 
entró en crisis, pues el gobierno al empezar a retirarse de su participación econó-

9O.ldem. 
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mica, dejó de resolver los problemas laborales; el arreglo social se mediatizó y la 
estrategia económica dejó de favorecer a los sindicatos. 

A partir de la década de los ochenta, las organizaciones sindicales que inte­
graban el aparato corporativo, empezaron a resentir la crisis económica y políti­
ca. De pronto las necesidades del país no correspondían a las de medio siglo 
antes, ahora debían enfrentar la política de pactos, una econoIlÚa abierta, y una 
mayor productividad y competitividad."' 

En las últimas dos décadas, el avance tecnológico y la globalización han 
conducido en todo el mundo hacia nuevas relaciones laborales, basadas como 
señalan los empresarios, en "nuevas" formas participativas y consensuales de 
interacción entre sindicatos y empresas para elevar la productividad y la cali­
dad, siendo incompatibles con un corporativismo que posee una estructura 
homogeneizadora, centralizadora, jerárquica, antidemocrática y poco flexible.92 

El corporativismo entró en una crisis de legitimidad, con repercusiones en el 
sistema político. El control corporativo en realidad, dejo de controlar y el des­
contento de la base trabajadora rebasó la dirigencia de sus sindicatos entrando 
en franca oposición a su poder, más imaginario que real. 

Ante el cierre y quiebra de empresas, el desempleo creció dejando al corpo­
rativismo al margen de su disolución, por lo que las bases trabajadoras más 
conscientes de esta realidad buscaron nuevas formas de organización para el 
trabajo, con posiciones más flexibles y conciliadoras con los patrones. Así la nue­
va organización sindical deberá estar acorde a las nuevas exigencias del cambio 
tecnológico y de la apertura comercial. 

Al respecto, en 1990 los empresarios señalaban en voz de Jorge Ocejo More­
no, presidente en turno de la Coparmex, la necesidad de democratizar los sindi­
catos, sin intervención de los empresarios y el gobierno, a menos de darse una 
desviación de fondos o un seguimiento a un proceso penal. 

El nuevo modelo laboral debería basarse en la cooperación de empresa y 
sindicato, la correlación de fuerzas a gestarse es de negociación y consenso, con la 

91. Como referencia (eórica ver: Ortegll Riquelme. Juan Manuel, "Sobre el desarrollo de la teoría del 
neocorporativismo" en: Revista Mexicana de Sociología, año LLX. No. 4. México, UNAM.-IIS. 1997. 

92. Ibidem, pp. 453-i54. 
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observancia de una legislación de trabajo, flexible y adaptable, de clara delimi­
tación, de compromisos de anillas panes para respetar un nivel de productivi­
dad proporcional al salario. 

en imperativo de la nueva relación. es la capacitación del trabajador para 
su mejor desempeño productivo y su libertad de elección política, para que esta­
blezca en lo individual o colectivo su propia organización y mecanismos demo­
cráticos. 

De acuerdo con Raúl Trejo, la propuesta empresarial resulta sin duda un 
arma de doble fIlo, ya que por un lado pretende descalifIcar y debilitar más a los 
líderes tradicionales, que no dejan de ser sus adversarios políticos, y por el otro, 
se persuade de todo tipo de presencia institucional en la regulación de asuntos 
laborales. 

LIS dirigentes empresariales han querido aprovechar la crisis del corp:>rativismo sindical 
para propiciar un esquema de libre concurrencia, regulado apenas por la fuerza de cada 
organización obrera. Buscan así un sindicalismo no politizado que. en su concepción. es 
84uel que se involucra únic8meme en la negociación de asuntos gremiales.QJ 

El desmantelamiento de las viejas estructuras corporativas pretende más 
que su extinción, su transformación, lo cual no implica necesariamente ir hacia 
un nuevo corporativismo, que a todas luces resultaria inaceptable. Pero es indu­
dable que el desmantelamiento tiene que desenmocar en la propuesta de un 
nuevo modelo laboral considerado dentro de las reformas del sistema político y 
acorde a las exigencias del sector empresarial.O; 

93. Trejo Delarbre. Raúl. ,,,"iejo ... ¿y nuevor. corporalivi.srno (rt'lvinrlicar al corporativismo. para 
desmistificarlo) en: Luna. ~tJlde y Pozas H.. Riearoo. RelaciolU'-s CorporolúlGS en un Periodn de Tf'Wl­
sición. p. 231. 

94. Sobre teoría del neocorporarivismo ver: Ortega Riqudme. 111811 \-talluel. "Lna evaluación del uso de la 
teoría del neocorporau,,'ismo en ~téxico .. en: Revista J1exicana de Sociología. Año l..lX.. :\0. i. LX-\.\I-IIS. 
1997. 
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4. El sexenio salinista y su programa económico 
(1988-1994) 

Carlos Salinas de Cortari. declarado presidente electo para el periodo de 1988 a 
1994, recibe un país con severos problemas económicos y serios compromisos 
con el exterior heredados por la anterior administración de Miguel de la Madrid. 

A finales de 1988 la realidad internacional dio al traste con nuestra econo­
mía, ya que el término de la guerra Irak-lrán, implicó la reintegración de estos 

países al mercado petrolero, propiciando una sobreoferta de crudo para beneplá­

cito de las potencias, cotizándose hasta a 10 dólares por barril. 
La estrategia salinista para hacer frente a estos problemas, prácticamente 

no cambió y se solicitaron nuevos créditos por 3,500 millones de dólares, con lo 
que aumentó la deuda pública externa hasta 108,500 millones y los intereses 
por consiguiente, limitando así el saneamiento de las finanzas públicas.95 

CUADRO 2 

INDICADORES DE LA DEUDA-INTERESES HASTA 1988 

1983 1984 

Deuda externa del 
sector público (1) 93.3 

Intereses 
Pagados (1) 10.1 

93.3 

11.7 

1985 1986 1987 1988 

96.6 100.9 107.4 108.5 

10.1 8.3 8.1 9.4 

Exportación % 45.3 48.4 46.9 52.0 39.9 47.0 

(1) Miles de millones de dólares (incluye la privada) 

Fuente: Banco de México y SHCP en; Ortiz \\'adgymar. A .. Política Económica de México t 982-1995. 
p.l08. 

95. Por cada mil millones de dólares que se contralaI'on. se tecúa que pagar una tasa. anuaJ de 10%. que en 
cifras implicaba aproximadamente 100 mil millones de dólares (Ver apéndice cuadro B). 
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Para tener lUla idea de lo anterior. conviene recordar que "el peso de las 

deudas públicas internas v externas absorbieron en promeclio el 60% de presu­
puesto. razón pcr la cual el gasto público tanto el corriente como el de inversión 
se contrajeran al máximo sin que puclieran sanear las finanzas del Estado."% 

Por otra parte, Salinas durante su nada austera campaña pcütica, no logró 
estructurar bien su programa económico, el cual se elaboró en marchas forzadas 
para presentarse el primero de cliciembre. Sin embargo, se presupcnía que su 
gobierno se amoldaria a las clispcsiciones neo liberales acordadas de antemano 
pcr su antecesor en la Carta de Intención. 

Ante esta situación la Concanaco opinaba que el gobierno de Salinas tenía 
el tiempc limitado y se jugaba el futuro del sistema. El escaso margen de manio­
bra sugería soluciones concretas y no modelos abstractos, puesto que la herencia 
de una economía estancada era sin duda difícil de manejar. 

Sin embargo, taniliién deben subrayarse otros aspectos: ante la magnitud 
de la crisis, las opcrtunidades de inversión y crecimiento resultaban enormes, 
pero además las bases financieras para emprender una futura recuperación eran 
más sólidas, sobre todo respec'Io al manejo del sector público. Si a todo lo ante­
rior se uniera un arreglo en verdad visionario y aniliicioso para reducir el servicio 
de la deuda externa, entonces lo que en 1988 parecería precario o frágil se reve­
laria como una realidad.'" 

En su cliscurso de toma de pcsesión, se insistía en los patrones puestos en 
práctica pcr Miguel de la Madrid, haciéndose hincapié en proseguir hasta sus 
últimas consecuencias con la cuestionada apertura al exterior, y en basar sus 
alternativas en la mayor atracción al capital extranjero a través de canje de 

deuda pcr inversión o pcr bonos. Taniliién habló de cuestiones como una mayor 
equidad, volver al crecimiento concenado con los empresarios, combate a la 
inflación; insistió en un plan de seguridau t:iudadana en virtud de la expansión 
sin limites de la delincuencia. Dejó entrever que pugnaria pcr reducir el peso de 
la deuda sobre la economía. 

%. Ortíz Wadgymar. Arluro. Polltica Económica de JIé.rico 1952./995. Los sexenios neo/ibera/es. p. 
108. 

97 ... Soluciones Concretas .. en: E.rcelsior. 25 de noviembre de 1988. 
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El apoyo que recibió el gobierno de Salinas de 3,500 millones adicionales, 
puso en evidencia el apoyo que la banca internacional le seguiría brindando a 
México: sin embatgo el precio sería muv alto, por un lado, entregat nuestra 
econonúa a los intereses extranjeros y por el otro, integramos al proyecto del 
Mercado Común de América del Norte a través de un tratado de libre comercio. "8 

Tanto el Plan Nacional de Desarrollo 1988-1994 como el Pacto de Estabi­
lidad y Crecimiento Económico (PECE), dados a conocer el13 de diciembre de 
1988, evidenciaton prácticamente más de lo mismo y entre sus puntos más im­
portantes se planteaban: 

* Ajuste diario de un peso en tipo de cambio a partir de enero y hasta junio 
de 1989. 

* Aumento de los precios de los productos y servicios del sector público, sin 
incluir los que tienen un mayor impacto inflacionario como gasolina y otros 
derivados del petróleo. 

* Modificat la estructura de atanceles a la importación pata racionalizat la 
apertura comercial. 

* Impulsat la actividad agropecuaria mediante estúnulos regionales y la 
revisión de los precios de gatantía pata el ciclo otoño-invierno. 

* Revisión de precios privados que presenten rezagos externos. 
* Eliminación de medidas de regulación a los particulates en materia de 

trámites e inversión. 
* Renegociación de la deuda pata reducir el peso de ésta. 

Dicho documento no establece topes salariales y señala que los incrementos 
de los contractuales, se regirían por las revisiones normales."" 

La descongelación del tipo de cambio se planteó en forma gradual, pero 
bajo la influencia del mercado libre. 

98. Ortíz Wadgymar. Arturo. Polltica Económica de Mé.rico 19 ;2-1995. Los sf'xenios neo{ibuoles. 

p. 109. 
99. El Fmanciero. 13 de diciembre de 1988. 
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Las tarifas de los sen~cios que presta el sector público ya veJÚan arrojando 
desde octubre números rojos, incidiendo sobre las ya de por sí debilitadas finan­
zas del gobierno, motivo por el cual los presupuestos de las Secretarías del Esta­
do y empresas paraestatales se redujeron a su mínima expresión. Bajo estos argu­
mentos' desde el gobierno de Miguel de la Madrid se inició la venta de paraestatales 
a la iniciativa privada nacional y extranjera. hecho que por cierto fue aplaudido 
por los empresarios y la banca internacional. A,í el Estado pudo obtener recursos 
para poder hacer frente a necesidades inmediatas. 

El tránsito del PSE al PECE simplemente retoma la idea principal del 
fallido Plan Baker. el cual consiste en solicitar préstamos al exterior para "crecer" 
pero sobre todo poder seguir pagando los intereses de la deuda y proseguir con 
los ajustes dictados por los organismos financieros en detrimento de la clase tra­
bajadora y la soberarua nacional. 

La mayor parte del ajuste recayó sobre los salarios, perdiendo su capacidad 
adquisitiva hasta en un 55% con respecto a 1988. Esto, sin embargo, nunca 
preocupó a las cúpulas empresariales, que siempre pregonaron que la causa cen­
tral de la inflación eran precisamente los incrementos a los salariosl<JO 

Sin embargo, la caída de los salarios, en realidad benefició a los empresarios 
en su conjunto, ya que los primeros cuatros años del sexenio, se pudo incremen­
tar la producción industrial con un costo de operación más bajo, medido en 
términos de salario. Es decir. el incremento del Producto Interno Bruto y princi­
palmente de las manufacturas, se dio gracias a la mayor explotación del trabajo 
y la disminución considerable del precio de la mano de obra en términos reales. 

* El tipo de Cambio 

La paridad de nuestra moneda en el sexenio salinista prácticamente se man­
tuvo más estable que en el sexenio anterior, ya que de un tipo de cambio con 
respecto al dólar en 1 CJ88 de $2,257 pesos por dólar, se llegó a junio de 1994 con 
un cambio de $3,4Oú lo que implica un incremento del 51 %. 

100. Ver Cuadro 2. 
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Dicha estabilidad puede considerarse uno de los logros más importantes del 
régimen en función de que se redujo la dolarización y especulación creciente que 
el gran capital obtuvo durante el gobierno anterior. El dolar como inversión y 
especulación se desplomó y el peso mexicano finalmente fue base de las opera­
ciones monetarias y financieras internas. El dólar barato como contraparte. dio 
origen a una explosión de las importaciones y redujo la competitividad de las 
exportaciones. Hn 

La estabilidad en el tipo de cambio hasta mediados de 1992 aproximada­
mente, fue un triunfo macroeconómico. Sin embargo, ya se empezaban a sentir 
los estragos de la sobrevaluación del peso, que se manifestaban en el precio de las 
importaciones en detrimento de la producción nacional, al igual que el estan­
camiento de las exportaciones . 

..\. partir de este momento, varios sectores señalaban que el problema de la 
sobrevaluación del peso podria llevarnos a una macrodevaluación, quedando en 
entre dicho el programa económico del gobierno. Sin embargo, con la gran afluen­
cia de la inversión extranjera entre 1988-1994, y con la venta de paraestatales, 
que fue casi total hacia finales del sexenio, representaron altos niveles de reserva 
en El Banco de México y un superávit en la cuenta corriente como consecuencia 
de la afluencia de capital extranjero que aprovechando las grandes ventajas que 
le ofrecía la Bolsa Mexicana de Valores, llegaba a México para obtener jugosas 
tasas de ganancia. 

Para 1993 el tipo de cambio era fuertemente cuestionado, ya que práctica­
mente permanecía congelado, y fue aquí donde precisamente muchos ahorradores 
ajenos a la posibilidad de participar en la Bolsa Mexicana de Valores, y ante los 
bajos intereses de la banca, comenzaron a comprar dólares aceleradamente, pre­
sionando así su demanda, por lo que a partir de este año, empezó a elevarse el 
deslizamiento del peso, hasta llegar a casi $3.30 nuevos pesos, dejándose un 
nivel de deslizamiento de .0004 centavos. Sin embargo, el optimismo creado en 
función de los éxitos macroeconómicos visto desde la perspectiva del tipo de 
cambio estable, se vio finalmente fortalecido a finales de 1993 con la firma del 
Tratado de Libre Comereio, el cual analizaremos más adelante. 

101. Idom. 
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La firma del Tratado de Libre Comercio que significaba para muchos el 
triunfalismo de la política económica salinista, cesó en 1994, cuando el primero 
de enero se inició la rebelión armada en Chiapas y el posterior asesinato del 
candidato del PRI a la presidencia Luis Donaldo Colosio, ya que a partir de este 
momento, el peso empezó a sentir fuertes presiones fruto de la desconfianza de 
los dueños del capital que no pudieron festejar el triunfo de la aprobación del 
TLe. 

Por un lado, la confianza se perdía y por el otro, la dolarización comenzaba 
a sentirse nuevamente, hasta que el gobierno de Salinas tuvo que aceptar un 
nuevo préstamo por $6,000 millones de dólares, a través del Departamento de 
Tesoro Norteamericano, con la finalidad de apuntar el peso y no se llegara más 
que a los niveles máximos de la banda de flotación de N$3.40 por dólar. Sin 
embargo. aún prevalecía el temor de una sobrevaluación del peso hacia finales 
del año y aunque se sosteTÚa artificialmente, más adelante tendria que ajustarse 
nuevamente. ter1 

* El problema inflacionario 

Para resolver el problema de la inflación, el gobierno salinista nuevamente 
echó mano de los Pactos, que significaron como ya señalábamos anteriormente, 
programas de ajustes que aplicaron una política donde la reducción del gasto 
público, el control del circulante vía encarecimiento del crédito: la congelación 
de los salarios: adoptar un tipo de cambio semifijo; el despido de miles de buró­
cratas y privatizar la mayor parte de las empresas paraestatales, generaron un 
saneamiento de las finanzas públicas y un incremento de la reserva del país. 

Con respecto a 1988, las tasas inflacionarias cedieron, para alcanzar para 
1993 la inflación de un dígito, considerándose por los organismos internaciona­
les, la bandera triunfal de Salinas y su equipo, mientras que también, las altas 
esferas empresariales no dejaban de insistir en que la política salinista era el 
único camino a seguir. 

102. Ortíz Wadgymar. Arturo. Politica Económica de México 1982-1995. Los sexenios neoliberales. 
p. 117. 

102 



Sin embargo, la clase trabajadora sostenía que lejos de haber sido un triun­
fa, había significado un duro retroceso, ya que en términos reales, la inflación se 
disparó mucho muy arriba de los incrementos salariales. 

Sin duda, la variable más castigada en los programas de ajuste implícitos 
en los Pactos es precisamente el salario y desde luego el empleo en función del 
adelgazamiento del Estado, y la mayor eficiencia de las empresas modernizantes. 

CUADRO 3 

PIB/SALARIOS E INFLACION y TIPO DE CAMBIO 1988-1994 

Años 1 2 3 4 5 

1988 1.1 57.7 7,252.00 2,300 
1989 3.1 19.7 9,138.00 26.0 2,340 
1990 2.2 29.9 10,786.00 18.0 2,347 
1991 3.6 19.0 12,170.00 12.8 2,380 
1992 2.6 11.9 13,300.00 9.2 2,385 
1993 0.4 8.9 N$ 14.27 7_0 2,390· 

• Hasta octubre de 1994, el tipo de cambio era de N$ 3.40 
1. Pie Crecimiento anual % 
2. Inflación anual % 
3. Salarios mínimos a fin de año (pesos diarios) 
4. % de incremento salarial 
5. Tipo de cambio (pesos x dólar) 

Fuente: Banco de ~éxico. S.o\.. lnronnes Anuales. varios años e INECI agenda Estadística en: Oruz 
Wadgymar,:\.. Política Económica de México 1982·1995. p. 120. 

Pero por otro lado, se consideraron oficialmente un éxito las tasas de creci­
miento que hasta 1992 presentó el Producto Interno Bruto, con excepción de 
1993 y 1994 en la que se presentó una severa recesión reconocida para el primer 
año de 0.4%. 
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Los salarios perdieron porcentualmente W1 16.4% en el quinquenio, por lo 
que el incremento del 7.0 implícito en el Pacto 1993 no redujo el nivel porcen­
tual de pérdida del salario con respecto a la inflación oficial; de lo que se deduce 
que el incremento fue a pesar de todo insuficiente e incidió poco en las ventas de 
1993 y 1994I03 

* El saneamiento de las finanzas públicas 

El saneamiento de las finanzas públicas sin duda, fue W10 de los pW1tOS 
más importantes donde insistiera el Flvfl, incluso desde el sexenio de Miguel de la 
Madrid. El gobierno de Salinas lo convirtió en prioritario y siempre estuvo pre­
sente en las firmas de las diversas versiones de los Pactos. La disciplina fiscal fue 
W10 de los factores que llevaron a cumplir exitosamente ese objetivo al pasar de 
W1 déficit fiscal primario en 1988, a W10 superavitario que se inició en 1991 y 
concluyó en 1994. 

Por otra parte, la desincorporación de gran cantidad de paraestatales, pro­
pició que el gobierno se deshiciera de grandes nóminas salariales y de muchas 
deudas. De esta manera, los ingresos del Gobierno Federal aumentaron no solo 
gracias a las ventas de las paraestatales, sino también, a que puso en práctica 
W1a miscelánea fiscal que combatió la evasión fiscal, y creó W1 impuesto del 2% 
sobre los activos. Lo anterior, a pesar de haber sido impopular entre algW10s 
empresarios por estar acostumbrados a evadir el fisco, se puso en práctica tenien­
do como resultado de W1 incremento sustancial en los ingresos fiscales del go­
bierno, vía cobro de impuestos a las personas físicas y a las empresas. 

En febrero de 1992 más de 178 cámaras de todo el país pertenecientes a la 
Concanaco, se manifestaron en contra del establecimiento de cajas registradoras 
fiscales, bajo el argumento de no estar dispuestos a que las autoridades tributarias 
manejaran a su antojo el sistema fiscal mexicano. Señalaban no estar en contra 

103 ... Pacto para la Estabilidad la Competitividad y el Empleo del 3 de octubre de 1993» en: El F'manciero. 
4 de octubre de 1993. 
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de pagar impuestos. sino de una ley fiscal inestable v del enonne burocratismo 
dentro de las dependencias tributarias.'f).¡ 

Asimismo. hubo una reducción del gasto público programable y de inver· 
sión que también contribuyó al saneamiento de las finanzas públicas. aunque 
no hay que descartar que en buena medida y a pesar de PRONASOL, esta re· 
ducción afectó en mayor grado en los gastos de tipo social como seguridad social. 
salud. educación v vivienda. 

CUADRO 4 

SANEAMIENTO DE LAS FINANZAS PUBLICAS 
(COMO PORCENTAJES DEL PIB) 

1988 1989 1990 1991 

Ingresos corrientes 30.2 29.1 29.3 26.2 
Gastos corrientes 35.0 30.1 26.7 22.1 
Ahorro corriente -4.8 -1.0 2.6 4.1 
Gastos de capital 4.5 3.8 4.8 4.3 
Balance financiero -12.4 -5.6 -3.9 1.8 
(-déficit o superávit) 

1992 

25.9 
20.1 

5.8 
4.0 
3.4 

Fuente: SHCP. publicado {'ti .\'ut'ional FillaJH'lt'I"U. El .\ll'rmdu dt> \'alort'!'<. \['1111. 1 dI' Pilero dI' 194-1:. p. 
S ... t"n: OrllZ \\iul!!\'lllur. \ .. PolÍlicH E('onólllim tlt' \fhiC'U 198:l-19q~. p. 1 :l:i 

Para 1993. gracias a la baja del pago del principal de la deuda externa. se 
convirtió en un pequeño superávit en función de que. la deuda externa guberna· 
mental pasó a ser deuda interna tanto del gobierno como de la iniciativa privada a 
través de las inversiones extranjeras en cartera. y a compras de valores guberna· 
mentales que pagan tasas más altas que en otros mercados de dinero y capitales. 

104. Carda Dorant~. Juan ~lanllel. ",\tás de 178 cámaras de Comercio. unidas contra la instaJación de 
cajas registradoras fisc:al~ .. ¡'n: El Financiem. 3 de febrero de- 199'2. 
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La deuda pública externa St" ha mantenido en ,úveles que no pasan de los 82 mil millones 
de dólares; pero ahora habría que t-ncontrarla en deuda interna como CETES y otros 
valores gubernamentales y desde luego en la· banca privada y la Bolsa ~Iexicana de 
\aJores. Dicho de otra manera la deuda se transforma en privada e interna sin dejar de ser 
externa. \05 

Sin embargo, los pagos por conceptos de interés de la deuda pública externa 
aún seguían pesando sobre los ingresos del sector público, es decir, el país aún 
terna que enviar al exterior fumes cantidades de divisas, incidiendo negativa­
mente sobre las finanzas públicas, poniéndose en evidencia que el problema 
todavía no estaba resuelto del todo como se pregona oficialmente. 

La suma de los primeros cinco años del gobierno salinista nos arroja un 
pago por ~servicios factoriales" de 58,176 millones de dólares, que significaron 
aproximadamente la mitad del adeudo total, de esta manera podemos afirmar, 
que se dio un saneamiento de las finanzas públicas en fase primaria, pero que 
pagando deudas e intereses, el problema aún no se resolvía pese a la negociación 
de 1989. La deuda externa gubernamental disminuyó, pero no la extranjera en 
forma de deuda externa. 

* Renegociación de la deuda externa de 1989 

Salinas durante su campaña poütica prometió restablecer el crecimiento 
económico y reducir las transferencias de capital futuro del endeudamiento ex­
terno; y es precisamente en el Plan Nacional de Desarrollo 1988-1994 don­
de se hizo presente esta promesa, por lo cual a mediados de 1989 se procedió a 
llevar a cabo una renegociación del débito externo, que estuvo acompañada por 
un mensaje presidencial donde informaba la resolución de la deuda. 

La renegociación en términos generales consistió en: 

* Se acordó renegociar 48,500 millones de dólares, a los que se consideró 
"deuda vieja", teniendo el apoyo y aval del Club de Paris y el FMI. Asimismo se 

105. Ortíz Wadgymar. Arturo. Po/(tica Económica de México 1982-1995. Los sexenios neoliberales. 
p. 124. 
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acordó reducir el principal en un 35%, con base en el canje de la deuda por 
bonos ~cero" y por canje de la deuda externa por capital a través de los "Swap". 

Los swap significaron compras de acciones de empresas paraestatales 
desincorporadas. mediante una deuda de sus adeudos externos, con cuya com­
pra desde luego en condiciones óptimas para los bancos acreedores, adquirian 
una parte de las acciones de la paraestatal privatizada. Es decir, los bancos se 
cobraron a través del adeudo que tenían estas empresas, las que al privatizarse, 
automáticamente el gobierno se deshacía de sus deudas, disminuyendo así los 
pasivos del sector Público. 

* La reducción del 35% de los 485,000 millones de dólares, significaron 
casi 7,000 millones menos, pero canjeados en forma de bonos cero y operaciones 
swap. 

* Baja en la tasa de interés del 9.81 (tasa prima) a 6.25% (tasa Libor). 
* Posibilidad abiena de contar con nuevos créditos para impulsar el creci­

miento económico del pais. de acuerdo con los postulados del Plan Nacional 
de Desarrollo 1988-1994. '06 

Si bien es cieno que bajó el monto de la deuda pública gracias a la venta de 
adeudos de muchas paraestatales e incluso las empresas mismas, sin embargo, el 
problema de la deuda no se resolvió, va que hasta 1994 se siguieron pagando 
fuenes Sumas al exterior. Por otra parte, la inversión extrajera se encaminó a 
comprar títulos del gobierno cotizados en casas de bolsa, y a su vez compró 
acciones en la Bolsa mexicana de Valores, lo cual implicó pagar dividendos que 
se fueron transfiriendo año con año al exteriorl07 

Pese a todo esfuerzo, el monto de la deuda para 1994, alcanzó los 82 mil 
millones de dólares, y a los 125 mil millones de dólares considerándose la priva­
da. Sin embargo, Salinas declaró oficialmente que el problema de la deuda ex­
terna estaba solucionado; pese a ello cabe insistir que mientras se sigan expor-

106. Ibidem. p. 127. 
107. El Estado se deshizo de muchos pasivos y nóminas de trabajadores que pesaban sobre sus finanzas. 
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tando esos grandes capitales en fonna de pagos será prácticamente imposible dar 
carpetazo al problema y mucho menos pensar para el país un crecimiento econó­
mico sano y sostenido para los próximos años. 

* La apertura comercial 

La evaluación del sexenio refleja como contraste en las cuentas alegres, las 
malas que se registraron en la balanza de pagos del país. La cuenta corriente y la 
balanza comercial de un saldo ya negativo de -2,901 millones de dólares en 
1988, se brinca en sólo 5 años a -23,392. '08 

En efecto, esto representa un claro problema producto de una apertura co­
mercial desmedida que provocó estragos en las cuentas externas y obligó a com­
pensarlas con la inversión extranjera, tanto directa como especulativa, que vino 
siendo una nueva faceta del endeudamiento externo. 

CUADRO 5 

CUENTA CORRIENTE Y BALANZA COMERCIAL (1988-1993) 

Años 

1988 
1989 
1990 
1991 
1992 
1993 

Cuenta Corriente 
(millones de dlls) 

-2901 
-3960 
-5254 

-13789 
-22809 
-23392 

"Incluye maquiladoras 

Balanza Comercial 
(millones de dlls) 

1754 
-645 

-3025 
-7001 

-15933 
-13480 " 

Fuente: Banco de México, Informes anuales varios años,en: Oniz Wadgymac.A., PolfticaEconómica de 
Méxioo1982-1995,p.128. 

108. Ortfz Wadgyrnar. Arturo, Polftica Económica de México 1982-1995. Los sexenios neoliberales. 
p. 128. 
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Por cada CETE que compra un extranjero habría que pagarle el interés 
correspondiente, apane de la obligación implícita en el documento de tener dis­
ponibilidad de dicha inversión. Lo mismo opera para las compras de acción del 
BMV y otro tipo de operaciones bancarias. que resultaron ser muy redituables 
para la inversión extranjera. 

Pese a que los estragos de esta apertura comercial era evidente, al propiciar 
problemas como desempleo, quiebra de empresas medianas y pequeñas y un 
ambulantaje fuera de control. sectores empresariales y gubernamentales subesti­
maron dichos efectos e insistían en llevar hasta sus últimas consecuencias, soste­
niendo que no había ningún problema en el saldo desfavorable de la balanza de 
pagos, ya que se descompensaba con inversión extranjera, además de contarse 
con las reservas más altas de la historia, calculadas en 21,000 millones de dóla­
res para ese entonces. 

Si bien es cieno que la balanza de pagos se compensó con inversión ex­
tranjera' en su mayoría fue de carácter especulativo y por consecuencia volátil. 
Por tal motivo, la BMVenfrentó severas dificultades ante la aprobación del Tra­
tado de Libre Comercio, TLC que hasta noviembre de 1993 no estaban del 
todo superadas.!"" 

Asimismo, en cuanto al monto de la reserva, ésta aumentó esencialmente 
por la venta de empresas paraestatales, por lo que se trató de un ingreso extraor­
dinario, que se dilapidó en el pago de la deuda y en imponaciones suntuarias 
que en nada favorecieron al país. 

4.1. El Pacto de Solidaridad Económica 

El Pacto de Solidaridad Económica PSE que se dio a conocer el 23 de diciembre 
de 1987, sin duda, fue uno de los primeros pasos que el gobierno desde el punto 
de vista neoliberal, dio en miras de corregir los desórdenes económicos del "crack" 
bursátil y principalmente de la inflación que parecía estar fuera de control. 

109. Recordemos que la inversión extrWljera es lUla fonna de deuda externa. laOlO si es directa como 
especulativa. que en el primer caso remite utilidades y en el segundo. inlerescs y dividendo:;. 
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El PSE pretendía además, annonizar los intereses de los grupos a través de 
la concertación y hacer un esfuerzo por coordinarlos. La estrategia económica de 
dicho pacto, pretendía atacar la inflación a través de una correccionalidad de las 
cuentas del gobierno y annonizar los aumentos de precios y salarios para abatir 
la inercia inflacionaria. 

Para la Concanaco el Pacto de Solidaridad Económica tenía buenas pers­
pectivas de éxito, porque las circunstancias de 1988 eran distintas a los sexenios 
anteriores y la indignación popular creaba el ambiente necesario para presionar, 
a fin de que se lograran los objetivos del acuerdo finnado por obreros, empresa­
rios y gobierno. 110 

Fueron varios renglones donde el PSE influyo: 
En las finanzas públicas por ejemplo, se corrigió el gasto del gobierno. Los 

ingresos del sector fueron superiores a sus gastos no financieros en un promedio 
de 33 billones de pesos, equivalentes a 8.3% de la producción total, alcanzando 
el nivel más elevado en la historia del país. Este superávit se logró gracias a los 
ajustes tributarios propuestos y los aumentos de precios y tarifas, así como por 
los recortes de gastos. 111 

En cuanto a política salarial, se pusieron en marcha regIas de ajuste sala­
rial, y se puso mayor empeño y eficacia en el control de precios sobre la canasta 
básica, reajustando los costos en miras de evitar rezago o desabasto poniendo en 
peligro el proceso de desinflación. 

En política comercial cambió, el proceso de racionalización y protección 
comercial, se generó a través de la sustitución de las restricciones a la importa­
ción por medio de permisos y precios oficiales. Con el objeto de aprovechar ple­
namente el efecto antiinJlacionario de la apertura hacia el exterior, se redujo el 
impuesto máximo a la importación de 40 a 20% para moderar los precios nacio­
nales y promover una mayor calidad en las mercancías nacionales. 

Por otro lado, el ajuste del tipo de cambio controlado del 14 de diciembre 
fue completado con la reducción arancelaria descrita, con la finalidad de contra­
rrestar los efectos de la devaluación sobre los precios. 

110. üzárraga. Rebeca. "Persiste riesgo de recesión; el Pacto tiene buenas perspectivas de éxito .. en: Urw 
má& WIO. 9 de enero de 1988. 

11 L Ortfz Wadgyrrw.Anuro. Fblitiro EroruJmica de Mé:riro 1982-1995. Los sexenios neoIiberoks. p. 94. 
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En política monetaria, debido a los mayores niveles iniciales de inflación 
derivados de los ajustes cambiarios y salariales, así como de precios y tarifas, las 
tasas de interés de diciembre, enero y febrero fueron altas. Sin embargo, en me­
dida que fueron diminuyendo las necesidades de financiamiento del sector pú­
blico y hubo una marcada tendencia decreciente de la inflación, se redujeron las 
tasas de interés. 

El crédito de la banca comercial y de desarrollo, salvo en los casos de los 
sectores agropecuario, mediana y pequeña industrias, seria limitado para evitar 
un exceso de liquidez en la econollÚa, que pusiera en riesgo la estrategia 
antünflacionaria. 

Sin embargo, la estrategia del Pacto simplemente consistió en castigar aún 
más los salarios a fin de reducir la demanda y con ello frenar los precios. Esto se 
evidenció en tres principales medidas aplicadas inmediatamente a la publica­
ción del PSE: 112 

* Aumento salarial de un 15% 
* Aumento de un 80% en promedio a las tarifas de la energía eléctrica, 

gasolina, teléfono entre otros servicios y 
* Frenar el ritmo de deslizamiento del peso 

El PSE sin duda, sólo benefició a cúpulas empresariales y del gobierno; los 
empresarios por ejemplo, aumentaron los precios de sus productos entre diciem­
bre y febrero, por lo que tranquilamente se daban el lujo de hacer promociones y 
ofertas hasta del 30 y 40% de "descuento". 

A mediados de febrero la Concanaco dirigida por José Chapa Salazar, reite­
raba el apoyo del sector privado al PSE, pero no se sentía satisfecha, puesto que 
se logró lo posible y no lo deseado. Sin embargo, en otros sectores --decía­
"hay personas interesadas en que falle el acuerdo, con el afán de agitar para 
proponer políticas de estatización y expropiación, pues consideran que sólo con 
estas acciones se dan jalones históricos". Según Chapa si se seguía adelante con 

112. El texto del PSE apareció en todos los diarios del país el 23 de diciembre de 1988. 
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el Pacto se evitarla caer en la hiperinflación y ayudarla a que la población de 
bajos ingresos mejorara su poder adquisitivo y conservara el empleo, además que 
asegurarla la competitividad de la planta productiva.'13 

En los primeros días de marzo se presentó la nueva fase del PSE destacando 
cinco puntos entre sus principales planteamientos: 

* Awnento en un 3% en los salarios, es decir, congelación salarial por consi­
derar�o como la causa principal de la inflación. 

* Mantenimiento de la libertad cambiaria, aunque sosteniendo el tipo de 
cambio. Lo cual significó dejar intactas las reglas del juego, ya que se abarató el 
dólar sin que hubiese restricción alguna para adquirirlo, lo que finalmente im­
pulsó la dolarización, y llevó a reducir el margen de subvaluación del peso. Asi­
mismo, la limitada venta de divisas se realizó usando las reservas del país, que se 
calculaban en 14 000 millones de dólares, consideradas como las más altas de 
muchos años. En consecuencia a finales de 1988 éstas bajaron a 11 000, que­
dando sin justificación alguna 3 000 millones. 

* Congelamiento parcial de los precios sujetos a control durante todo mar­
zo, pero cabe aclarar que los precios ya habían subido desde diciembre y enero lo 
suficiente como para estancarse. 

* No awnento en precios de tarifas y servicios públicos. 
* Bajas en tasas de interés bancaria y no bancaria, pues de un nivel que 

rendía el pagaré a un mes en bancos. se redujo al 76% Y lo mismo ocurrió con 
todos 105 instrumentos como CETES, PETROBONOS y otros1

" 

El 28 de marzo de 1988, se autorizaron las nuevas estrategias a seguir para 
el bimestre abril-mayo que podemos resumir en seis puntos: 

\1:3. Roque, Manuel ... El pacto no cancela el fenómeno del aumemo de precios. advierte Concanaco» en: 
Uno mÓ4 UJW. 16 de febrero de 1988. 

lJi. Ortfz Wadgyrnar. Arturo. Polftica Econ6mica de México 1952 -1995. Los se:renios neo/ibera/es. 
pp. 97·98. 
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* No habría awnentos a precios de bienes y servicios producidos por el 
sector público. 

* Salarios mínimos sin cambio. 
* Se mantendría fijo el tipo de cambio del peso frente al dólar. 
* No se autorizaría awnento alguno en precios de bienes y servicios sujetos 

a control por parte de la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial. 
* Los productos sujetos a registro, aunque no tengan control oficial, no 

deberán incrementar sus precios en el lapso de referencia. 
* Los precios de garantía se fijarán de acuerdo con el calendario agrícola. 

Concanaco ante esto opinaba que para alcanzar las metas propuestas por el 
PSE, se necesitaba dar un cambio rarucal en la política de precios eliminando 
los controles que han rustorsionado al mercado. De otra manera los empresarios 
no podrían comprar empresas paraestatales porque no son rerutuables debido a 
los obstáculos que se imponen por meruo de ese mecanismo, para incrementar su 
rentabilidad. "5 

4.2. El Tratado de Libre Comercio 

Uno de los principales puntos que comprende el proyecto modernizador es pre­
cisamente el de la apertura comercial, así el Tratado de Libre Comercio significó 
un tema de gran polémica entre los sectores de la sociedad, tliscutiéndose princi­
palmente su impacto en la pequeña y meruana empresa. 

El sector empresarial constituyó la Coordinadora de Organismos Em­
presariales de Comercio Exterior (COECE), organismo que se cOnformaba por 
Concanaco, ConcanÚIl, Coparmex, CNA, Canaco Cd. de México, Canacintra, 
Cemai, Anierm y Cámara Nacional de Comercio México-Estados Unidos. La fina­
lidad de la COECE fue hacer partícipe al sector empresarial de todo el proceso que 
tendría lugar con motivo del acuerdo: por tanto, el organismo se encargaría de 

115. Oniz, Alicia. .. Urge eliminar los controles de precios para lograr la venta de paraestales: Concanaco». 
en: Uno más lUUJ. 30 de marzo de 1988. 
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analizar y dar a conocer tanto a los organismos representantes como a las autorida­
des los aspectos fundamentales del tema. Sin embargo, durante los dos años de 
negociación dellLC, la COECE enfrentó varios problemas y entre ellos tenemos: 

* Los derivados de la estratificación empresarial, ya que prácticamente la 
negociación se dio con las grandes empresas exponadoras, comerciales, y de ser­
vicios financieros, dejando al margen a empresarios pequeños y medianos que no 
tuvieron los recursos necesarios para mantenerse en el equipo negociador, dando 
lugar a fonalecer los movintientos de oposición en contra de la Ley de Cámaras 
que los obligaba a penenecer en las cámaras las cuales no representaban sus 
intereses, y les impedían formar organismos empresariales independientes. 

La estmctura amp~a que caracterizó a la COECE en sus inicios, tuvo una existencia 
relativamente breve ya que, en la medida en que las pláticas se hacían más complejas, las 
grandes compafúas exportadoras fueron tomando el proceso en sus manos y dirigentes 
experimentados desplazaron a empresarios menos preparados para una negociación 
ardua que requería de conocimientos especializados. Los pequeños empresarios fueron 
poco a poco marginados del proceso. El dirigente del sector automotriz lo resume 
crudamente: -necesitábamos gente que pudiera hablar sobre impuestos, tarifas. reglas 
de origen, prácticas desleales, etc. Los pequeños empresarios ni siquiera tenían el lenguaje 
que se requería-.116 

* , ·,clusión de los intereses regionales, en tanto que sólo se encontraban 
repre .ados indirecta y subordinadamente los afiliados a alguna organización 
cor .IUctura regional como Concanaco, Coparmex, el CNA y Canacintra. 

* La "coordinadora" de la COECE dejó en los distintos sectores la respon­
sabilidad de la negociación, así los que pudieron negociaron y los que no (que 
fueron los pequeños y medianos empresarios), su voz no fue escuchada en las 
mesas de negociación. 

Sin embargo, el Centro de Estudios Econónticos del Sector Privado, A.e. a 
finales de 1991, dio a conocer los resultados de una serie de encuestas realizadas 
a las empresas en relación a la problemática del lLC. 

116. Puga, Cristina. .. Las organizaciones empresariales mexicanas de comercio exterior» en: Puga. Cristina 
(compiladora), Organi=aciones Empresan"ales y Tratado de Libn: Comercio, pp. 66·67. 
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Se pregunto acerca de las acciolles concretas que las empresas hubieran 
emprendido para enfrentar el TLC obteniéndose los siguientes resultados: mejo­
ría en la calidad de sus productos (37.8%). cambios tecnológicos (16.3%). intro­
ducción de nuevas líneas de producción (13.3%). mientras que un 21.4% no 
había realizado ninguna acción concreta. aquí se encuentran en su mayoría la 
pequeña y mediana empresa. '" 

Por otra parte. se observó cierto desconocimiento de factores específicos de 
estrategia y competitividad de una parte de las empresas. Por ejemplo. un tercio 
desconoció a sus competidores potenciales en Estados Cnidos y Canadá, fenó­
meno nuevamente acentuado en la pequeña y mediana empresa (50% y 36.6% 
respectivamente). 1 l. 

CUADRO 6 

NIVEL DE CONOCIMIENTO SOBRE LOS COMPETIDORES 
POTENCIALES DE ESTADOS UNIDOS Y CANADA 

(Porcentaje de empresas) 

Chica Mediana Grande Total 

Si 50.0 65.4 88.9 67.0 
No 50.0 34.6 11.1 33.0 

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 

FtIt'IIIt': Ennll' .. lu St-nlt'~lral CEESP. O('lubn'. 19Q1. 

Otra cuestión que se evaluó fue la fortaleza y la debilidad de las empresas 
para competir dentro del TLe. Más de la mitad (56.4%) indicó como sus prin­
cipales fortalezas la calidad de sus productos. experiencia en el mercado 27.9 % 

11 -:. Enau~ta .)f'nlJ'strol ,)OhrP. la EV(J/llcllín ,\" H'rs¡:wcllf'W rJ¡. las Empn'sas. pp. 4 - 10 
118. Ibidel11. p_ lO. 
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y en precios competitivos 24.4%. Los encuestados señalaron como ventaja tener 
una adecuada organización v proporcionar buen servicio (18.3%)."" 

En cuanto a las debilidades. el ~ 1.8 % mencionó que ninguna. el 16.8 % 
apunto que operaba con tecnología obsoleta. un 16.2 % que no contaba con 
precios competitivos y el 12.7 % que existe una mala calidad en las materias 
primas nacionales y en algunos casos son escasas. 120 

Se resalta de la misma encuesta que e! 76.1 % de las empresas tenía con­
fianza en una negociación razonable con Estados Cnidos v Canadá. el 23.9 % 
manifestaba cierta desconfianza. siendo e! principal factor la asimetlÍa en los 
tamaños de las empresas de las tres naciones (18.8%). más que por la capacidad 
negociadora de nuestro país.'" 

La Concanaco al respecto. se pronunció a favor del TLC y desmintiendo los 
análisis que veían en el tratado algo negativo para el país. El TLC según su 
postura, representaba el abatimiento de costos en los tres países haciéndolos más 
competitivos frente al extremo oriente y Europa: más empleos de mayor produc­
tividad, y la des\'iación de una parte importante de las importaciones prove­
nientes de otras áreas hacia el comercio zonal. 

México, aun siendo un país en vías de desarrollo, podía realizar aportacio­
nes importantes a las econotTÚas de Estados Cnidos y Canadá, teniendo una 
población aproximadamente de 90 millones de habitantes, constituye el tercer 
comprador de los Estados Cnidos. aparte de contar con una enorme cantidad de 
recursos naturales \" de mano de obra. 

La Concanaco se mostró optimista respecto al tratado. ya que vio en el país 
una estabilidad política adecuada para sentar las bases de un desarrollo sano, 
sostenido v acelerado. Tanto la deuda externa como la interna disminuvó de . . 
manera considerable en relación a la capacidad de pago de! país. 

El gobierno llevó al cabo una política de privatización de empresas 
paraestatales v de participación estatal dejando solo en su poder a aquellas ar­
mas que reserva la Constitución al poder público por considerarlas estratégicas. 

119.ldem. 
120. Ibidem. p. 11. 
121. Ibidem. p. IL 
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El TLC prácticamente comenzó a configurarse desde 1989, teniendo como 
base la ley noneamericana Omnibus Trade Act de 1988, bajo la justificación 
de que la banca internacional ya no estaba en condiciones de seguir prestando 
dinero: así se recurrió al nuevo expediente de sustituir deuda publica externa, 
por inversión extrajera directa, con la finalidad de cubrir el crecimiento del défi­
cit en la cuenta corriente que se avizoraba como efecto inmediato de la 
indiscriminada apenura comercial. 

Sin embargo para que dicha inversión extranjera aceptara llegar a nuestro 
país, exigía condiciones extraordinarias para su seguridad y para obtener sin 
problemas elevadas tasas de ganancia. En miras de brindar tales medidas de 
seguridad se pensó en firmar el Tratado de Libre Comercio, similar al recientemen­
te suscrito con Canadá y asÍ. consolidar un Mercado Común de América del None, 
homólogo al de la Comunidad Europea y a las posturas proteccionistas de Japón. 

Para 1990, se socializa la idea por pane del gobierno de que el TLC sería la 
solución a nuestros problemas. La polémica suscitada fue gigantesca, surgiendo 
posturas optimistas en favor del TLC: sin embargo, hubo quienes desde sus 
inicios mostraron reservas al respecto. otros buscaban mayores fundamentos y 
datos. va que las negociaciones eran secretas v poco se sabía de la postura del 
gobierno mexicano. mientras que otros sectores abienamente lo cuestionaron al 
no tener claro el papel que jugaría México integrado a dos países de gran poten­
cial económico. 

Sin duda. el primer impulsor del TLC fue el expresidente noneamericano 
George Bush. quien sentía muy segura su reelección para 1992 y facilitó todo 
para que este proyecto llegara a consolidarse. 

Para esta etapa. la postura de los ELA se mostraba claramente a través de 
las declaraciones de Carla Hills negociadora del TLC: las cuales podemos resu­
nur en cuatro puntos: 

* México debería abrir en mayor grado sus mercados a los E LA. 
* México concediera mayores facilidades al capital estadounidense de pani­

cipar en cualquier área de su interés como el petróleo. petroquímica. banca. 
bolsa, finanzas y otras hasta ese momento limitadas a extranjeros. 
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* México tendria que reformar su Constitución, en especial el Artículo 2? a 
fin de que los extranjeros tuvieran reglas claras en relación a la seguridad de sus 
inversiones y la propiedad de la tierra. 

* Deberán abordarse asuntos que dañan a Estados Cnidos como es el asun­
to del narcotráfico, los trabajadores indocumentados y la baja productividad de 
la mano de obra mexicana. 

ECA exigía prácticamente todas las ventajas, sin importarle el compromiso 
de apoyar a nuestro país en asuntos de reciprocidad comercial, mejores precios a 
nuestras materias primas, mejor trato a nuestros trabajadores migratorios o apo­
yos en materia de deuda111 

Pese a esto, el gobierno mexicano apresuró la adecuación de la Constitución 
a las exigencias del TLC, en particular al artículo 27; la reforma al reglamento 
de inversiones extranjeras aprobado en 1990, y más adelante convertido en ley 
(1993) y una serie de enmiendas a las leyes aduanales, comerciales y finacieras, 
en función con las exigencias para acelerar la puesta en marcha del TLC, ade­
más de la apertura comercial y de servicios iniciada desde 1985 con la entrada 
de nuestro país al GATI. 

Cabe decir que la política económica de Salinas, prácticamente giró en fun­
ción de buscar la aprobación del TLC; por tal motivo, se observó una actitud 
internacional de constante stunisión fundamentalmente con EUA, lo que propi­
ció un nulo poder negociador frente a las posturas agresivas del mencionado 
país, como por ejemplo, la constante defensa de su proteccionismo, el problema 
del atún y el inhumano trato hacia los trabajadores migratorios. 

La política exterior de México ante estos problemas, por lo regular fue siem­
pre pasiva bajo el temor de que cualquier fricción podria incidir negativamente 
sobre la aprobación del TLC, prioridad mayor del gobierno. 

A fines de 199'2, se dio a conocer la versión final del TLC la cual fue firmada 
respectivamente por los presidentes de México, Estados Unidos y Canadá, en 
miras a su ratificación final por los congresos de los tres países, bajo las dificulta-

122. El FUUJnCiero. 19 de julio de 1990. 
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des que ofrecían los cambios derivados de la no reelección de Bush y la escasa 
simpatía de Clinton como nuevo mandatario. 

Para noviembre de 1993, el presidente Clinton dio a conocer al Congreso 
Norteamericano la versión final del TLC y los Acuerdos Paralelos ya aprobados. 
razón por la cual y a pesar de la farsa de debates y obstáculos de sindicatos, 
quedó demostrado que los más interesados en el TLC eran los ElJA, aprobándose 
el Tratado en diciembre del IlÚsmo año. 

La versión final del TLC, constituye un documento técnico y muy extenso, 
al que difícilmente puede hacerse un examen exhaustivo de sus puntos, pero en 
términos generales, conviene insistir en que se adecuó la política comercial mexi­
cana a las leyes de comercio exterior de los ECA, fundamentalmente las de 1979, 
1984 Y 1988. 

Por ejemplo el documento destina un gran capítulo al tema Reglas de 
Origen y Contenido Nacional, con el objeto de ir desgravando arancelariamente 
a los productos de los países del Acuerdo, en varios periodos que van desde 2, 5 y 
10 años. 

Para el caso de la industria textil, se señala un proceso de desgravación, pero 
EUA establece una salvaguarda para proteger a su industria local por varios 
años, aparte de que prevalece el Acuerdo Multifibras, que ha sido tradicional­
mente el instrumento de protección de la industria textil de los El~. México, 
por el contrario, ha aplicado aranceles muy bajos a las prendas de vestir proce­
dentes del exterior, por lo que es difícil suponer un incremento en las exportacio­
nes hacia EUA. En cambio ya es notoria la afluencia en México de toda clase de 
telas y prendas de vestir procedentes de todo el mundo, al grado que como se 
sabe nuestra industria textil afronta sus peores momentos o está al borde de la 
quiebra.'23 

En el caso de la industria automotriz y de autopartes, de acuerdo con el 
documento, se eliminarían aranceles a 10 años para unidades nuevas; sin em­
bargo, cabe señalar que en forma mayoritaria este sector. se encuentra bajo el 
control de las corporaciones transnacionales del ramo, y el TLC, tan sólo facili-

123. Una de las síntesis de la versión final del TLC la recogió la Revista Comercio Exterior, noviembre de 
1993. 
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taria las operaciones intrafirma, que ya se vienen realizando en las plantas 
maquiladoras exprofeso y en las sucursales ya conocidas. 

Respecto al petróleo y petroquímica se señala que aunque México no está 
obligado a aceptar una cláusula que obliga a los países petroleros del TLC a 
surtir sin perturbación de petróleo a los miembros del tratado, al igual que a no 
elevar precios de éstos en forma unilateral, resulta contradictorio el hecho de que 
el único país que vende petróleo de los tres es precisamente el nuestro, razón por 
la cual resulta una cláusula que hoy se presta a confusión y que mañana podria 
hacerse efectiva, según las circunstancias internacionales. Ahora bien, respecto a 
la petroquímica, especialmente secundaria, se acepta el 100% de inversión ex­

tranjera' aparte de que el TLC elimina los obstáculos para que cualquier país 
del TLC, pueda participar en contratos de compra y venta de hidrocaburos. De 
esta manera PEMEX es obvio que se centre en la extracción de petróleo y deje en 
manos extranjeras los procesos posteriores incluyendo los contratos de 
comercialización.'2i 

En cuanto a exportación agrícola y pecuaria, el TLC establece que cada 
país tiene derecho a establecer las restricciones sanitarias y fitosanitarias que 
considerase necesarias, por lo que las barreras a través de estos conceptos conti­
nuarán. Ya que las medidas sanitarias simplemente constituyen un buen pretex­
to para imposibilitar la entrada de nuestros productos al mercado de los El'A. 

Resulta evidente que en materia agropecuaria, tampoco se dio una posibili­
dad real de exportación, ya que se seguirá enfrentando un proteccionismo encu­
bierto' desde luego no arancelario pero sí de tipo cualitativo o fitosanitario. De esta 
forma, nuestros productos agropecuarios nuevamente son limitados por las barre­
ras no arancelarias y sujetas a lo que establezcan el Congreso de EVA y su Depar­
tamento de Salud. Pero eso sÍ, los productos de ElA sí pueden ingresar a México, 
va que teóricamente reúnen las mismas normas de calidad y sanidad, por lo que es 
claro que en este rubro seguirá habiendo problemas para nuestros agricultores 
como la competencia desleal, triangulación y el rechazo de nuestras exportaciones. 

124. Resulta claro que el endeudamiento de PE~1E...x.. no permite la independencia petrolera tanto dentro 
como fuera del TLC. así. aún cuando se establecen limitantes dentro del tratado. este rubro se encuentra 
plenamente asegurado por los EVA. 
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Ahora bien, y por si esto fuera poco, los Estados Cnidos al obligar a ~léxico 
a sumarse a la legislación "antidumpig", limitan la posibilidad de subsidiar sus 
exponaciones, ya que de hacerlo se hace acreedor a la ampliación de impuestos 
compensatorios. Así, es claro que el país que mayormente se ha protegido de las 
prácticas de Dumping han sido los EliA, y que ha obligado a sus socios comer­
ciales a no subsidiar sus exponaciones porque dañan a sus productores locales. 
De esta manera, los ECA afianzan su proteccionismo, que de hecho la puede 
aplicar cualquier integrante del 1LC, pero quien más la aplica ha sido ElA 
para salvaguardar sus intereses, 

En materia de compras del sector público, se establece que los tres países se 
abren a la competencia de los países del1LC, aún cuando se establece un perio­
do de transición. De esta manera, las compras del gobierno mexicano serán fácil­
mente a favor de las empresas estadounidenses o canadienses ya que están mejor 
dotadas para ganar un concurso de compras gubernamentales. 

En materia de servicios profesionales transfronterizos, se establece su libera­
lización en dos años a partir de la puesta en práctica del 1LC. Sin embargo, 
para los E CA seguirán con los trámites migratorios corrientes y se otorgarán 
licencias y cenificaciones a diversos prestadores de servicios. En este capítulo del 
1LC debió abordarse el tema de los trabajadores migratorios de México a EVA 
incluso a Canadá, donde se les concediera..'1 algunas facilidades migratorias, do­
cumentos de estancia temporal más flexibles y el cumplimiento de no discrimi­
nación a personas procedentes de los países signatarios del Tratado. Sin embar­
go, nada de esto aparece, por lo cual ELA no se compromete a tratar de resolver 
uno de los más graves problemas de la relación bilateral, o sea el asunto del 
maltrato a nuestros trabajadores migratorios. Este rubro tan sólo se refiere a 
profesionistas y a hombres de negocios que siempre tendrán sus documentos en 
orden. 

En materia de transpones diversos, el1LC señala su liberación en la zona 
de libre comercio, en períodos diferentes para cada tipo de ellos, terrestre. ferro­
carril y marítimo. En este campo, es obvio que las grandes empresas transponis­
las de estos países desplazarán sin miramiento algunos a las pequeñas y media­
nas empresas de este rubro. En este sentido se vuelve una realidad la exigencia 
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de la ley comercial de EL\. a liberalizar su comercio de servicios. Esto sucede en 
relación al uso y disponibilidad. por pane de los países del TLe de las redes y 
servicios de telecomwucaciones. 

En cuanto a los derechos de propiedad. la referida ley comercial de 1988, 
heredó el respeto de los derechos de propiedad intelectual, asunto que queda 
plasmado en el TLe a la plena satisfacción de los EC\., ya que los países nUem­
bros, se comprometen a salvaguardar los derechos de patentes v marcas de autor 
de inventos y diseños diversos. 

En materia de inversión. los países nuembros no deberán poner obstáculos 
a las inversiones de países del TLe. Allí si se aclara que no se deberá exigir lo que 
llaman "requisitos de desempeño", es decir, niveles núnimos de exportación, 
transferencia de tecnología. requisitos especiales de fabricación, etc. También en 
los referentes a inversiones financieras no deberán existir restricciones dentro de 
algunos plazos variables a empresas que deseen invertir en rubros como la ban­
ca, seguros o bolsas de valores. aunque se especifica que estas operaciones se 
regularán por el país anfitrión. 

En cuanto a protección ambiental y leyes ecológicas aplicables a los tres 
países, se establece que IUngún país deberá afectar a especies marinas en extin­
ción' por ejemplo. el caso de los delfines que generaron el embargo atunero a 
nuestro país. Asimismo. se dice que cada país está en su derecho de establecer las 
leves anticontaminantes que protejan su medio ambiente, lo que implica que no 
deben de aceptarse industrias contanUnantes en ningún país nUembro. Esto es 
dudoso, va que una industria establecida, difícilmente se le obliga a retirarse 
como es el caso de muchas maquiladoras en nuestro país. 

4.3. La privatización de empresas paraestatales 

La ideología del libre mercado es sin duda lino de los pilares que se desprende de 
las nuevas necesidades del desarrollo capitalista contemporáneo. En el mundo 
de hoy, dominado por grandes monopolios transnacionales y por la reorganiza­
ción regional del control comercial de las grandes potencias. este dogma se ex-
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presa, principalmente, en una airada exigencia hacia los países subdesarrollados 
para que el Estado se retire del control de los procesos económicos. Así, los go­
biernos de estos países, convencidos de las bondades del esquema neoliberal, han 
emprendido en sus respectivos países la privatización, presentándola como una 
panacea ante las dificultades económicas sufridas durante los años de crisis y 
como garantía de atraer nueva inversión extranjera. 

Cno de los aspectos principales del programa modernizador en México, y 
que constituyó por cierto el ala más importante de la llamada Refonna del 
Estado fue precisamente el de la privatización de las empresas públicas: pero 
aquí no sólo tuvo una repercusión económica como sucedió en la mayoría de los 
países latinoamericanos, sino que adquirió también un importante efecto políti­

ca-ideológico. 
Bajo el gobierno de Lázaro Cárdenas, y propiamente con las nacionaliza­

ciones, el Estado mexicano fue aswruendo la propiedad de un número conside­
rable de empresas, lo que significó una de las características peculiares del esta­
tismo en México. Aquí, la ampliación de la cantidad de propiedades "de la Na­
ción" estuvo siempre vinculada al discurso ideológico orientado a reforzar el pa­
pel del Estado en la sociedad. 

Las nacionalizaciones en nuestro país, algunas directas y otras virtuales, 

tienen dos vertientes principales: 

* La primera que es la expropiación o creación de entidades necesarias para 
la explotación de recursos naturales o llevar a cabo actividades básicas, en las 
que los extranjeros debían ser excluidos y los particulares mexicanos tenían que 
ser limitados o bien sustituidos, bajo la idea de que el Estado era el único que 
podía canalizar los recursos necesarios para llevar a cabo grandes proyectos. 

* La segunda es la sustitución de patrones privados por burócratas al frente 

de una gran cantidad de empresas ya existentes o nuevas, que el Estado aswruó 
para mantener en operación la producción o los servicios, el empleo, o bien para 
implantar nuevas actividades. 

123 



Históricamente la lógica de la acción expropiatoria. era precisamente tratar 
de recuperar para la nación -principalmente de manos extranjeras--. las ri­
quezas más importantes del país, la toma de empresas en quiebra o la creación 
de nuevas para el fomento económico tendía por lo regular a sustituir a los em· 
presarios privados, para subsanar sus limitaciones y errores o evitarles mayores 
pérdidas. La acuñación de moneda, correos, telégrafos, radiotelegrafía y comu­
nicación vía satélite, industria eléctrica, petróleo, y demás hidrocarburos, 
petroquímica básica. minerales radioactivos, generación de energía nuclear, fe· 
rrocarriles, fueron actividades cuya importancia estratégica se estableció en nuestra 
Constitución. 

La expropiación de la banca en 1982 por ejemplo, constituyó un hecho en 
que el Estado asunúa en forma exclusiva esta actividad como inesperada res­
puesta a los banqueros que, en condiciones sumamente críticas para el país, 
alentaron la exportación de capitales. 

Pero además de las empresas que realizaban estas actividades estratégicas, 
existían para 1982 más de mil paraestatales que tenían su origen en operaciones 
gubernamentales de salvamento de empresas privadas en serias dificultades, donde 
el Estado utilizó recursos del pueblo para evitar pérdidas patrimoniales a los 
banqueros y sus capitalistas. 

La adquisición estatal de empresas o la creación de nuevas, fueron conse­
cuencia natural de un Estado que tenía la función de intervenir en los desajustes 
propios del mercado. no tanto para salvar fuentes de trabajo, como siempre se 
sostuvo, sino para evitar que los empresarios dueños del capital sufrieran las 
consecuencias propias de la libertad del mercado. De esta manera, el sector esta­

tal. de la economía adquirió enormes dimensiones, principalmente a partir de 
que se inician las dificultades económicas a principios de la década de los setenta 
y especialmente en el período en que el país tuvo acceso a grandes recursos tanto 
por créditos externos como por ingresos petroleros. 

El crecimiento del poder económico del sector público, a lo largo de setenta 
años, es producto de diversas causas y estrategias gubernamentales. La gran 
cantidad de empresas que incorporó el sector público desde principios de la dé­
cada de los setenta hasta 1982, periodo en el que paso de 272 paraestatales a 1 
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155, representó un aumento del 424%: no solo expresó un interés particular por 
impulsar la actividad económica nacional, sino una eficaz visión empresarial del 
Estado, que se hizo cargo de un número considerable de entidades inoperables e 
innecesarias pero que, entre otras cosas, era una fonna de mantener y reproducir 
una amplia burocracia estatal. 

Sin embargo, más adelante el esquema cambió. Las virtudes que antes se 
veían respecto al intervencionismo y la regulación estatal hicieron crisis; después 
de 1988 se atribuyeron al imperio del libre mercado, lo cual señalaba una nueva 
relación dominante basada en un vínculo preferencial del Estado con la gran 
empresa privada, y para que esto se produjera era necesaria la disminución del 
poder económico del Estado en pro del fortalecimiento del gran capital privado. 

CUADRO 7 

PARAESTATALES 1920-1994 

Afto Paraestatales al fin del periodo Variación 

1920-1924 15 15 
1935-1940 36 21 
1941-1954 144 108 
1955-1962 206 62 
1963-1970 272 66 
1971-1975 504 232 
1976-1982 1155 651 
1983-1988 618 -593* 
1989-1994 216* -418* 

* Como es evidente, estas cifras no corresponden con lo que resulta de restar 
a la cantidad de empresas que oficialmente dijo tener cada una de las adminis­
traciones, la cantidad de paraestatales efectivamente desincorporadas. Por no 
existir infonnación aclaratoria, lo dejamos según ésas cifras oficiales. 

Citado por: Concheiro 86rquez. Elvira. El Gran Acuerdo. Gobierno y empresarios en la moderniza· 
ción salinism. P. 73. 
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En el discurso del gobierno salinista, como el de los empresarios, se insistía 
en que la modernización exige la reducción sustancial de la propiedad estatal, ya 
que, entre otras cosas, la nueva estrategia neo liberal pone en manos del sector 
privado la posibilidad del desarrollo. Bajo esta lógica, para que este nuevo actor 
impulsara la actividad económica \' se recuperara plenamente la confianza en la 
econOlTÚa del país, en función de crear las condiciones para repatriar sus capita­
les e invertir, había entre otras cosas que empezar a privatizar las empresas esta­
tales, para convencer a los empresarios que no tendrían ya una competencia 
desleal y habría que ofrecer la posibilidad de rápidos y jugosos negocios con la 
fácil adquisición de empresas públicas sumamente rentables. 

De esta forma, a partir de 1988, bajo un ambiente de derrumbe de las 
econolTÚas estatistas de los países de Europa del Este, y la nueva política neoliberal, 
el nuevo gobierno de Salinas de Cortari, se dispuso a llevar a cabo una política 
sistemática de privatización, mostrando a los empresarios que su gobierno logra­
ría un Estado que efectivamente no compitiera en el terreno de los negocios. Con 
este fin, se emprendió una nueva etapa de lo que inició su antecesor: privatizar 
ya no solo aquellas empresas que eran una carga por ineficientes, sino que inclu­
so, las que constinúan un negocio rentable, como Teléfonos de México y la banca 
conlercial. 

En suma el sexenio de 1982-1988. implicó un franco proceso de 
desincorporación de empresas paraestatales. pese a que se siguió con la idea de la 
rectoría económica del Estado. 

El gobierno de Miguel de la Madrid como parte de su programa privatizador, 
hizo pública la cantidad de empresas paraestatales, señalándose que para 1982 
el Estado terúa un total de 1,155 empresas de las cuales 107 eran organismos 
descentralizados, 750 de capital mayoritario: 65 de participación minoritaria y 
233 fideicomisos. Así. el sector paraestatal representaba el 18.5% del Pffi Y em­
pleaba a un millón de trabajadores aproximadamente."25 

De acuerdo con lo señalado por la Secretaría de Energía Minas e Indus­
tria Paraestatal. la finalidad del gobierno de Miguel de la Madrid era adelgazar 

125. Concheiro B6rquez. Elvira. El GronAcuerdo. Gobierrw y empresarios en la nwdenu:'aci6n salinista. 
p.75. 
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el sector paraestatal en un 66%. De esta forma, la mayor parte de las 
desincorporaciones se centró en sidenírgica, minero-metalúrgica, azúcar, cemen­
tos, refrescos, aparatos electrodomésticos, ensamble de automó,~Ies, química, 
pretroquímica secundaria, celulosa y papel, reduciéndose la participación del 
Estado en 13 de las 26 ramas en las que participaba anteriormente. 

De acuerdo con lo señalado años después por la Secretaria de Hacienda, 
durante el gobierno de Miguel de la Madrid se desincorporaron 503 empresas, de 
las cuales 155 fueron ventas, 1 74 liquidaciones 12., 120 extinguidas, 72 fusiona­
das, 25 transferidas y 47 que de acuerdo con la Ley Federal de Entidades 
Paraestatales (LFEP) cambiaron su estatuto legal. Sin embargo, los datos que 
proporcionó el nuevo gobierno de Carlos Salinas en relación con el número de 
paraestatales que había en diciembre de 1988 no coincidió, ya que se habló de 
618 empresas aún bajo control estatal, aunque de ellas 204 se encontraban aún 
en proceso de desincorporación. 

Una buena parte de las empresas paraestatales vendidas durante el sexenio 
de De la Madrid de acuerdo con la propia Secretaría de Hacienda, fue adquirida 
sólo por cinco grupos nacionales y extranjeros: Vitro, que adquirió las empresas 
de línea blanca y electrodomésticos; el grupo Durango que compró aquellas del 
ramo de celulosa de papel y maderas industrializadas; el grupo Eagle Cernen! 
Co. adquirió las empresas cementeras; Pepsi Cola, a través de su empresa 
embotelladora metropolitana, adquirió los ingenios puestos a la venta, así como 
empresas refresqueras y de aguas minerales; el grupo Xabre entró al ramo de la 
a~ación y además compró industrias de la rama azucarera. 

Es prudente señalar que hasta finales del sexenio 1982-1988, se habían 
cerrado prácticamente empresas en franca quiebra o inexistentes y el proceso de 
venta de paraestatales se encontraba sumamente cuestionado en ~d de que 
los compradores querían adquirir acciones de empresas imponantes y no lo que 
les ofrecía el gobierno. La privatización de las empresas azucareras por ejemplo, 
resultó bastante conflictiva por la protesta de los trabajadores, lo que retrasó la 

126. Entre las empresas Iiquidad85 en este sexenio. deslacan los casos de rtmdidora Monterrey. declarada 
en quiebra. y LTramex. cuyas rlmciones fueron transferidas a otras dependencias gubernamentales con la 
finalidad de desarticular Wl sindicato enclavado en una actividad estratégica. 
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adjudicación de los ingenios hasta que finalmente, durante el primer año del 
sexenio de Carlos Salinas a empresarios ligados a la industria refresquera, lo cual 
no evitó que los conflictos continuasen, 

Cabe destacar que entre las industrias privatizadas, se encontraban algunas 
de considerable importancia, como Renault de México, el grupo Rassini y 
Aeroméxico, también declarada en quiebra antes de venderla, Sin embargo, lo 
más relevante del proceso privatizador de Miguel de la Madrid fue la venta de las 
empresas financieras que poseían los bancos al momento de ser nacionalizados 
(casas de bolsa, aseguradoras, arrendadoras, etc,) y la venta posterior de alrede­
dor de una tercera parte de las acciones de los propios bancos, Pese a esto, mu­
chos empresarios aún demandaban la venta y cierre de más empresas, 

Durante este período, el empresariado nacional a través de el Consejo Na­
cional de la Publicidad, difundía en los medios de comunicación que la socie­
dad en su conjunto, con excepción de los gobernantes, constituía la iniciativa 
privada, Así, diversos organismos empresariales articularon un discurso reiterado 
contra las empresas públicas señalando su eficiencia y los enormes recursos que 
se malgastaban en su mantenimiento, De esta manera, se desprestigiaba al sec­
tor paraestatal presentándolo como parte del enorme dispendio público, finan­
ciado con emisión monetaria y deuda pública, además de generador de compe­
tencia desleal a los particulares, culpable de desalentar la inversión, que era 
fuente de corrupción, que había engendrado el peor sindicalismo y que requería 
de excesivos recursos que ahondaban el déficit público, era presentado como una 
de las causas de la crisis económica y en particular de la inflación, en agosto de 
1990, el Centro de Estudios Económicos del Sector Privado (CEESP) difundió 
que 105 subsidios gubernamentales a las empresas estatales aún ascendían ese 
año a 19 billones 646 000 millones de pesos, 

En Propuestas del Sector Privado los empresarios agrupados en 
CONC\NACO y COPARMEX señalan que el constante crecimiento del sector públi­
co observado desde 1970, con el gobierno de Luis Echeverría, no sólo representaba 
un problema económico sino que era la fuente de crecimiento y de poder de la buro­
cracia polftica, Mientras tanto, el CCE demandaba al gobierno saIinista una signifi­
cativa reducción del aparato burocrático para refuncionalizar el sector público, 
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Para la dirección empresarial, el llamado cambio estructural que había ini­
ciado Miguel de la Madrid, exigía: 

* La definición precisa de lo que se denominaba sector estratégico, para que 
el Estado se limitara a éste 

* La reestructuración administrativa y operativa de las paraestatales y 
* El redimensionamiento permanente del sector con ·el objetivo de lograr 

una rápida reducción del déficit público. Todo ello guiado por el principio gene­
ral de que "todas las actividades productivas y de servicios deben estar abiertas 
a la participación privada". En consecuencia, consideraban necesario moderar 
las atribuciones legales del Ejecutivo en materia económica. 

En su programa de 1988, CONCANACO y COP.>\RME.X señalaban, entre 
otras, las siguientes áreas económicas en las que se debía abrir paso a la inversión 
privada: 

* Sector agropecuario 
* Ejido y propiedad comunal 
* Pesca (industria de la acuacultura) 
* Transporte (Líneas aéreas, carreteras, ferrocarriles, etc.) 
* Educación y 
* La banca 

El nuevo gobierno de Carlos Salinas pronto mostró su plena disposición a 
satisfacer las demandas empresariales en lo referente al programa de privatización, 
aunque nunca se mencionó las dimensiones que esto tomana. 

La privatización fue vista para el grupo gobernante, como la oportunidad y la 
conveniencia económica de coyuntura, dada la necesidad de disponer de recursos 
que permitieran sanear las finanzas públicas. La idea privatizadora curiosamente 
se convierte en uno de los más importantes principios de la modernización. 

Los primeros años del gobierno de Carlos Salinas se encaminaron a la rea­
lización de importantes privatizaciones, ejemplo de ello fue Mexicana de Avia-
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ción. Cananea. Diesel i\acional (Dina). Conasupo. varias mineras. Tabanlex. 
Tubacero v.-\lbanlex. etc.'" 

Para 1989. a través de la reclasificación de un número importante de pro­
ductos antes considerados en la petroquímica básica, se buscó la panicipación 
privada en Pemex v sólo quedaron ocho productos considerados en esta rama. 

De acuerdo con el Informe de Ejecución 1990 del Plan Nacional de Desa­
rrollo dado a conocer por la Secretaria de Programación y Presupuesto. en el 
período que va de 1989 a 1990 se desincorporaron 215 empresas. quedando 
138 procesos iniciados. De esas 215 empresas, 90 fueron vendidas, 90 liqui­
dadas, lOse fusionaron, 4 se transfirieron y 21 dejaron de considerarse como 
paraestatales de acuerdo con la ley en la materia. Sin embargo, en 1990 aún 
se mantenían 280 paraestatales. incluidas las 15 entidades creadas por el 
gobierno. 

Así, el sector estatal dejó de participar en las ramas automotriz. farmacéuti­
ca, refresquera. textil. línea blanca. aviación, petroquímica secundaria, cemento 
y materiales refractarios para construcción. Y disminuyó su participación en ra­
mas como las del acero, quúnica básica, minería, tabaco, azúcar, hoteles, pro­
ductos metalúrgicos, equipo y material de transporte y alimentos para animales. 

El gobierno. con el ánimo de recobrar la confianza empresarial, difundía 
por todos los medios la decisión de desmontar el poder económico del Estado. De 
acuerdo con un estudio de la Contraloría de la Federación publicado en septiem­
bre de 1990. el gobierno federal había decidido llevar a fondo la separación del 
Estado de la acti,idad productiva. mantenido bajo su control solo un total de 8 
empresas: 

* Petróleos Mexicanos 
* Comisión Federal de Electricidad 
* Compañía de Luz v Fuerza del Centro (o lo que resultase del proceso de su 

liquidación) 
* Ferrocarriles Nacionales. que cedería algunas actividades a empresas ex­

tranjeras 

127. Ver Cuadro 8. 
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CUADRO 8 

DIEZ PRIVATIZACIONES PRINCIPALES DURANTE LOS DOS PRIMEROS AÑOS 
DEL GOBIERNO DE SALINAS 

(En millones de dólares) 

Compaliia Fecha de venta Comprador Tipo Cantidad 
1. Teléfonos de México 13 dic. 1990 Grupo Carso, S. W. Bell, Telecomunicaciones 1760.0 
(18 entidades) France Cable and Radio 
2. Compaliia Minera 28 sep. Mexicana de CANANEA Minerla del cobre 475.0 
CANANEA 
3. Aeronaves de México 12jun.1989 Icaro Autopartes Aerolineas 268.0" 
4. Compañia Mexicana 22 ago. 1989 GrupoXabre Aerolineas 140.0 
de Aviación 
5. Fomento Azucarero 13 ene. 1989 Grupo Beta San Miguel Ingeniso Azucareros 89.0" 
6. CONASUPO, 22 febo 1990 Unllever Plantas de aceite 
Planta TultiUán vegetal y de pasta 
7. Grupo Dina 270cl1990 Consorcio "G" Camiones, autobuses, 56.0" 

(Cummins) motores, etcétera 
8. Ingenios Azucareros 1 ocl1990 Corp.lndusl Sucrum Ingenios Azucareros 54.5" 
9. Mexinox 23 mar. 1990 Ahorrinox 47.6" 
10. Ingenios Azucareos 19jun.1989 Anermex Ingenios Azucareos 42.6" 

Fuente: Luma (:arlsen, "'Changing HUlls: Mt:xico's Privatizatioll Program in lhe l1-unsrer or State-owuoo lo Pri\'at~ Hands''', Bussiues 
Mt-xioo, vol. 1, jllllio 1991, p. 32. Las CirrWi provicucn originalmente de la Unidad de Dcsillwrpomci6u de Elltidude.'1 ParaesltllUlcs de lu 
Secretaría de Hacienda y Crédito P(¡blit.:o, abl'jl 1991. 

* Convertida de la cifra en peso al tipo de cambio vigente en el momento de la venta. Cifras aproximadas. 
No indicado en la fuente . 
Citado por: Lusting, Nora, México hacia la reconstrucción de una economía, p. 138. 



* Servicio Postal Mexicano (aunque se trasladaron ya algunos servicios a 
empresas privadas) 

* Banco de México 
* Casa de Moneda y 
* Telégrafos Nacionales 

De acuerdo con el informe de la SHCP y la Contraloría, al finalizar 1993 el 
Estado se había retirado de 21 ramas, entre ellas las de extracción y beneficio de 
minerales de hierro, la de molienda de trigo y café, las productoras de azúcar, 
refrescos yaguas gaseosas, tabaco, hilados, y tejidos, resinas sintéticas y fibras 
artificiales, cemento, automóviles y carrocerías, motores y partes automotrices. 

Pese al imponante número de privatizaciones, sin duda la de mayor polé­
mica fue la venta de Teléfonos de México a finales de 1990, la cual anunció el 
alcance sin precedente del programa salinista, que estaba dispuesto incluso a 
vender las empresas más productivas del Estado. 

De acuerdo con el último informe de la Secretaría de Hacienda, para no­
viembre de 1994, el Estado había vendido un total de 160 empresas, 152 liqui­
dadas, 51 extinguidas, 17 fusionadas, 11 transferidas y 27 que dejaron su esta­
tuto de paraestatales de acuerdo con la ley correspondiente. En total se 
desincorporaron 418 entidades, quedando aún en manos del Estado 216 em­
presas vigentes, más otras 38 en proceso de desincorporación, de las cuales 25 se 
pretendía liquidar, una extinguirla, dos transferirlas y diez venderlas. 

Según el informe de diciembre de 1993, de las empresas aún vigentes, 70 
son industriales o comerciales, 38 organismos de la banca de desarrollo y fideico­
misos que aún mantiene el Estado y 102 instituciones de servicios públicos, de 
investigación, salud y educación. 

Aparre de las empresas señaladas anteriormente, de Telmex y los 18 bancos 
comerciales vendidos, de las 160 empresas privatizadas destacan las 28 empre­
sas de Altos Hornos de México, las 11 unidades industriales de Fenirnex (entre 
ellas, el Complejo Industrial Pajaritos), las 9 plantas de Liconsa, la Siderúrgica 
Nacional, las 3 empresas de Almacenes Nacionales de Depósito, la Red Federal 
de Microondas, que se adjudicó a Teléfonos de México, el paquete de 13 empre-
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sas de medios de comunicación (compuesto principalmente de los canales de 
televisión que controlaba el Estado) y la Aseguradora Mexicana (Asemex). 

CUADRO 9 

NUMERO DE EMPRESAS PUBLICAS 1982-1990 

Entidades Entidades 
Organismos con participación con participación 
descentra- mayoritaria del Fideicomisos minoritaria del 

Año lizados gobierno públicos gobierno Total 

1982 102 744 231 78 1155 
1983 97 700 199 78 1074 
1984 95 703 173 78 1049 
1985 96 629 147 69 941 
1986 94 528 108 7 737 
1987 94 437 83 3 617 
1988 89 252 71 O 412 
1989 88 229 62 O 379 
1990· 82 147 51 O 280 

Fuente: Banco de ~téxico, The ~'1exican Economy. 1991: Ecomomic and FinanciaJ Developmenl in 1990. 
Policies roc 1991. México. mayo 1991. p.119. 

* Cifras preliminares. 
Citado por: Lusting, Nora, México hacia la reconstrucción de una econo­
mía, p. 136. 

Por otra parte, el gobierno federal puso a disposición del sector privado 
893,391 hectáreas de 24 wnas de reservas mineras, y se anunció la venta de 50 
almacenes aduaneros de que disponía el gobierno federal. 

En el ramo de las comunicaciones y los transportes también se buscó la 
participación privada, bajo el argumento de un importante rezago, las autorida-
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des gubernamentales buscaron promover la más amplia participación privada 
a través del sistema de concesiones, ejemplo de ello fue la concesión dada al 
consorcio constructor [CA en varios proyectos de ampliación de la red de carre­
teras. 

La decisión gubernamental de avanzar en la privatización pretendía tam­
bién abarcar el sector salud, la educación y el desarrollo social y regional, ámbi­
tos en los que el Estado mantenía aún un centenar de entidades paraestatales. 

El empresariado mexicano tuvo un papel importante en la adquisición de 
las empresas, ya que el 93% de todas las empresas vendidas quedó en sus manos, 
aunque el monto de los recursos que aportó el capital extranjero alcanzó el 20.47% 
(14 199 746 500 nuevos pesos) por su participación en la compra de 16 grandes 
compañías, como son los casos de Mexicana de Aviación, de la mayor planta de 
Conasupo, de cuatro empresas de Productos Pesqueros, de la Sidenlrgica del 
Balsas y de TeImex fundamentalmente. 

Sin duda, la desincorporación tuvo como principal propósito el sanearrúen­
to de las finanzas públicas: así la mayor parte de los ingresos obtenidos por las 
ventas de las paraestatales, fueron utilizados en la amortización de pasivos, como 
por la disminución de algunos subsidios, aunque este renglón tuvo muy poca 
relevancia. La SHCP y la ContralolÍa General de la Federación informaron a 
finales de 1993 que, en el llamado Fondo de Contingencia que conformó el 
gobierno con los recursos de la privatización ingresaron 61,431.3 millones de 
nuevos pesos, de los cuales 38,961.4 millones correspondieron a la venta de los 
bancos, 17,553.4 millones a la de TeImex y 4,916.6 millones de nuevos pesos a 
la privatización del resto de las empresas.''" 

Según con el mismo informe, el 81 % de los recursos del fondo fueron utili­
zados para amortizar la deuda pública, el 4% se utilizó en inversiones financieras 
en la banca de desarrollo y en fondos de fomento, y el 3% sirvió para comprar 
coberturas financieras ~contra posibles caídas en el precio internacional del pe­
tróleo y eventuales aumentos en la tasa de interés externa". Para finales de 1 993 
se reponaban en el Fondo de Contingencia 2,281.5 millones de nuevos pesos 

128. Concheiro 86rquez. Eh'ira. El GronAcuerdo. Gobierno y empresarios en la modemi:ación salinista. 
p.85. 
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provenientes de la liquidación del Fideicomiso para la Cobertura de Riesgos 
Cambiarios (Ficorca), sólo illl total de 8,052.7 millones de nuevos peSOS.'29 

La privatización de las paraestatales, también tuvo illl sentido poütico vin­
culado tanto con las nuevas relaciones económicas con Estados Unidos, que se 
expresaron en la firma del Tratado de Libre Comercio, como en la realización 
poütica de illl acuerdo con el gran empresariado nacional que Salinas consideró 
fundamental tanto para gobernar como para establecer las bases de illl nuevo 
desarrollo económico. 

Parte de esta poütica privatizadora también tenía el sentido de liberar y 
centralizar recursos públicos para financiar el programa del sexenio salinista: 
Pronasol que más adelante analizaremos, con la trascendencia poütica que des­
de illl principio le asignó el grupo gobernante. 

Entre los proyectos de privatización que dejó pendiente la administración 
salinista se encuentran Productora e Importadora de Papel, Conasupo (ya priva­
tizada en buena parte), Aeropuertos y Servicios Auxiliares, Caminos y Puentes 
Federales de Ingresos y tenninales de Ferrocarriles Nacionales, entre otros. Yen­
tre las empresas que a finales de 1994 estaban ya en proceso de venta son: 
Exportadores Asociados, Ocen Carden Products Inc., Mexicana de Papel Perió­
dico, Fábrica de Papel Tuxtepec, Productora Nacional de Papel Destintado y 
Bodegas, Centros de Almacenamiento, Puerto Interno Pantaco y Activos Impro­
ductivos de Almacenes Nacionales de Depósito. 

Por último es importante señalar que el proceso privatizador pese a haber 
sido profundo aún falta lo que desearían los grandes grupos de capitalistas mexi­
canos y sus socios extranjeros. La propiedad del subsuelo, la explotación y proce­
samiento de hidrocarburos, la generación comercial de la energía eléctrica (in­
cluidos los recursos hidroeléctricos, las plantas generadoras y las redes de distri­
bución)' el sistema ferroviario (ya contemplado para ser vendido), los puertos y 
aeropuertos (programados para su venta obligada por el mecanismo swap, lo 
mismo que los satélites y la operación de éstos), las instituciones de seguridad 
social, el Banco Central y las instituciones financieras de fomento, aún constitu-

129. Ibídem. pp. 85-86. 
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yen una lista del sector público cuya eventual privatización constituye un punto 
polémico sin duda para los próximos años. 

4.3.1. Los empresarios mexicanos frente a la privatizaci6n de las 
paraestatales 

La privatización de 160 empresas vendidas por la admirústración salinista en 
269 operaciones, sin lugar a dudas, favoreció tan solo a unos cuantos grandes 
empresarios, permitiendo la creación y fortalecimiento de algunos importantes 
oligopolios y después del proceso de desincorporación del gran capital nacional. 
Asimismo, se propició el surgimiento de unos cuantos grupos privados regionales 
en los lugares elegidos para desarrollar polos exportadores, como es el caso del 
sureste. 

De entre los principales nombres de compradores de paraestatales tenemos 
a Gerardo de Prevoisin comprador de Aeroméxico y Antonio Madero Bracho, 
presidente de la Corporación Sanluis, quien se hizo del control del grupo Rassini. 
El grupo de empresarios encabezados por el expresidente de la Asociación de 
Banqueros de México y cabeza hasta 1982 del Banco del Atlántico, Carlos Abredop 
Dávila, compró Mexicana de Aviación, junto con el grupo Xabre de los hermanos 
Brener; el principal accionista del Grupo Industrial Minera México, Jorge Larrea, 
adquirió Cananea, convirtiéndose en el dueño del 96% de la producción total de 
cobre del país; el Grupo G de empresarios tapatíos presididos por Rayrnundo 
Gómez Flores adquirió las cuatro empresas del Grupo Dina y posteriormente el 
Banco Cremi. 

Carlos Slim, adquirió asociado a Bernardo Quintana del consorcio lCA y a 
R6mulo O' FarriJ, por una parte, y a las compañías extranjeras Southwestern 
Bell y France Cables et Radio, por la otra, el paquete de control de Teléfonos de 
México y sus 20 subsidiarias. Asimismo, Slim compró entre otras, Minera 
Lampazos, Minera Real de los Angeles y Quínúca Fluor. 

Fernando Senderos Mestre e Isaac Saba Raful del grupo Univasa adquirie­
ron algunas plantas de la empresa Alimentos Balanceados de México (Albamex). 
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Pablo e Israel Brener Brener de Xabre, además de participar en la compra de 
Mexicana de Aviación adquirieron Turborreactores, Datatronic, Aeropuertos y 
Terrenos, SA. y varias empresas de productos pesqueros. Enrique C. MolIDa, del 
Grupo Industrial Escorpión, adquirió algunos importantes ingenios, entre ellos 
el de Plan de San Luis---, la empresa hnpulsora de la Cuenca del Papaloapan. 

Alberto Bailleres, cabeza del grupo Peñoles, adquirió Refractarios Hidalgo, 
Refractarios H,W Flir, Refractarios H,W Flir de México y Minas California nas 
dos primeras eran las tenedoras del 92% de la última) y la Cnidad Industrial 
lCA, además de la ya señalada participación en la compra de Telmex, compró las 
paraestatales Polimar y Compañía de Manufacturas Metálicas Pesadas. Benja­
mín Camacho Tapia, del Grupo Industrial San Lorenzo y Gonzalo Fernández 
Villanueva, del grupo Promojol, adquirieron los cuatro subgrupos de Sidenlrgica 
Nacional (Sidena). Xavier Autrey y Alonso Ancira, del Grupo Acero del Norte, 
ganaron la subasta de Altos Hornos de México (AHMSA y sus diez subsidiarias, de 
Aceros Planos y del 30.37% del Consorcio Minero Benito Juárez Peña Colorada, 
además Autrey había adquirido la Compañía Real del Monte y Pachuca. 

El Grupo Villacero de Julio Villarreal Guajardo (el cual ya había adquirido 
la paraestatal Tubería Nacional) compró Sicartsa I (Sidenlrgica Lázaro Cárde­
nas Las Truchas, Inmobiliaria Sicartsa, Servicios Minerometalúrgicos de Occi­
dente, Inmuebles Minerometalúrgicos y el 50% de Servicios Metalúrgicos inte­
grados y de Inmobiliaria Sersiin), y el grupo hindú Caribean Ispat adquirió Sicartsa 
II (Siderúrgica del Balsas, Inmobiliaria Siderbal, el otro 50% de Servicios Side­
nlrgicos Integrados y de la Inmoviliaria Seriin y 29% de Controladora Peña Co­
lorada). El emporio Alfa de Bernardo Garza Sada, adquirió tres empresas que 
pertenecieron a AHMSA (Alambres y Derivados de México, Barras de Acero de 
México y Corrugados y Alambrones de México). 

Algunos de los más importantes empresarios del país, fueron los comprado­
res de las principales paraestatales, consolidándose así la conformación de pode­
rosos grupos monopólicos, como es el caso del imperio del cobre, de Jorge Larrea, 
y de Carlos Slim, quien controla lo principal de la comunicación telefónica del 
país; o bien la integración vertical de otros consorcios, como es el caso de las 
refresqueras que adquirieron ingenios azucareros, o el de las siderúrgicas. 
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En suma, la trascendencia de este proceso privatizador, permitió la recom­
posición del poder económico que ha producido una serie de alianzas y asocia­
ciones que consolidan y dan un nuevo impulso al largo proceso de concentración 
de la riqueza en manos de un número cada vez más reducido de grandes grupos 
empresariales. l30 

4.4. La privatización bancaria 

Sin duda el proceso de desnacionalización de la banca, fue el gran acto que 
permitió nuevamente restablecer la confianza y estrechar las relaciones entre 
gobierno y empresarios. 

Durante el sexenio de Miguel de la Madrid, en los hechos se había regresado 
a la idea de banca mixta bajo dirección del gobierno mediante la venta, tras la 
indemnización a los antiguos dueños de los bancos de la tercera parte del capital 
social de las instituciones de crédito; así varios de los dueños de los grupos finan­
cieros que entonces empezaron a expandirse, eran desde 1983 socios minorita­
rios de los principales bancos del país, como por ejemplo Roberto Hernández, 
que antes de adquirir Banamex representaba un porcentaje de acciones (Certifi­
cados de aportación patrimonial CAPS) de esta institución así como de Bancomer. 

Por otra parte, se avanzó en la centralización y concentración bancaria a 
través de la fusión de varias instituciones y la política gubernamental de fortale­
cer a los mayores bancos, así para 1983, quedaron únicamente 29, ya que 11 
habían sido liquidadas y 20 se habían fusionado. Pero poco antes del relevo 
presidencial de 1988 se llevó a cabo una nueva fusión bancaria, quedando sólo 
18 bancos comerciales donde sólo 3 dominaban más del 50% del mercado. l31 

Algunos de los que hasta 1982 habían sido de los principales banqueros, como Manuel 
Espinoza Yglesias (Bancomer),Agustín F. Legorreta (Banamex) y CarIosAbedrop (Atlán-

130. Los datos contemplados en este inciso se tomaron de: Concheiro 86rquez. Ehir~ El Gran Acuerdo. 
Gobienw y empresarios en la nllJdemi=ión salinisro. p. 87-90. 

131. Esos tres bancos son Banamex, Bancomer y Serñn. Concheiro Bórquez, Elvir., El Gran Aruerdo. 
Gobienw Y empresa¡W.s en la I71IXiunizacWn saJini"ro, p. 94. 
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tico). expresaron todos aquellos años en forma abierta. "! muchas veces enérgica. su 
demanda de devolución de la banca a sus antiguos dueños, criticaron el monto y la ronna 
en que se indenmizó a los emanqueros y ubicaron en la nacionalización bancaria el punto 
clave en el que el estatismo mexicano había adquirido dirnell5iones desprofHJrcionadas y 
por lo tanto nefastas para el desarrollo económico y político del país. lJ2 

Con el impulso de este sector a través de las casas de bolsa, se consolidaron 
importantes grupos financieros. Tras otorgar autorizaciones para la apertura de 
casas de bolsa y la colocación de valores gubernamentales a través de ellas, la 
reforma financiera a principios de 198.') representó un estímulo nuevo al desa­
rrollo de la llamada banca paralela, al desvincular por completo las funciones de 
la banca de las asignadas a las sociedades financieras no bancarias. 

Dos años antes del anuncio de reprivatización de los bancos Coparmex y 
Concanaco, en el documento Propuestas del Sector Privado que entregaron 
al candidato oficial habían señalado que la estatización bancaria había lesiona­
do la seguridad jurídica, la credibilidad y la vida financiera del país. En esa 
ocasión, ambas agrupaciones solicitaron la modificación de la Carta MIle"Ila para 
que los empresarios pudieran desarrollar actividades bancarias. "Lo que propo­
nemos -se afirmaba claramente- es la modificación de la legislación para que 
los particulares puedan realizar de nueva cuenta actividades bancarias, y el go­
bierno también". Como se puede apreciar, los dirigentes empresariales eran más 
moderados que el gobierno de Salinas de Gortari '33 

Con el triunfo salinista en 1988, las demandas empresariales al respecto se 
acrecentaron considerablemente, ejemplo de ello fueron las declaraciones del 
entonces presidente de la Coparmex: 

132. Ibid. 

A seis años de la nacionalización de la banca podemos afirmar que el sistema bancario 
nacional se encuentra estancado, no ha avanzado y en algunos rubros ha retrocedido. Si 
recordamos, lino de los argumentos esgrimidos para quitarle la banca a sus legítimos 
dueños fue que el crédito era muy restringido y caro. A seis años esto ha empeorado; los 
intereses han bajado y pocos son los que consideran rediUtable depositar sus ahorros en la 
banca. l 3-t 

133. Ibidem. pp. 9-1·95. 
134. La Jornoda. 1 de septiembre de 1988. 
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Con éstos y otros argumentos la dirigencia empresarial nuevamente puso a 
discusión pública lo que seguramente era la carta más fuerre de privatización 
para el nuevo gobierno de Carlos Salinas. 

Sin duda, el gobierno estaba decidido a ir más allá de lo hecho por su 
antecesor en materia financiera y ello sólo era posible si la banca nuevamente 
volvía a manos de la iniciativa privada. De esta manera, recuperaría el apoyo y 
la confianza del empresariado nacional. Para ello, el gobierno salinista apresuró 
las reformas constitucionales y a la ley correspondiente. 

A finales de 1989, la Cámara de Diputados rechazó la propuesta de que los 
propietarios privados de Certificados de Aporración Patrimonial "B", tuvieran 
un virtual derecho de veto, lo que los hubiera puesto en condición de nombrar a 
los directores de los bancos. 

En un segundo intento, el 2 de mayo de 1990 Salinas de Corrari envió a la 
Cámara de Diputados la iniciativa de reformas a los artículos 28 y 123 de la 
Constitución, con lo que se inició la reprivatización de la banca. 

De esta manera, los votos unidos del PRI y del P..\N en el Congreso, otorga­
ron al proyecto gubernamental la mayoría necesaria de dos tercios de los diputa­
dos presentes, sin que el gobierno se comprometiera por escrito sobre las deman­
das de algunos legisladores acerca de que los bancos no se convirtieran en insti­
tuciones oligopólicas. 

Pese a esto, la reforma del artículo 28 de la Constitución no significó una 
privatización automática de los bancos. Ya que la ley del Se",;cio Público de 
Banca y Crédito seguía vigente y ésta señalaba claramente la propiedad pública 
sobre la mayoría del capital social de las instituciones de crédito, por lo tanto, se 
requería su modificación, la cual se consolidó hasta julio de 1990. La nueva 
legislación bancaria permitió la privatización de los bancos comerciales y conso­
lidó la llamada banca universal. l35 

Al conocerse tal iniciativa gubernamental, la avalancha de declaraciones de 
empresarios en todo el país no se hizo esperar, destacándose la actitud triunfalista 
de los representantes empresariales. Ejemplo de ello fueron las declaraciones de 

135. La rerorma al arúculo 28 consutucionaJ eliminó toda rererencia a la banca y. la reforma al articulo 123 
regresó a los trabajadores de la banca comercial al régimen establecido en el apartado de este anícwo. 
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105 presidentes de la Coparmex. Concamín y Canacintra que coincidían en que 
tal decisión representó un acto tendiente a modernizar el sistema financiero. 
además de que reafinnaba la confianza de 105 empresarios en el gobierno. 

Eduardo Carcía Suárez. entonces presidente de la Concanaco. manifestó 
que su sector nunca había estado de acuerdo con la propiedad mixta de la ban· 
ca. como se había anunciado originalmente por funcionarios gubernamentales. 
~Queremos ell 00% para el sector privado". 

Si bien es cierto. también hubo declaraciones que aprovecharon el mamen· 
to para insistir en sus críticas al gobierno: sin embargo. fueron minimizadas por 
la opinión de la mavor parte de los dirigentes empresariales. quienes en forma 
enfática manifestaron su apoyo a la política del gobierno. 

La reprivatización de la banca en términos generales, significó para la ma· 
yor parte de los dueños del gran capital no sólo la reconsideración de una errónea 
política, sino un espectacular golpe privatizador solicitado, a cambio del cual 
podían otorgar a 105 gobernantes su confianza. 

De esta forma. el gobierno procedió a privatizar las instituciones de crédito, 
pero después de lograr la refornla de las bases jurídicas que las rigen. La banca 
dejó de ser un servicio público que sólo poclrian operar 105 particulares a través 
de concesión del Estado, y se convirtió en una actividad que solamente requiere 
autorización gubernamental. Asimismo la nueva ley establecía la posibilidad de 
la participación del capital extranjero hasta en un 30% de sus acciones de la serie 
"C" v con derecho a voto. 

AsÍ. todos 105 servicios financieros podían quedar bajo un mismo mando v 
con la propiedad mayoritaria de un mismo grupo constituido: es decir, se pernil. 
tió que grupos financieros pudieran operar de manera simultánea un banco, una 
casa de bolsa, una aseguradora financiera, una empresa de factoraje, una 
a1macenadora, una casa de cambio, una afianzadora y una sociedad operadora 
de sociedades de inversión. Lo que para muchos países significó un largo proceso 
de centralización del capital. en ~Iéxico se impulsó súbitamente por el Estado, el 
cual a través de su fuerza jurídica. promovió nuevas estructuras oligopólicas e 
incentivó la asociación de 105 capitalistas. De acuerdo con la nueva ley se hace 
casi indispensable la integración de grupos financieros para encargarse de 105 
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bancos, por lo que los dueños de las casas de bolsa se vieron en ventaja para 
adqtúrir las instituciones bancarias. 

En el proceso de venta de los bancos, las principales casas de bolsa, cabezas 
de los más poderosos grupos financieros. fueron las que pudieron presentar las 
mejores posturas y contar con la experiencia y confiabilidad que se demandaba 
en las bases de las convocatorias para las subastas. 

CUADRO 10 

GRUPOS DE CONTROL DE LOS BANCOS PRIVATIZADOS 

Banamex 16 Roberto Hernández, Alfredo Harp H., José 
Aguilera M. 

Bancomer 11 Eugenio Garza Lagüera, Ricardo Guajardo 
Touché, Mario Laborín Gómez, Rodolfo 
González Guzmán. 

Señín 12 Adrián Sada González, Guillermo 
Ballesterosl., Gastón Luken Aguilar. 

Comermex 32 Agustin F. Legorreta, Guillermo Sottil. 
Somex 30 Manuel Somoza Alonso, Carlos Gómez y 

Gómez, Antonio Frank Cabrera. 
Atlántico 10 Alonso de Garay G., Jorge Rojas Mota, 

Raymundo Leal Márquez, Francisco López 
Riestra, Fernando Ramos González. 

Mercantil 
de Mex. 14 José Madariaga Lomelí, Javier Pérez Rocha, 

Eugenio Clariond Reyes. 
Cremi 11 Raymundo Gómez Flores, Juan Arturo 

Covarrubias. 
Banpaís 5 Julio C. Villarreal Guajardo, Policarpo 

Elizondo G., Sergio G. Mugersa. 
Confía 17 Jorge Lankenau Rocha, Enrique García 

GÓmez. 
Oriente 12 Marcelo y Ricardo Margain Berlanga, Carlos 

Maldonado E., José C. González GÓmez. 
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Bancrecer 16 Roberto Alcántara Rojas, Librado Padilla 
Padilla, Carlos Mendoza G., Rubén Goldberg. 

BCH 15 Carlos Cabal Peniche, Carlos Bracho 
González, Ricardo Armas Arroyo. 

Promex 12 Eduardo Carrillo Díaz, José Méndez Fabre, 
José Guarneros Tovar, Mauricio López 
Velazco. 

Banoro 18 Rodolfo Esquer Lugo, Fernando Obregón G., 

Mercantil 
del Norte 10 

Internacional 17 

Del Centro 16 

Juan A. Beltrán López. 

Roberto González Barrera, Alberto Santos de 
Hoyos, Juan Antonio González M., Federico 
Graf Campos. 
Antonio del Valle Ruiz, Eduardo Barriondo 
Ávalos, José Juan Chelala, Agustin Villareal 
Elizondo. 
Hugo S. Villa Manzo, Luis F. Cervantes Cos­

te, José Luis Infanzón Gtz. 

Fuente: Secretaría de Hacienda r Crédito Público y Secogef. citado por: Concheiro Bórquez. Elvira, 
El Gran Acuerdo. Gobierno y empresarios en la modernización salinista. p. 102. 

4.5. La privatización del campo 

Como parte sustancial del empresariado mexicano, también se encuentra el pro­
blema del agro, y especialmente lo que se refiere a la tenencia de la tierra, como 
un aspecto esencialmente político; es decir, que tiene que ver con las fuentes de 
sustento social del poder, del control que el Estado ejerce sobre los distintos 
segmentos de la sociedad y como uno de los pilares sobre los que se erigió la 
ideología populista que distinguió al Estado mexicano. 

En términos generales, pocos empresarios teman simpatía hacia ese resulta­
do histórico de los movimientos revolucionarios mexicanos que, por lo regular en 
el campo, limitaban la propiedad privada y, por tanto, a la libre circulación del 
capital. 
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Sin embargo, no se planteaban políticas alternativas al respecto, y no fue 
hasta la década de los setenta cuando la fracción de los empresarios del none del 
país, que integraba a los grandes agricultores del noroeste, planteaba con ciena 
congruencia una política contraria al mantenimiento de la llamada reforma agra­
ria que postulaban los distintos gobiernos, a la existencia del ejido y a la expec­
tativa de reparro de la tierra que, según su punto de vista, los gobernantes ali­
mentaban. 

La Coparmex y otras organizaciones asociadas, como la Confederación Na­
cional Ganadera, hasta esos años fue la única agrupación que combatió de ma­
nera abiena y directa las tomas de tierras y asesoró legalmente a los grandes 
agricultores contra las afectaciones agrarias a través del amparo. Por otra parre, 
muchos imponantes empresarios vinculados política e ideológicamente a esa 
facción, se declaraban públicamente en contra del sistema ejidal en general, 
señalando incluso en su propia existencia las razones del atraso agrario. 

Otros sectores empresariales y financieros, omitían el tema y sólo se centra­
ban en defender sus intereses; sin embargo, otros sectores sociales aplaudían el 
discurso gubernamental de sostener la reforma agraria, apoyar a los sectores más 
pobres del campo, repartir la tierra y destinar recursos suficientes para subsidios 
a los productos del campo, al tiempo que, impasibles al igual que los gobernan­
tes, observaban el deterioro persistente del ejido como unidad productiva, su 
consecuente pero ilegal arrendamiento o abandono y su supeditación al capital 
privado. 

En el primer informe de gobierno de Salinas se precisó el problema del 
campo como el mayor reto de la modernización económica. En este discurso se 
planteaba el problema desde el punto de vista empresarial, en donde se señalaba 
que la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra era el cimiento para la mo­
dernización del campo. Así, a partir de este momento se posibilitaron las modi­
ficaciones peninentes a la constitución en esta materia. 
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El repano masivo de tierra ha concluido. Quien afirme que todavía existen millones de 
hectáreas por repartir está mintiendo a los casi dos millones de solicitantes de tierra y a los 
más de cuatro millones de jornaleros agrícolas, pero tenemos que darles Wl3 respuesta. 



Por eso. reForma agraria quiere decir ahora apoyar la producción. respetar y promover 

las organizaciones campesinas y agropecuarias. responsabilizar a los campesinos del 

manejo del crédito y de los rertilizantes. atender la comercialización y establecer indus­

trias rurales que sean eficientes y ~'iables. que transFormen la producción. que eleven el 
ingn.>so y filie generf'n opciones de empleo para los hijos de los campesinos, en el propio 
campo.lJó 

El 31 de marzo de 1990, se puso en marcha el Programa Nacional de 
Concertación Agraria, donde se establecía la renuncia definitiva del gobierno 
federal al paternalismo en política a"aropecuaria. 

En 1990, se presentó un programa de acciones inmediatas para la 
reactivación económica del campo por parte de algunas de las principales orga­
nizaciones del sector privado con el propósito de apuntalar la política guberna­
mental. Los principales puntos que se proporúan eran: 

* Cna profunda transformación del marco jurídico de las relaciones agra­
rias, principalmente elirninar cualquier fundamento legal sobre el reparto de 
tierras, ya que su existencia perjudica la política delineada por Salinas. 

* La creación de tribunales federales agrarios, para elirninar la acción de las 
autoridades con base en interpretaciones discrecionales; por ello se proporúa la 
transferencia de las atribuciones juridicas del Ejecutivo en materia agraria al 
Judicial. 

* Flexibilizar la propiedad ejidal con tendencia a la privatización. Esto es 
necesario para abrir el camino de la modernización del campo, buscando nuevas 
formas asociativas. 

En suma. el periodo salinista respecto a la reforma al campo se basó en tres 
políticas principales: 

* Finalizar la repartición de tierras 
* Apertura a sociedades mercantiles y 
* La libertad de asociación y la creación de tribunales a,,<>rarios. 

136. Salinas. Carlos. "Primer Informe de Gobierno» en: México CíviOJ. Los menscy"es de Carlos SaliTUIS de 
Gortmi ante el Congreso de la Cnión. p. 58. 
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Las reformas constinlcionales apuntaron hacia la seguridad de las grandes 
extensiones de tierra y posibilitaron la desamonización de las tierras ejidales y 
comunales. 

Asimismo, aparece claramente la pretensión de romper los mecanismos bá­
sicos de defensa de la población rural mayoritaria y de abrir las compuenas al 
capital privado, cancelando la vía campesina de desarrollo, cienamente, en los 
nuevos documentos jurídicos quedaron plasmadas algunas de las exigencias o 
demandas de las luchas agrarias mas recientes, como la eliminación de enormes 
cargas burocráticas y de injerencias gubernamentales excesivas, la flexibilización 
de las formas organizativas en el terreno económico o la redefinición de las for­
mas de coexistencia y relación de las áreas ejidales con el universo mayor en el 
que participan'37 

En el programa, los dirigentes empresariales se pronunciaron por nuevas 
maneras de asociarse y un proyecto modernizador, por ejemplo: inversión de 
capitales para introducir maquinaria, un régimen de seguridad de la propiedad 
privada y rediseñar el funcionamiento del ejido para que sea más productivo y 
que también sea libre al mercado. 

Desde el comienzo de la administración salinista, se buscó dar impulso a la 
inversión del capital privado a tierras ejidales, lo que se llamó asociación con­
certada. En realidad, se trata del acuerdo entre el gobierno, ejidatarios y em­
presarios agrícolas para llevar a cabo proyectos agroindustriales, que consisten 
en planes intensivos de explotación de tierra, riego y maquinaria moderna. 

Empresarios interesados en tales proyectos, sostienen que es necesario una 
producción intensiva de la tierra, y para lograrlo, se tiene que proveer al campo 
de todo el capital de riesgo, capacitación, tecnología, respetando el estado jurí­
dico del ejidatario. El empresario, como el ejidatario deben ser socios de 50 y 50 
porclento. 

Bajo estos términos se desarrollaron varios intentos, la mayor pane con 
medianos o pequeños empresarios. de los cuales se puede hablar de seis casos por 
el tamaño: el de Albeno Santos en el ejido de Vaquerías, en el Estado de Nuevo 
León; el del Grupo Avícola Trasgo en La Laguna, Durango: el de Fernando 

137. Aziz Nassif. Alberto. El rompecabe::.a.J salmista: recuento políáro de un gobierrw. p. 230. 
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Senderos Mestre, cabeza del emporio agroindustrial Cnivasa, primero en Yucatán 
y luego en todo el sureste del país; el de Garza Lagüera, presidente de Visa, en 
Aguascalientes; el de la Domecq, también en La Laguna, y el de Lorenzo Servitje, 
de la empresa Bimbo, en Coahuila. 

Ahora bien, la opinión de varios investigadores en el tema, es que este tipo 
de proyectos presenta las viejas formas de arrendamiento de las tierras ejidales. 
Por ejemplo, Carton de Grammont afirma que si el proyecto no fracasa por su 
complejidad, el socio capitalista tendrá el control permanente de la asociación y 
retendrá la mayor parte de la ganancia, y la ganancia de los ejidatarios no será 
más que el pago de alquiler de su tierra. 

Sin embargo, la visión de Salinas se encontraba más allá de estos proyectos. 
A la mitad de su gobierno, en noviembre de 1991 presentó ante la Cámara de 
Diputados la iniciativa de modificación del artículo 27 constitucional, la cual 
fue aprobada a fines de diciembre de ese año por la mayoría priista y la bancada 
panista. En febrero de 1992, se aprobaría de igual forma la nueva Ley Agraria. 

La modernización en el campo por el gobierno salinista, se ha catalogado 
como la supresión del derecho de la nación, por medio del Estado, repartiendo 
los terrenos a los solicitantes. En la Constitución de Querétaro el derecho a la 
tierra había sido un mecanismo para trasladar la tierra de propiedad privada a 
propiedad social. Este proceso duró desde la expedición de la ley agraria de 
Carranza en 1915 hasta 1991, en que la Constitución fue sustancialmente mo­
dificada. 

Durante setenta y seis años se vio afectado el sistema agrario, pero numero­
sos líderes campesinos hablan de la existencia de millones de hectáreas que pue­
den ser repartidas bajo el derogado principio del derecho de los pueblos -yen 
general de los trabajadores del cam~ a gozar del usufructo de la tierra. 

Pero la modernización implica convertir los terrenos ejidales y comunales en 
derecho privado y la pequeña propiedad, como plantea eliminar las bases jurídi­
cas de la reforma agraria. 

El proyecto empresarial es un mecanismo para que los ejidos puedan auto­
rizar a sus miembros a asumir el pleno dominio de sus parcelas. Los bienes 
comunales pueden convenirse al régimen ejidal y por esa vía pasar al dominio 
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privado de los titulares de los derechos agrarios. De esta fonna, cualquier ejidatario 
puede vender su parcela o integrar a ésta a tmidades de producción privadas. A 
través del libre comercio de la tierra se definirá el futuro de la propiedad social en 
el campo. 

La lógica de modernización agraria, apunta a la ampliación de las extensio­
nes territoriales en manos de un solo individuo o empresa, así, cualquier empresa 
por acciones puede poseer propiedades agrarias, hasta de 2,500 hectáreas de 
riego o sus equivalentes en tierras de otra calidad. Las sociedades propietarias de 
tierras por su parte, también podrán tener hasta un 49"10 de capital procedente 
de extranjeros. 

La modernización agraria requirió un amplio y libre mercado de tierras que 
facilitaran la creación de tmidades productivas para poder generar volúmenes 
considerables de capital, en miras de introducir maquinaria y otros medios mo­
dernos que requiere la elevación de la productividad en el campo. 

La reforma constitucional, también aprobó la creación del tribunal agrario 
de carácter federal, encargado de resolver todos los litigios de límites y tenencia 
de la tierra, así como los expedientes rezagados que correspondían a la legisla­
ción derogada. Esta instancia jurisdiccional, obedece a la naturaleza social y 
política de los litigios agrarios, los cuales rehuyen de los jueces, magistrados y 
ministerios federales. 

Como ejemplo de modernización agraria, podemos referirnos a otros países, 
especialmente Estados Unidos en el Siglo XIX a partir de la Guerra de Secesión, 
cuando el despojo de los campesinos se convierte en la llave a la incorporación de 
toda la tierra al mercado y, por esa vía, la conversión de los campesinos en asa-
1ariados. 

A partir de los años cincuenta, se puede hablar del proceso de desamortiza­
ción de la propiedad social y de proletarización de los campesinos en México. En 
este tiempo millones de hectáreas ejidales se encuentran bajo arrendamiento 
ilegal, mientras que numerosos ejidatarios atienden mal sus tierras por buscar 
mejores opciones de trabajo que les proporcionen una buena remuneración, tan­
to dentro como fuera del país. 
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De los 196.7 millones de hectáreas que constituyen el territorio nacional, el sector social 
(ejidos y comunales) abarca 67.3 millones de hectáreas con 2.5 millones de propietarios, 
y las colonias tienen 3.3 millones de hectáreas 60 000 colonos. El 83.9% del total de los 
ejidos y comunidades se dedica principalmente a la agricultura, 12.9% a la ganadería y 
3.2% a la recolección, actividades forestales y turísticas. l38 

Con la nueva legislación agraria no se aceleró el proceso ya presente de 
privatización en la econonúa: agricola, ni tampoco fue motivo de un cambio 
radical en las clases sociales del campo. Pero, sí constituyó una cobertura legal en 
la propiedad de tierra, tanto agricola como ganadera. Es un medio que avanza 
en la incorporación de más y más tierra para las empresas agroindustriales. 

Las reformas legales también permiten al Estado abrir el camino para dis­
minuir el crédito a las pequeñas economías campesinas, el cual es conflictivo y 
de difícil recuperación. Ante todo se trata de evitar al Estado la atención a los 
reclamos de repartos agrarios que se amplían gracias al crecimiento de la pobla­
ción. 

Por otra parte, con estas medidas, se pretende abrir un nuevo espacio de 
inversión corporativa, es decir, de empresas por acciones y de conglomerados 
empresariales, buscando de esa manera la canalización del ahorro hacia la inver-
5ión agropecuaria y la organización de un nuevo mando económico en las rela­
ciones agrarias, en la que el gran capital tenga una jerarquía mucho mayor. En 
esta dirección, la reforma pretende abrir paso a la creación de empresas integra­
das verticalmente, no sólo de carácter agroindustrial, sino en general de todas 
aquellas que utilizan insumos de origen agrario. 

Pero recordemos que una de las razones más importantes para llevar a cabo 
las reformas legales, era precisamente ofrecer las condiciones apropiadas para el 
capital privado, tanto nacional como extranjero que, en el marco del Tratado de 
Libre Comercio, pudieran interesarse por invertir en el campo mexicano, sin 
embargo, pese a esto, la desinversión en el campo fue persistente, las modifica­
ciones salinistas no lograron revertir tal fenómeno. 

138. Concheiro Bórquez, E/vira. El GranAcuerdo. Gobierno y empresarios en la modemi:aci6n saünista. 
p.l14. 
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En la reunión del Consejo Nacional Agropecuario realizada en marzo de 
1992 se exhortó a los dirigentes empresariales a invertir en el campo, dados los 
cambios a la ley, y pese al ofrecimiento del secretario de Hacienda de que los 
empresarios contarán con recursos suficientes para apoyar su actividad en el 
agro, modificaron la renuencia a invertir. En cambio, en esa misma reunión, el 
dirigente del CNA exigió que se'avanzara más en modificaciones que sean acor­
des con el espíritu de la nueva Ley Agraria. 

Es evidente que las razones económicas que sustentaron las señaladas refor­
mas agrarias no tendrian importantes efectos inmediatos. Por el momento no 
habría la gran capitalización privada en el campo, ni tampoco desaparecerían 
los campesinos ejidatarios y minifundistas privados aunque la ley lo propiciara. 
Los empresarios no avanzarían, aunque la ley los invite, hasta que la tasa de 
ganancia sea atractiva, es decir, cuando las condiciones económicas sean propi­
cias para el resurgimiento agrícola. Entonces, aprovechando el marco jurídico 
con el que ya se cuenta, serán los grandes capitalistas los que protagonicen y se 
queden con los frutos de la nueva modernizaci6n agropecuaria. 

Las reformas desde el punto de vista político, propiciaron el fortalecimiento 
de la confianza entre empresarios para con el gobierno. 

Sin duda, el gobierno salinista dej6 atrás la vieja idea de que los campesi­
nos, el ejido y la norma agraria son elementos de su sustento social. Ahora el 
sector privado aparece en el campo, lo mismo que en la industria, como el pro­
tagonista de la reactivaci6n econ6mica y los principios rectores de éste: así el 
despliegue del libre mercado y la defensa de la propiedad privada se presentan 
como ideología oficial. 

Sin embargo, la nueva política privatizadora no propici6 en forma alguna 
la justicia que los trabajadores del campo veIÚan demandando tiempo atrás. 
Los proyectos en que se quiso involucrar a los campesinos con los dueños de 
agroindustrias como una de las formas de atraer capitales al campo terminaron 
por lo general en fracasos, pese al apoyo del gobierno. Asimismo la esperada 
reactivaci6n del mercado de tierras, como efecto de las reformas al artículo 27 
constitucional, tampoco se produjo, pero en cambio, se incrementaron las carte­
ras vencidas dejando al campo en una crisis aún más profunda. 
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5. Transformación social de México 

El salinismo consolidó cambios sobre el sistema político, al impulsar políticas de 
intelVención como el combate a la pobreza a través del Programa Nacional de 
Solidaridad, Procampo y la lucha por los derechos humanos, estas medidas 
para muchos fueron avances importantes, mientras que para otros, fueron polí­
ticas a medias, ya que lo que se debió haber realizado era una política social de 
distribución del ingreso y una reforma del poder judicial, ya que se generó una 
mayor concentración de la riqueza y los niveles de inseguridad pública crecieron 
considerablemente. 

El principal objetivo del análisis del contexto social, es tratar de definir la 
intelVención del empresariado en cuestiones que solo habían estado relacionadas 
con el aparto del Estado, en donde éste era quien decidía y actuaba sobre la 
impartición de la educación, la asistencia social y la regulación de las fuerzas 
sociales, concretamente entre obreros y empresarios. 

Resulta importante tratar bajo este aspecto la vinculación entre el Estado y 
el empresariado, para revisar las causas y consecuencias de estos actores sobre los 
aspectos colaterales de participación de la sociedad en los movimientos sociales. 
Primero en cuanto a las demandas que estos movimientos generaron y segundo, 
en cuanto a la salida o respuesta que el gobierno dio mediante programas de 
colaboración bipartita entre grupos sociales y apoyo gubernamental, como lo fue 
el Pronasol, con la complacencia de empresarios que habían sostenido que la 
sociedad debía actuar sin el "paternalismo" del Estado. 

Políticas económicas, como el proceso de adelgazamiento del Estado, auna­
do a la crisis económica, el incremento de la deuda externa, la inflación, el des­
empleo, la disminución del gasto público y el recorte de presupuesto aplicado a 
las políticas sociales contribuyeron al incremento de la población económica­
mente subdividida en clase pobre y de pobreza extrema. 

151 



5. t. Modernización laboral 

Durante 1988-1994 el sindicalismo sufrió cambios drásticos.'3. El gobierno li­
mitó la presencia sindical sobretodo en lo concerniente a los asuntos políticos y 
económicos, sin embargo, aun no han conseguido la manera de deshacerse de los 
sindicatos de forma definitiva. La vida laboral en México, principalmente en 
estos últimos años, se ha tratado de modernizar ante las coyunturas que preva­
lecen. 

Desde la década de los setenta los sindicatos fueron perdiendo esa fuerza 
política y económica, que obtuvieron del proceso revolucionario, a partir de en­
tonces las negociaciones con el gobierno se han ido debilitando a consecuencia 
principalmente, de las grandes crisis económicas y del desplazamiento de diri­
gentes sindicales que están en contra del modelo neoliberal''¡() 

Con las políticas gubernamentales para abatir la crisis, como fueron la de 
austeridad y al final el proyecto de reconversión, en la década de los ochenta el 
gobierno ejerció una política laboral que en los hechos vino a resquebrajar las 
relaciones tradicionales corporativas existentes entre Estado y sindicatos, al mis­
mo tiempo que las relaciones entre empresarios y sindicatos. Se puso en cuestión 
el funcionamiento del mercado laboral, donde antes se participaba a nivel na­
cional de forma tripartita, se limitó la negociación de los salarios, las prestacio­
nes y las condiciones de trabajo que atravesaba el mercado laboral. 

Durante 1982-1988 se propuso el criterio de productividad como el más 
importante para determinar el valor de la fuerza de trabajo. A partir de entonces 
el salario es determinado el gobierno a través de sus programas económicos. 

La Comisión de Salarios Mínimos1 se convirtió en los hechos en una figura decorativa. El 
monto de los incrementos salariales los decidía, de manera autoritaria, el gobierno 
federal; lo más que hacía el gobierno era consultar a Jos patrones, pero la decisión fma~ 
recaía en sus manos. Hl 

139. Estos cambios comienzan prácticamente a partir de 1982 hasta nuestros días. 
1 iO. La crisis de representaci6n de las dirigencias obreras corúlevó a Wl8. crisis del corporativismo mexica­

no, un ejemplo evidente se observó en las elecciones de 1988, donde los trabajadores votaron por la 
oposición. 

1 i 1 .. .\gui1ar Carda., Javier, «Perspectivas sindicales» en: Acta sociológica, No. 1 i mayo-aga;to de 1995, p. 54. 
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Hacia la mitad del sexenio de Miguel de la Madrid, el sector privado exigía 
los primeros cambios en las empresas más importantes del Estado como Pemex, 
Altos Hornos, Teléfonos de México y Aeroméxico, entre otras. Dichos cambios 
apuntaron hacia la introducción de una nueva organización del trabajo que 
sirviera de pauta al resto de la industria que opera en el país, y como preludio de 
la privatización total o parcial del sector estatal de la economía, el desplaza­
miento de dirigentes sindicales tradicionales, la quiebra de la empresa para de 
inmediato crear otra similar, modificaciones importantes en los contratos colec­
tivos y la introducción de nueva tecnología. 

Entre los cambios más significativos que se dieron en aquellos años, fue 
tratar de flexibilizar las relaciones laborales y alcanzar lo que abora se denomina 
calidad total. Tenemos entonces, las transformaciones en el sector maquilador y 
en la industria automotriz transnacionales, las cuales afectaron los contratos 
colectivos en las directivas sindicales, lograron despidos en masas y ampliaron el 
empleo de trabajadores eventuales y de confianza. 

Mediante la reubicación o inauguración de sus plantas, empresarios nacio­
nales y extranjeros lograron, junto con la contratación de nueva fuerza de traba­
jo, imponer otras formas de organización productiva y, en consecuencia, nuevas 
relaciones con sus obreros. 

En vísperas del cambio de gobierno, la Coparmex y la Concanaco poIÚan 
especial énfasis en que la reconversión industrial que el país requelÍa para lograr 
mayor productividad y competitividad, implicaba una profunda modernización 
que podemos resumir en ocho puntos principales: 142 

* Fortalecer la negociación colectiva a nivel de cada empresa, entendiéndola 
como instrumento de conoertación no política entre los trabajadores y empresa. 

* Mejorar el poder adquisitivo de los salarios, el cual se había visto afectado 
por la inflación y los elevados impuestos sobre productos del trabajador. 

* Mejorar las relaciones laborales en las empresas estatales, las cuales de­
bían quedar sujetas al mercado de trabajo. 

142. Concheiro Bórquez, Elvira, El gran acuerdo. Gobierno y empresarios en la nwdemi=ación salinista, 
p.141. 
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* Despolitizar las centrales sindicales. 
* Elevar la capacitación productiva, mediante acuerdos particulares entre 

trabajadores y empresas, eliminando toda "intromisión del gobierno en los pro­
cesos productivos, con el pretexto de la capacitación". 

* Someter a las empresas del llamado sector social a la competencia libre 
con el capital privado, eliminando todo subsidio o privilegio, y en la conversa­
ción de éstas en cooperativas o bien en sociedades anónimas. 

* Modificar la legislación laboral, con el objeto de elevar la productividad, 
superar aberraciones o incongruencias legales y permitir una mayor flexibilización 
"en la administración de personal y de las condiciones de trabajo". 

* Promover una "mística nacional de superación, laboriosidad y producti­
vidad", por medio de campañas en los medios de comunicación y la revisión de 
los contenidos y valores educativos.!i3 

En el periodo salinistas se originaron más cambios en la vida del sindicalis­
mo corporativo tradicional. En 1989 se golpeó a los dirigentes sindicales que 
manifestaron una posición diferente a la del gobierno en torno a la moderniza­
ción' en particular los líderes petroleros, y también afectó a dirigentes que terna 
décadas en los puestos sindicales, como el caso de Joaquín Hernández "La Qui­
na". Todo esto se vislumbró en un contexto donde la figura presidencial jugaba 
el papel más importante o por lo menos eso pretendía hacer. 

Además, el gobierno salinista, se encontró con un empresariado que si bien 
coincidía en mantener una actitud flexible ante las demandas reivindicativas de 
los trabajadores, en impulsar transformaciones importantes en las relaciones la­
borales' así como en su tradicional cuestionarniento del sindicalismo corporativista, 
pugnaba en favor de que todo esto se diera principalmente en el campo de mo­
dificaciones legales que no comprometieran a compartir el costo de una auténti­
ca modernización productiva basada en cambios técnicos. 

En abril de 1989 se confonnó una comisión tripartita encargada de revisar la legislación 
laboral. La Coparmex present6, en ese marco, sus propuestas para una nueva Ley 

143. Ejemplo de ello fue la campaña «Empléate a ti mismo ... 
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Federal del Trabajo. En agosto de ese mismo año, el gobierno convocó también a unas 
audiencias públicas con el propósito de recoger las opiniones en tomo a una eventual 
refonna laboraL l

+! 

Sin embargo, esta reforma no se llevó a cabo, a causa de las controversias 
que surgieron entre empresarios y dirigentes sindicales. 

Por otro lado los industriales en un documento llamado Una política indus­
trial para México, señalaban los requerimientos para impulsar la producción 
industrial, proponía una profunda desregulación laboral que pennitiera eliminar 
toda rigidez en la contratación y en la utilización de la fuerza de trabajo. 

En junio de 1990 la Coparmex había anunciado la inminente finna del 
Acuerdo Nacional para Elevar la Productividad y la Calidad (¡\NEPC) y 
expuestos sus propios puntos para aumentar la capacidad productiva de los tra­
bajadores. La parte obrera solo externó brevemente sus inconexas posturas y más 
tarde el gobierno presentó a empresarios y trabajadores puntos básicos buscando 
superar cualquier tipo de conflicto entre las partes, dándose por sentado que el 
ANEPC seña signado por las partes. Sin embargo entre el documento patronal y 
el del gobierno habían desacuerdos sobre la forma de enfocar el problema de la 
productividad. 

Entre los aspectos en los que Coparmex resumió su postura frente al au­
mento de la productividad que sustentaban su propuesta de una nueva legisla­
ción, se encuentran: el aumento del tiempo productivo, que pennita eliminar el 
ausentismo; orden y disciplina en el trabajo, para lograr puntualidad, limpieza, 
etc.; la creación de puestos de multihabilidades, acompañadas de una 
compactación de categoñas establecidas en los contratos colectivos de trabajo; 
restablecer la categoña de aprendices para aprovechar las posibilidades de capa­
citación interna de las empresas; nueva concepción de la seguridad y prevención 
social, para delimitar el derecho a la salud, los pennisos e incapacidades, etc.; 
eliminación de las condiciones obsoletas que impiden la productividad, la cali­
dad y rentabilidad; aceleración del proceso de desregulación y simplificación 
administrativa; desarrollo de planes educativos que preparen realmente para el 

1 +4. Concheiro Bórquez, Elvira, El gran acuerdo. Gobierno y empresarios en la modemi=.aci6n salinula, 
p. 142. 

155 



trabajo: generación de estimulos fiscales que propicien la inversión privada en 
tecnología: realización de estudios sobre productividad y calidad del trabajo; 
inicio de campañas de información y publicidad para crear un ambiente favora­
ble a la productividad'" 

Si bien en el Al'\fEPC la Coparmex reiteraba varios de los aspectos que se 
habían presentado en Propuestas del sector privado para el gobierno en 1988, 
como cambios en la Ley Federal del Trabajo y en la Constitución han sido 
desde entonces las banderas principales que ha enarbolado el sindicato patronal . 

.-\. finales de julio del mismo año, la ConcallÚn, la Concanaco y la Canacintra 
presentaron un proyecto para elevar el nivel de la productividad como respuesta 
a un primer documento presentado a los empresarios por la Secretaría del Tra­
bajo, en éste se expresaba la amplia coincidencia que existía en el sector privado 
sobre la necesidad de impulsar un aumento en la producción del trabajo y de la 
competitividad de las mercancías nacionales en el extranjero. La lógica empre­
sarial de ello se lograría con un mayor esfuerzo obrero; sometiendo al trabajador 
a las cambiantes condiciones de los nuevos procesos productivos; dotándolo de 
la capacidad requerida por el uso de moderna tecnología, para así establecer 
nuevas relaciones laborales sobre la base de la completa flexibilización, buscan­
do consolidar ante todo una nueva Ley Federal del Trabajo. 

Los empresarios expusieron una serie de condiciones y exigencias al gobier­
no en tomo al ANEPC con el fm de dotar a la iniciativa privada de instrumentos 
adecuados para elevar su productividad y entre las más importantes tenemos: 

* Un marco macroeconómico que asegure la estabilidad de los precios, que 
favorezca la inversión, el crecimiento y estimule la calidad y productividad. 

* Modificaciones necesarias del marco regulatorio para permitir la libre com-
petencia en todas las actividades económicas. 

* Apoyo a los proyectos de investigación científica y tecnológica. 
* Servicios públicos eficientes. 
* Reglas claras del quehacer público que eviten el casuismo y la 

discrecionalidad y que restablezcan la confianza. 

1 -1-5. La Jornada. 23 de julio d~ 1990. 
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* Ln sistema de información estadística oportuno y confiable 'i6 

La firma de este acuerdo se dio en 1992, pero se dejó de lado las exigencias 
empresariales orientadas a lograr una nueva Lev Federal del Trabajo. 

Por otro lado, el sindicalismo se transformaba, es decir. como parte de una 
invasión sindical en las estructuras sindicales. 

se presentó la creación de una Federación de Sindicatos de Empresas de Bienes y 
Servicios. En 1990 se agruparon seis sindicatos para constmir esta Federación: El 
Sindicato de Telefonistas. el \-Iexirano de Electricistas, la Alianza de Tranviarios. la 
Asociación Sindical de los Pilotos. la agnlpación de Sobrecargos y la de Técnicos y 
"laUllales de la Producciiíll CillCll18tográfica. 1i7 

El objetivo fundamental de esta Federación fue el de construir una fuerza 
dentro del Congreso del Trabajo con miras a sustituir el sindicalismo corporativo 
más tradicional representado por la CTM. Estos sindicatos empezaron a plan­
tear algunas ideas en tono a la modernización y a las nuevas líneas de acción del 
sindicalismo en México: 

La concertación económica en cada empresa. pública o privada: t'xpusieron la necesidad 
de elevar la pnH:lucljvidad y la calidad de los productos: plantearon el pstablecimiclIlo de 
nut'\'8S relaciones laooralf'S a través de convenios particulares. que fueron colocando por 
encima de los Contratos ü)lectivos y de la Ley Federal del Trabajo.H6 

En la década de los noventa se genera un sindicalismo vinculado más di­
rectamente con las empresas: con una acción más laboral o gremial que política. 
Así se pretende que los nuevos sindicatos ya no presionen al Estado, promuevan 
la productividad y la calidad en la planta productiva. 

Para los empresarios mexicanos la modernización laboral implicó modificar 
sus relaciones, esto es, lograr un mayor incremento de la productividad de los 
trabajadores y de la calidad de los productos, que permitiera su competitividad. 

146. El Financiero.? de agoslo de 1990. 
147. Aguilar Carda. Javier ... Perspectivas sindicales" en Acta sociológica. :\'0. 1 .. mayo· agosto de 1995. p. 

58. 
Ha. Idem. 
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Sin embargo. tradicionalmente los empresarios nacionales han optado por un 
esquema de explotación intensiva de mallO de obra v de altas tasas de ganancia 
en un plazo corto: considerando que la mejor ventaja del pais es la mano de obra 
barata y son renuentes a participar del gasto que implica capacitarla y dotarla 
de adecuadas condiciones en sus centros de trabajo: pese a ello. no titubean en 
exigir de los trabajadores mavores esfuerzos. calidad y eficiencia. 

Sin duda, esta modernización laboral a traido como consecuencia la caida 
del salario v el aumento del desempleo. Esto no sólo ha puesto a las organizacio· 
nes de trabajadores a la defensiva, sino que plantea que dichos instrumentos 
desaparezcan y se regrese a la situación en la que el trabajador, completamente 
indefenso, se enfrente en lo individual al dueño o gerente de la empresa. 

5.2. Pronasol 

Los problemas derivados de la pobreza. redundaron en la capacidad de atención 
a este problema por parte del sistema político. Debido a ello el gobierno se unió 
a los esfuerzos de la Organización de las Naciones Cnidas, aplicando apoyos al 
gasto farniliar primeramente como los tortibonos y posteriormente un progra· 
ma de gran cobertura en política social, el Programa Nacional de Solidari­
dad "Pronasol". Sin embargo la finalidad de este programa no era en realidad 
combatir la pobreza. sino buscar espacios de legitimación en la sociedad. 

Muy lt'mprano en Sil gobierno, Salinas 5C une ti los esfuerzos de ItI Organización de las 

~aciones Unidas en la lucha contra la pobreza. Sil primera decisión para ayudar a los 
pobres fue regalarles tortillas por medio de los tortilJonos, evidenciando la falta de 1II1 

proyecto de desarrollo que creará opürtunidarles t'rOluíllli('as en el país para ft'solver la 
pobreza de una vez por todas, eliminándola.Asinüslllo.IIJllSlrtJ lUla \'()(:ación palema~Sla 
porque el Estado tenía a bit'JI. una vez más. regalarle IIlIas migajas u tortillas a lo~ 
pobres. H<) 

Es por lo que durante el gobierno de Carlos Salinas --quien tuvo graves 
problemas de legitimidad- legitimó su gobierno a través de políticas sociales. 

li9. Schmidt. SUIIIlIt'I. Amena=a y Oportunidad. L()s n~l()s cb la drmocrru.:ia mexicana. p. 19U. 
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concentradas en un sólo organismo institucional, denominado Secretaria de 
Desarrollo Social "Sedesol". 

A partir de un programa único que constituyó Pronasol, se pretendió insta­
lar un nuevo sistema de combate a la pobreza con tres objetivos intermedios: 
mejoramiento del nivel de vida (salud, vivienda, alimentación, educación, servi­
cios públicos y propiedad raíZ); creación de empleos y desarrollo productivo; 
construcción de obras de infraestructura y desarrollo regional. 

Con este ambicioso programa el gobierno buscó desesperadamente reforzar 
su presencia, mientras al mismo tiempo fortalecía a su partido con una amplia 
base de clientes electorales. 

Recordemos que inicialmente el Pronasol, fue un programa operado direc­
tamente desde la Presidencia de la República, pero finalmente se institucionalizó 
en una Secretaría de Estado (Sedesol), aunque prácticamente su operador prin­
cipal siguió siendo el presidente. 

El Pronasol siguió vinculado a la reforma del Estado que se propuso de 
manera integral en el primer informe de gobierno de Salinas. La idea central fue 
modificar a un Estado propietario que había descuidado sus objetivos de justicia 
y solidaridad; por lo tanto se justificó ideológicamente que los fondos de la venta 
de las empresas públicas se destinarla a las obras del Pronasol. Sin embargo, en 
la medida en que pasaron los años, el monto de la venta de las empresas no fue 
acorde nunca al presupuesto del programa: mientras que la venta dejó más de 
69 mil millones de pesos, el Pronasol sólo obtuvo 37 millones de pesos aproxi­
madamente. 

El Pronasol permitió al PRI recuperar los estados perdidos en las elecciones 
de 1988 en votaciones locales. Esto explica en parte el incremento presupuestal 
a dicho programa: en 1989 fue de 1 billón 640 mil millones de pesos; en 1990 
de 3 billones 667 mil millones de pesos; en 1990 de 3 billones 667 mil millones 
de pesos; en 1992 de 6 billones 8 mil millones de pesos, y de acuerdo al proyecto 
de egresos de la federación, para 1993 se programaron 7 billones 747 mil millo­
nes de pesos. ISO 

150. Ramos Esquivel, Alejandro (coord.), Sucesión Pactada: la ingenierla PotUiea del Salinismo, 
p.72. 
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La mayor parte de los recursos citados se asignaron en las entidades donde 
el PRI había perdido las elecciones y empezaba a disminuir su presencia. Gn 
ejemplo de esto es el Estado de México, en donde el municipio de Chalco, en 
1988 aportó a1PRI 26.7 por ciento de los votos, contra 50.4 a favor del FDN. 
Posteriormente en las votaciones locales de 1991, los votos del PRI representaron 
el 61 por ciento del total. El hecho no es casual, si tomamos que hacia un año de 
gobierno, éste había impulsado el proyecto "Chalco 2000", llevando a las co­
munidades electricidad, agua potable, pavimentación, alcantarillado y la entre­
ga de varios miles de títulos de propiedad.'5' 

La política neoliberal de ajuste propone el libre juego de las fuerzas del 
mercado de la economía abierta, en donde el Estado se reduce a la vigilancia de 
los intereses de la iniciativa privada o mercado, abandonando su papel de rector 
y coordinador de la actividad económica. 

La política de corte neoliberal del salinismo requirió la conformación de un 
Estado ad-hoc al desmantelamiento del Estado social o de bienestar. 

CUADRO 11 

EVOLUCION DE LA INCIDENCIA DE LA POBREZA 
TASAS DE CRECIMIENTO 1960-1988 

PRONASOL 

60-70 70-77 77-81 81-87 

Población 40.8 24.9 12.8 13.7 
Pob.exl - 2.5 - 5.5 -27.1 26.3 
Pob.mod. 59.2 37.2 18.7 30.4 
Pobo Total 13.5 9.9 -6.4 28.7 

Elaborado en base a información del Consejo de Consul18 del Pronasol en: Trejo. C. y Jones, C., (Coords.), 
Contra la Pobreza. Por una estrategia de política social. p. 86. 

151. Ibidem. p.73. 
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Es interesante notar que la disminución relativa de la pobreza se puede 
asociar a los años del desarrollo estabilizador y, sobre todo, al periodo del auge 
petrolero. Sin dejar de apuntar que la disminución de la pobreza extrema es 
notoria en estos períodos esta caída se debe, 

l. ··1 al conjunto de subsidios denegados y no a políticas de largo plazo. Tan engañosa es 
dicha disminución. que ante un shock extremo sobre la economía (la brutal caída de los 
precios internacionales del petróleo,! el alza en las tasa de interés internacionales), la 

incapacidad de rt'Spuesta de los mexicanos en general y los pobres en particular, provoca 
el revertimiento de las tendencias y la profundización de la pobreza en nuestra sociedad. 
Es decir. si en lugar de los subsidios generalizados que camcterizaron al periodo se hubiera 
invertido en las capacidades dt' los individuos. el largo camino de la reforma estructural 
dr la economía mexicana no SI.' hubiera convertido en un retroceso en el combate a la 

pobreza: de haberse empleado mejor los recursos petroleros habría disminuido la pobreza 
en rorma permanente. 152 

CUADRO 12 

EVALUACION DE LA POBREZA EN MEXICO 1963-1988 

1963 1968 1977 1981 1984 1988 

Población" 40.8 47.9 63.8 71.4 76.5 83.0 
Pobreza 

Tota'"" 77.5 72.6 58.0 48.5 58.5 59.0 

* Millones de personas. 
* * Porcentaje de la población. 

Fuente. Boh\lIlik. Julio y Hernáadez Laos. Ennque. México social 1900-1991. p. 87. 

152. Trejo, C. y Jones. e. o (Coords.). Contra la Fbbreza. Ebr una estrategia de políúca social, p. 86. 
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El Pronasol constituyó lUl programa que se ubicó coYlll1turalmente en lUl 
momento de incertidumbre, con herencia del viejo esquema de control gremial de 
la política social sobre la cual funciona el corporativismo, hasta el uso político 
dentro de lUl criterio pragmático como la ,ía de conseguir recursos, logrando aglu­
tinar una cifra de 80 mil comités de Solidaridad distribuidos a lo largo del país. 

5.3_ Procampo 

A pesar de que el programa de Solidaridad en el periodo salinista, contribuyó a 
sanear necesidades momentáneas, sobre todo, infraestructura --construcción de 
carreteras, pavimentación de calles, remozado de escuelas--, los sueldos conti­
nuaron bajos. Esta política en vez de procurar mejor beneficios de vida, generó 
más pobreza. 

Esta pobreza generó tres problemas, latentes actualmente: 

* El crecimiento migratorio del campo a la ciudad. Por el gran excedente de 
fuerza de trabajo en las fábricas se congelaron los salarios, política que se dio en 
todo el sexenio de Salinas. 

* El crecimiento migratorio a Estados Unidos. A pesar de esta migración, el 
desempleo se mantenía supuestamente bajo y se sostenía la remesa de divisas. 

* Reformar el artículo 27 constitucional, para poder hacer lUla explotación 
capitalista la agricultura ejidal; con ello se atraería inversión extranjera y se 
canalizaría la inversión nacional al campo. 

El problema de la migración trajo como consecuencia que los campesinos 
no produjeran alimentos y por lo tanto, hubo necesidad de importar. 

E sta problemática que sufrió el campo fue consecuencia de las políticas de 
corte neoliberal, que a la par trajeron una respuesta de otro tipo como fue el 
Barzón. 

La revuelta de campesinos -pequeños y medianos agricultores-, asustó 
al gobierno, que se vio presionado sobre todo en tiempo de elecciones, en las que 
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el PRI no las tenía ganadas del todo (particulannente en la elección presidencial 
de 1994), es por ello que empleó un nuevo programa (populista) PROCAMPO 
que consistía en dar dinero a los campesinos para tranquilizarlos. 

Esta estrategia del gobierno, es evidente que se elaboró con el fin de obtener 
votos para el PRI, por ello varios funcionarios del gobierno viajaron por todo el 
país regalando cheques. Lamentablemente, Procampo no buscaba mejorar las 
condiciones de la vida en el campo. 

Tanto Solidaridad como Procampo fueron concebidos como programas 
remediales y pronto fracasaron en generar una solución adecuada al problema 
de la pobreza, y al no concebirse como proyectos de desarrollo, finalmente fueron 
fuente de derroche, que aún cuando en algunos casos llegó a las zonas más nece­
sitadas, éstas no tuvieron la capacidad de utilizarlos para mejorar su calidad de 
vida. 

5.4. Movimiento campesino 

Podemos decir que este movimiento ha logrado poco en su lucha por la tierra en 
los 50 años posteriores al cardenismo. La propiedad de la tierra ha sido una 
demanda tan legítima e histórica como vital para el campesinado. 

Originalmente, en la década de los setenta los principales actores de la lu­
cha en el campo fueron los jornaleros y campesinos pobres en regiones agrícolas 
atrasadas. Sin embargo, tras el agravamiento de la crisis económica, son los 
campesinos medios los que aparecen como el sector más activo y movilizado de 
las regiones agrícolas más desarrolladas, donde sectores integrados por líneas de 
producción están mejor organizados. 

Las demandas de este sector han sido tradicionalmente diversas y 
heterogéneas (tierra, servicios, crédito, alto a la represión, defensa de recursos 
naturales, deslinde, etc.), lo cuál dificultó una articulación y coordinación am­
plia y estable. Sus acciones fueron generalmente protestas, denuncias, peticiones 
aisladas, y su discurso básicamente contestatario. 

En la década de los ochenta, las demandas eran aún diversas y heterogéneas, 
pero las acciones plantearon objetivos más concretos como negociaciones con 
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autoridades, afectaciones de tierra en áreas precisas, aumento de precios de ga­
rantÍa' intelVención de las organizaciones campesinas en el gabinete agropecuario, 
entre otras. El discw"So más propositivo dio paso a la concertación con el gobierno. 

La Confederación Nacional Campesina (CNC) surge en 1938 durante el go­
bierno cardenista para canalizar institucionalmente las demandas agrarias. Desde 
su nacinúento la CNC fue parte del partido oficial, sin una representatividad legí­
tima de sus dirigentes y antidemocrática en sus mecanismos de elección interna. 

La CNC fue para el Estado el elemento hegemónico y de control de la masa 
campesina, desde los años treinta hasta los sesenta, momento en que empezó a 
debilitarse ante la escasez de ofertas para el gremio y el evidente rezago y aban­
dono de políticas públicas para el campo. 

En 1979 se crea la Coordinadora Nacional Plan de Ayala (CNPA), inte­
grando a 20 organizaciones regionales, ubicadas en 15 estados del país. Mantu­
vo hasta el gobierno salinista su carácter independiente y autónomo frente al 
Estado. La política de la CNPA se caracterizó por ser contestataria, radical y de 
experiencia mínima para elaborar proyectos económicos. 

Sin embargo, esto no impidió que tratara de recuperar una política en de­
fensa de la comunidad agraria como una unidad económica, entidad jurídica, 
social e histórica, así como su estructura organizativa horizontal y su autonollÚa 
regional, que dio también un nuevo sentido al zapatismo, a la reforma agraria y 
al reparto de tierras ya concluido unilateralmente por el gobierno. 

En 1985 surge la Unión Nacional de Organizaciones Regionales Campesi­
nas Autónomas (UNORCA), con 25 organizaciones de productores regionales de 
todo el país. Entre sus afiliados destacan: La Coalición de Ejidos Colectivos de 
los Valles del Yaqui y Mayo, e importantes organizaciones de productores ejidales 
vinculados al mercado exterior. 

Particularmente, la UNORCA agrupa organizaciones independientes y or­
ganizaciones miembros de la CNC, pues busca integrar una heterogeneidad po­
lítica propia de los sectores rurales que representa. 

Sus principales demandas son por mejores precios de garantía; créditos: apo­
yo del Estado a la producción campesina en el proceso productivo; comercialización 
y abasto; y dotación de infraestructura al campo y diversos servicios. 
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Su membresía awnentó en la proporción de la capacidad negociadora de­
mostrada, entre sus filas cuenta a diversas uniones de ejidos, Asociaciones Rura­
les de Interés Colectivo (ARlCS), Consejos de Abasto, Cooperativas, etc. 

En 1989 avanzó en el campo financiero al registrar once uniones de crédito. 
En 1988, se llevó a cabo el Encuentro Nacional Agrario en donde las prin­

cipales organizaciones campesinas firmaron el convenio de Acción Unitaria (CAL) 
en un intento por abrir espacios de diálogo y negociación con el Estado represen­
tado por la SRA y la SARH. Se constituyó posteriormente el Congreso Agrario 
Permanente (CAP), al cual se incorporaron las centrales campesinas oficiales. 
Además de las organizaciones oficiales el CAVestá conformado por: Central ln­
dependiente de Obreros Agrícolas y Campesinos (CIOAC); Unión Nacional de 
Organizaciones Regionales Campesinas Autónomas (UNORCA); Cnión Ge­
neral Obrera, Campesina y Popular (CGOCEP); Coordinadora Nacional Plan 
de Ayala (CNPA); Central Campesina Cardenista (CCC); Comisión Organiza­
dora de la Cnión Campesina (CODeC); Cnión Nacional de Trabajadores 
Agrícolas (lJNTA); Frente Democrático Campesino de Chihuahua (FDCCH); 
Coordinadora Nacional de los Pueblos Indios (CNPI); Movimiento Nacional 
Plan de Ayala (MNPA). 

El Congreso Agrario Permanente se integró por las siguientes organizacio­
nes: Alianza Campesina del Noroeste (ACN); Central Campesina Cardenista 
(CCC); Central Campesina Independiente (CCI); Central Independiente de 
Obreros Agrícolas y Campesinos (ClAC): Comisión Organizadora de Unidad 
Campesina (CONDUC); Confederación Agrarista Mexicana (CAM); Confedera­
ción Nacional Campesina (CNC); Movimiento Social de los 400 Pueblos (MP-
400); Unión General Obrera Campesina y Popular (UGOCEP); Unión Nacio­
nal de Organizaciones Regionales Campesinas Autónomas (L'NORCA); y Unión 
Nacional de Trabajadores Agrícolas (UNTA). 

Del Partido de la Revolución Democrática surgió en 1989 un organismo 
agrupador más: la Unión Campesina Democrática (LeO). 

El movimiento campesino, en nuestros días, pese a esfuerzos de las organi­
zaciones citadas, padece de una profunda crisis análoga a la crisis económica y 
del paulatino deterioro del sistema político. 
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El impacto neoliberal sobre el campo ha sido de'·astador. en tanto que las 
organizaciones campesinas no consiguen difundir v fortalecer su autonomía frente 
al Estado. Los sectores más pobres del campesinado continúan desarticulados y 
se carece de un proyecto de organización formal (autónoma y democrática) que 
consolide su presencia en el movimiento popular, así como en el Estado. 

Por organización formal, nos referimos a la relación que establece un grupo 
o colectividad para ejecutar detenninada acción v que para ello Se coordinan 
racionalmente. por afinidad y libre voluntad a través de procedimientos explici­
tos O de conjunto de nonnas. Esta organización Se lleva a cabo de forma concer­
tada, en tanto que la organización informal se da de forma espontánea. 

5.5. Los "nuevos movimientos sociales" en México en el proceso de 
transición política. 

El sistema político mexicano vive dos procesos simultáneos en los cuales el com­
portamiento politico corresponde a los cambios de cultura politica de la socie­
dad. La transición y construcción de una identidad y el marco de estrategias 
promueven nuevos significados de la acción colectiva. 

Cna mirada retrospectiva al México posrevolucionario nos muestra una or­
ganización social inconcebible sin el control del Estado. Los gobiernos posterio­
res al movimiento armado de 1910 reconocieron como prioridad la coalición, 
alianza y control de las clases populares y su lealtad al Estado, en tomo al cual 
no había posibilidad de crear movimientos ciudadanos independientes. 

El control social surgió con el partido de Estado. La sociedad se corporativizó 
en tres sectores: la Confederación de Trabajadores de México (CTM), que 
agrupaban a los obreros: la Confederación Nacional Campesina (eNC), 
máxima dirigencia campesina; y la Confederación Nacional de Organiza­
ciones Populares (eNOP), que controlaba a un difuso sector popular. 

Aún cuando hemos señalado la dificultad de crear movimientos sociales en 
esta época, éstos surgían amparados y controlados por el gobierno v su partido 
los menos afortunados eran reprimidos o suprimidos. 
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En la década de los sesenta se presentaron movinúentos más legítimamente 
independientes en oposición a la política partidista gubernamental. Estos movi­
mientas (de médicos, ferrocarrileros y estudiantes) tuvieron su raigambre en las 
clases medias, las cuales habían experimentado una gran movilidad social que, 
sin embargo, empezaba a volverse difícil. 

Estos movinúentos fueron reprinúdos por el gobierno, pero de forma más 
contundente el movinúento estudiantil de 1968 y 1971, e! cual influyó notable­
mente en la sociedad civil. 

A partir de los años setenta los movinúentos buscaron canalizar sus deman­
das por vía institucional, es decir, a través de las instituciones de gobierno y los 
partidos políticos controlados por el Estado. Esta etapa de la historia mexicana 
corresponde al máximo endurecinúento de! sistema político, caracterizado por e! 
autoritarismo con los opositores y numerosos movinúentos de presión. 

Hacia finales de los años setenta dio inicio cierta liberalización de los espacios 
de acción política mediante la reforma política de 1977, concerniente a los proce­
sos político electorales y la reglamentación de diversos partidos políticos en el juego 
electoral, según precisaba la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos 
Electorales (LFOPPE) aprobada por el Congreso el 27 de septiembre de 1977. 

A esta reforma le siguieron otras tantas que no representaron un cambio 
político real en los hechos, sólo en el discurso. 

En 1988, el proceso liberalizador fue empujado por diversas fuerzas sociales 
que mediante el sufragio pretendieron desglozar al partido en el poder. El resul­
tado fue un proceso electoral incierto, falto de credibilidad y un gobierno soste­
nido a pesar de carecer del consenso que lo legitimara. 

Nuevamente, el gobierno, encabezado entonces por Carlos Salinas de Cortari 
echó mano en su interés de un discurso que intentaba, dar mayor apertura polí­
tica e iniciar un proceso de liberalización y democratización que se reflejará en 
nuevas formas electorales (COFIPE) ante la perspectiva de que el país avanzarla 
en materia económica hacia el primer mundo. 

La transición política hacia la democracia buscaba estabilidad política y 
paz social. En el difícil año de 1994, el voto ciudadano ratificó al partido del 
gobierno en el poder. 
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En 1996, otra refonna política fue una válvula de escape a los desajustes 
económicos y políticos, así como la participación ciudadana en los aconteci­
mientos políticos en apoyo al movimiento rebelde de Chiapas, se pretendió que 
esta refonna fuera definitiva y profunda, además de que contara con el consenso 
de los partidos políticos. 

Así, podemos señalar que la transición a la democracia iniciada con el pro­
ceso de liberalización,!53 desde hace casi dos décadas, está en vías de consolida­
ción en el gobierno de Ernesto Zedillo. 

La aparición de movimientos armados, la persistente crisis económica, así 
como la creciente participación ciudadana en la vida política del país, --que en 
ocasiones supera a la de los partidos políticos--- indican la consolidación del 
proceso de liberalización. En tanto que el gobierno, mennado en su ejercicio del 
poder político, redujo su actividad presidencial en la toma de decisiones asu­
miendo el papel de un presidencialismo respetuoso. 

En suma, podemos decir que los movimientos sociales han jugado un papel 
preponderante en las etapas de transición política, como grupos constituidos en 
fuerza social que demandan ser parte en los procesos de toma de decisiones. 

La década de los ochenta tuvo una amplia movilización de las diversas 
clases sociales que componen la sociedad civil. La más profunda huella fue mar­
cada por la organización ciudadana ante los acontecimientos del sismo de 1985, 
y por los movimientos que a la luz emergieron (costureras, colonos, etc.). En la 
sociedad civil, la capacidad de organizarse ante la desgracia la hizo consiente de 
poder adonnecido y se decidió a participar más en la problemática nacional. El 
gobierno fue rebasado por la sociedad civil en tiempo, organización y eficacia. 

En 1986, el movimiento estudiantil de la Universidad Nacional Autónoma 
de México trascendió a la opinión pública, ante las políticas de impedir la movi­
lidad social e imponer elevadas cuotas en aras de excelencia académica. 

En 1988, la movilización más grande e importante fue la manifestación de 
repudio al proceso electoral. El sentimiento de fraude electoral dejó una huella 

153. La transición es el intervalo que se extiende de un régimen político a otro. la liberalización es un 
primer momento de la traruición del autoritarismo a la democracia. O'Donnell. C. y Sdunitter, Philippe, 
1h:ursiciones Desde un Gobierno Auton'tario, Tomo Iv. P. 20. 
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indeleble y un amplio margen de incertidtunbre, solamente superado por la lu­
cha incisiva que a partir de ahí pugnó por la claridad, certeza y transparencia de 
todas las elecciones, en las que la participación ciudadana se convirtió en defen­
sora y vigilante de estos procesos. 

5.5.1. Un nuevo actor social: ONG 

En la década de los noventa, los movimientos sociales, bajo el nuevo paradigma, 
tuvieron modalidades y demandas interesantes en los niveles cualitativos y cuan­
titativos. 

Se dieron movimientos por la paz, la ecología, los derechos indígenas, el 
respeto a las preferencias sexuales, en contra y en pro del aborto, contra la mili­
tarización, por espacios de participación para la mujer, contra la corrupción, 
contra la usura bancaria, por la democracia, por los derechos humanos, contra el 
proyecto económico, etc. 

Muchos de estos movimientos se insertaron en las llamadas Organizacio­
nes no Gubernamentales (ONG). Su nombre se deriva de un propósito cons­
titutivo, procurar su mantenimiento al margen de cualquier institución de go­

bierno. 
Su espacio y acción también debían ser independientes de los partidos po­

líticos y las sociedades de acción civil partidistas. 
Las ONG surgen como una nueva forma de representación social que se 

ocupan de plantear demandas y exigencias al gobierno, cuestión que las aleja de 
su objetivo central de mantenerse al margen del régimen político y de cualquier 
ámbito institucional. 

Las ONG como grupos heterogéneos realizaron una diversidad de activida­
des e igual número de formas para llevarlos a cabo, son parte de los cambios 
experimentados estos últimos tiempos por la sociedad nacional. Además son 
promotoras de nuevas relaciones en las sociedades rurales. 

Asimismo, se caracterizan estos organismos por una diversidad de conteni­
dos: por su naturaleza jurídica (asociaciones civiles, sociedades de diverso tipo, 
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fundaciones, etc.); por su ámbito de trabajo QocaI, regional e inclusive nacio­
nal); por el sector al que enfocan su trabajo (campesinos pobres, refugiados, 
mujeres, enfermos, etc.). 

Otra caracterización que puede establecerse es a partir de su definición fren­
te al Estado y sus relaciones poüticas con él. En cuanto a esta última, podemos 
precisar que las ONG' s "orientan su trabajo al diseño de enfoques, métodos y 
perspectivas que superen las ineficiencias institucionales y que puedan ser repro­
ducidos posteriormente desde el Estado".'Si 

ena generalidad de las ONG es su posición critica hacia el Estado, visto 
como aparato de dominación. Su relación con organizaciones sociales es de cola­
boración y apoyo hacia determinadas causas, son orientadoras y procuran ser 
propositivas de proyectos alternativos. 

Conciben la posibilidad de hacer viables sus proyectos alternativos a partir 
de nuevas formas de distribución del poder social en las clases subalternas. 

Destacan, entre sus estrategias como movimientos sociales, métodos que 
propician la concientización, la participación social y muy especialmente el im­
pulso a la creatividad. 

Esta estrategia les ha permitido avanzar en lo referente a la defensa de los 
derechos humanos y particularmente en el proyecto de agricultura orgánica, en 
la salud comunitaria y el desarrollo local y regional. 

5.5.2. El Barzón 

La crisis de representación de la que fue víctima la pequeña y mediana industria 
y ante una ley inflexible para crear agrupaciones paralelas a las organizaciones 
empresariales establecidas, dieron lugar a movimientos que incluso patrocina­
ron partidos poüticos, el caso del barzón es ejemplo de ello. 

El movimiento barzonista nace como consecuencia del grave problema de 
las carteras vencidas en los créditos del campo. 

154. Cortés Ruiz, Carlos, .. Las Organizaciones no GubemamentaJes: lUl Nuevo Actor Sociai .. en: Reoista 
Mezicano. ck Socinlogfa, México, UN·IM.IIS, Núm., 2194 abril.junio, 1994. p. 150. 
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A pesar de los infonnes sobreoptimistas de la Secretaria de Agricultura, el 
campo se encontraba en una profunda crisis, en donde la inseguridad seguía 
presionando la producción y sobre todo las carteras vencidas, que llegó a crear 
un clima de tensión y de abierta confrontación entre los productores afectados 
contra la Banca y el Estado, los primeros organizados en el movimiento barzonista. 

El nombre de barzón fue' adoptado de una canción agrarista de principios 
de siglo, la cual relataba las condiciones de explotación a que eran sometidos los 
campesinoS.'55 

El Barzón, luchó por protegerse del embargo e incluso la represión directa 
de sus movilizaciones. Es importante señalar que en esta ocasión el conflicto 
abarcó incluso a productores que tradicionalmente no representaban mayores 
problemas y que gozaban en otros tiempos de grandes privilegios, sin embargo, 
la crisis que afecto directamente al campesino tradicional, en esta ocasión alcan­
zó también a sectores capitalizados con efectos graves para el desarrollo del cam­
po mexicano.'56 

En 1993 se reunieron veinte campesinos debido a la presión de la banca, 
cobrándoles adeudos contraídos por éstos para comprar tractores y herramien­
tas' por ello se protestó, puesto que se actuaba con procesos extrajudiciales. Los 
nombres de algunos ellos son: Juan José Quirino Salas, Maximino Barbosa, 
Sebastián García Guerrero, Sergio Baes, entre otros. 

Este movimiento empezó siendo campesino, pero poco a poco se introdujo a 
otros ámbitos: al de los comerciantes, industriales y prestadores de servicios, con 
el fin de apoyar a todos aquellos que estuvieran endeudados, sin que importe el 
tipo de deuda, incluyendo hipotecas, quirografiarias, tarjeta de crédito y las 
contraídas con agiotistas y usureros. 

El movimiento barzonista ha crecido en los últimos años y ha ganado fuer­
za. Dentro de sus principales objetivos se encuentran: 

* La prórroga del plazo del pago con una moratoria de cuatro años. 
* Treguas judiciales. 

155. Técnicamente d barron es un cinturón de cuero que ciñe a los bueyes y la yunta. 
156. Gallo, Miguel Ang<I, Ruiz O., Humberto Y Franco, Matías. Histmia tÍ) Mb:iJXJ Coni:em¡xNúneo O, p. 211. 
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* Definir la cartera vencida a precios reales de mercado, sin tener que pagar 
las altas tasas de interés que representan las altas sumas fijadas por los banqueros. 

Uno de los apoyos que le han brindado al Barzón, es el de la Barra Nacional 
de los Abogados. Este grupo avaló las acusaciones de los barzonistas que hicieron 
en contra de la Banca y el gobierno, dichas acusaciones trataban de incurrir en la 
imposición tmilateral de tasa de interés excesivas en detrimento de la planta 
productiva y la sociedad en su conjunto. La Barra se comprometía a brindar 
apoyo, servicios y asesoría legal gratuita, a la gente que tuviera problemas de 
cartera vencida. 

En 1995, por las excesivas tasas de interés, muchos deudores acrecentaron sus 
problemas con los acreedores bancarios, puesto que fueron embargados, a pesar de 
la intervención estatal---que apoyó más a la Banca que a los deudores--. 

El movimiento barzonista organizó plantones y marchas, con el fin de pre­
sionar a las autoridades, para la pronta resolución de su problema. Varios barzonistas 
se reunieron en el Primer Congreso Nacional de El Barzón, que se llevó a cabo en 
la Arena México; en este evento destacó la presencia de dirigentes y representantes 
del P.>\N, PRI, PRD, gobierno y clero, este último se manifestó en favor de los 
deudores recordando que uno de los mandamientos es "no robar" .157 

5.6. Derechos Humanos 

Hablar de los derechos humanos, es hablar de una gran trayectoria histórica, 
que empieza desde la década de los 40, cuando la comunidad internacional 
comienza a preocuparse por crear un organismo encargado de mantener la paz 
en el mundo. Si bien, uno de los propósitos centrales de la ONU, era el fomento 
al respeto de los derechos humanos, las libertades fundamentales para todos sin 
distinción de razas, sexo, idioma, entre otras disposiciones en materia de dere­
chos humanos que se plasmaron en siete artículos dentro de la Carta de Organi­
zación. 

157. Sampeiro. Ana Cristina. Se IU)$ revent.6 el bar-..ón. p. 63. 
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La Declaración Universal de los derechos hwnanos de 1948, a sido tema de 
discusión en los últimos años, puesto que, los cambios económico, poüticos y 
sociales de las últimas décadas, han contribuido ha un nuevo concepto sobre 
Derechos Hwnanos, en torno al Estado y la sociedad civil. 

~'lientras qtle por parte del Estado persiste la postura práctica de que por derechos 
humanos debe entenderse la no violencia de algunos derechos civiles y poüticos de los 
ciudadanos, sobre todo los responsables de la seguridad pública, como el no ser sometidos 
a tortura, a tratos crueles, a no ser arbitrariamente detenido, a circular libremente, no 
sufrir injerencias en la vida privada~ etc.; por parte de la sociedad civil, ha sostenido que 
por derechos humanos hay que entender1 plena vigencia de los derechos económicos, 
sociales. culturales~ civiles. políticos de los ciudadanos y de los grupos sociales. Isa 

El defender los derechos hwnanos implica poner limites a las arbitrarieda­
des del Estado. Esto ha significado a lo largo de la historia tratar de preservar el 
Estado de derecho. La Comisión Nacional de los Derechos Hwnanos (CNDH), 
ha tenido un papel importante en la agenda social y poütica del país, puesto que 
se ha incrementado en los últimos años una red de comisiones estatales y su 
actividad se ha profesionalizado. No obstante, la Coparmex y la Concanaco en 
el docwnento Propuestas del Sector Privado señalan al respecto: 

* Hacer reconocimiento expreso a los Derechos Hwnanos en materia de 
educación, propiedad, creencias religiosas, vida cívica y poütica de las personas, 
y la autonorrúa municipal como expresi6n moderna también de Derechos Hu­
manos, conceptos planteados en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, y en consecuencia perfeccionar los artículos constituciona­
les respectivos. 

* Aceptar la conformación de la Suprema Corte como un Tribunal de 
Constitucionalidad. 

* Además del reconocimiento declarativo de los derechos hwnanos se debe 
perfeccionar y actualizar el juicio de amparo, para que sin discriminación de 
personas ni grupos, se le conceda la protección de la justicia a todo el particular 

158. -Derechos Hwnanos •. PRODH, p. 226. 
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a quien se le vulneren sus garantías por leyes o actos de autoridad, particular­
mente en materia educativa. 

* La modernización del propio juicio de amparo exige que en materia de 
control de constitucionalidad de Leyes y de los actos de autoridad, los veredictos 
de la Corte protejan no solo a la parte agraviada, sino que sean válidas "erga 
omnes", pues así se imparte justicia distributiva no sólo al que pueda obtenerla 
porque sus recursos se lo pennitieron, sino porque sus derechos individuales oponibles 
al E stado, se respeten y benefician por una sentencia de universalidad válida. 

Durante el sexenio de Salinas, aunque el gobierno trato de mostrar una 
imagen de confianza en lo económico y político, tanto al exterior como al inte­
rior del país, se dieron denuncias de abusos, violaciones y prácticas 
anticonstitucionales. 

No se puede negar que en el periodo salinista, se crearon en provincia cen­
tros de defensa y promoción de los derechos humanos --derechos individuales y 
sociales---, por los actos represivos que se dieron en los estados de Michoacán, 
Oaxaca, Guerrero y Chiapas. Pero, sobre todo, gracias a la unión de la sociedad 
civil, muchos actos represivos fueron atendidos. 

Una de las principales demandas de la sociedad civil, se basa en el incum­
plimiento del Estado con proporcionar bienestar. Esto ha movilizado a la socie­
dad misma a buscar caminos viables para que los derechos humanos sean respe­
tados. Uno de los primeros logros que se consiguió fue el de tener representantes 
en los principales organismos y convenciones mundiales. 

En 1990 el gobierno crea la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos, responsable de vigilar el acatamiento a las normas que consagran los 
derechos humanos que se encuentran contenidos en la Constitución como ga­
rantías individuales y sociales, y los tratados internacionales suscritos por Méxi­
co. Tiene como tarea atender casos concretos como: 

* Violaciones administrativas, vicios en los procedimientos y delitos que 
lesionan a una persona o a un grupo, que sean cometido por una autoridad o 
servidor público. 
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* VIolaciones administrativas, vicios en los procedimientos y delitos que 
lesionan a una persona o a un grupo, cometidos por otros agentes sociales, cuya 
impurtidad provenga de la anuencia o la tolerancia de alguna autoridad o servi­
dor público. 

* En los casos a que se refiere los incisos anteriores, por negligencia imputa­
ble a alguna autoridad o servidor público. 

Sin embargo aún el país cuenta con tres poblemos latentes que violan los 
derechos humanos: uno de ellos es el que surge de los conflictos políticos electo­
rales, ejemplo de ello, la afirmación del PRD en el sexenio de Salinas, de la 
existencia de más de 230 asesinatos políticos de militantes; otro es el combate al 
narcotráfico, y terminar con la lOnura como método de interrogación. 

5.7. Educación 

La educación en general y la educación elemental en particular, es sabido y 
reconocido, que ésta conforma el instrumento idóneo a través del cual, se posibi­
lita la participación efectiva del individuo en las distintas esferas sociales. A par­
tir de la educación recibida por el individuo, éste es capaz de producir, así como 
de generar ingresos. 

Existe, asimismo, la concepción de que la educación es precondición y re­
quisito de los pueblos para aspirar a una participación "activa y razonada en los 
procesos políticos de un país n. 

La educación es una aspiración perseguida por los individuos y los pueblos, 
en tanto que concede libertad, libertad de elección y autodeterminación. La 
posesión de ésta permite al individuo educarse para generar ingresos, ascender 
en la escala social o movilizarse a través de ella. Posibilita salir de la pobreza 
implicadora de mala salud, deficiente nutrición, vivienda en condiciones de de· 
terioro y una baja calidad y expectativa de vida. 

Es por esto que la educación representa una capacidad básica que todo 
Estado debe proveer a la población que gobierna, es un derecho y una obliga. 



ción, entraña lUl principio de igualdad de oportunidad, para todo individuo 
ante la ley, así como lUla garantía de sus derechos individuales. 

A lo largo de varias décadas se ha visto lUl importante intervencionismo por 
parte del sector privado en el campo de la educación. Son principalmente tres 
organizaciones quienes se preocupan por la problemática educativa: CCE, 
Concanaco y Coparmex. Esta última se ha ocupado con mayor interés, práctica­
mente desde su fundación en 1989, y la Comisión Educativa del Sector Empre­
sarial (CESE), integrada por el CCE y sus organizaciones. 

La CESE tiene como objetivos principales: informar y orientar al sector 
empresarial para lograr una auténtica modernización educativa; motivar al 
empresariado a participar en el ámbito educativo y proponer a las organizacio­
nes empresariales opciones estratégicas en la materia; buscar fórmulas de 
concertación y coordinación con las autoridades y las instituciones educativas 
-públicas y privadas-- en el campo de la educación, y lograr que las propues­
tas empresariales sean tomadas en cuenta en la elaboración de planes y progra­
mas y en la integración de los sectores educativo y productivo.15• 

En el sistema educativo privado también se contempla la participación de 
la Iglesia católica que jlUltO con los empresarios han aumentado su participación 
en las últimas décadas. 

En cambio, el intervencionismo de los empresarios en la educación pública 
ha sido tradicionalmente marginado. Sin embargo, puede reconocerse histórica­
mente tres acentos principales: 

* El utilitarista, que procura la formación de lUla mano de obra apta para 
insertarse en las tareas productivas y SI' ·,limenta de elaboraciones ideológicas iden­
tificadas con el liberalismo, el nacionalismo y el desarrollismo. Sus expresiones 
principales en el medio empresarial se dieron a través de la Concamín y la 
Canacintra, organizaciones moderadas que agrupan al sector industrial nacional. 

* La moralista, caracterizada por poner el acento en la formación del edu­
cando con acuerdo a los valores tradicionales de la moral, la religión y la Iglesia 

159. Loyo, Aurora (coord.), Los actores sociales y la educación. Los sentidos del cambio (195S-1994). 
p.142. 
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católica, la familia y la patria, y que ha sido sostenida por la Coparmex y la 
Concanaco, organizaciones de línea radical. 

* La antiestatista, propició en el campo de la educación cambios ideológi­
co-políticos en los contenidos educativos para la conservación del status quo, 
invocando el respeto a la propiedad privada y al orden público. Esta postura 
trasladó al campo educativo su oposición al Estado mexicano surgido de la revo­
lución y algunos postulados fundamentales de su régimen político: la ideología 
nacionalista revolucionaria, el intervencionismo estatal, la reforma agraria, el 
sindicalismo político, las empresas públicas, etc., aspectos que vinculó al comu­
nismo, al socialismo, a la Revolución cubana y otros movimientos sociales y 
políticos que consideró peligrosos. Este enfoque fue tradicionalmente apoyado 
por la línea radical, pero también fue sostenido en algunas coyunturas conflicti­
vas por sectores más amplios del empresariado. 16Il 

En el campo de la educación pública se registra históricamente una mayor 
y clara presencia de los empresarios que no puede deslindarse de su protagonismo 
en los procesos económicos, políticos y sociales en los últimos tiempos. Esta pre­
sencia se inserta en tendencias que rebasan las fronteras nacionales y que en el 
campo educativo internacional han dado lugar a planteamientos de corte 
economicista. 

De muchas maneras los empresarios han manifestado su decisión de partici­
par y de ser escuchados por las instancias públicas que resuelven sobre las polí­
ticas educativas. Sostienen que en el campo de la educación debe consultarse a 
la sociedad. Diversas declaraciones convocaron a evitar que la reforma educativa 
fuera truncada por intereses políticos. 

Para los empresarios el sistema educativo nacional debe aIorirse a la acción 
de los diferentes actores de la sociedad y de los empresarios particularmente. 

Durante el gobierno de Carlos Salinas de Cortari, se elalooró una reforma 
del sistema educativo, dirigida por el Acuerdo Nacional para la Moderniza­
ción Educativa. Esta reforma como su nombre lo dice partió de un acuerdo 

160. lbidem. p.143 
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político entre la SEP y el SNTE, con orientación hacia la descentralización y la 
separación de los rezagos en cuanto a calidad educativa se refiere. 

El objetivo de modernizar la educación desde el nivel primaria, era 
concientizar de manera individual v colectiva a padres de familia y alumnos, a 
asumir su papel transfornlador en la sociedad mediante la preparación técnica, 
la cual se supone esta siendo demandada por un mercado de trabajo creciente en 
un país con marcado crecimiento económico capaz de absorber la mano de obra 
calificada de un cada vez mavor ejército'de obreros técnicamente eficientes. 

La teoría política social neoliheral. de esla manera, se encaminó a reformar 
la constitución para transfornlar al Estado. El punto de referencia fue la moder­
nización, así, el punto de visla del Banco Mundial y del Fondo Monetario Inter­
nacional, avaló la política salinista de menos Estado y más administración. 

Cna vez reformado el artículo tercero de la constitución, el Estado redefinió 
su esfera de participación en la educación a nivel nacional. Primero, elevó a 
rango constitucional la educación secundaria como nivel mínimo para la obten­
ción de empleo -anteriormente era la prirnaria-: segundo, dejó establecido 
que la educación que el Estado impartiera sería gratuita, dando amplio margen 
de participación a las instituciones privadas; tercero, derivado del anterior, la 
educación universitaria y superior, inlpartida por instituciones autónomas, po­
drían gobernarse libremente sin menoscabo de la libertad y responsabilidad de 
estas instituciones, aunque no así de los estudiantes, quienes sufrirían las conse­
cuencias de esa libre autonomía con beneplácito del Estado. 

Es sabido que los sectores populares de escasos recursOs económicos buscan 

ingresar a instituciones como la CNAM o ellPN, por ser más accesibles a sus posi­
bilidades, sin embargo el ingreso a esas instituciones es cada vez más complicado, 
aunque no selectivo. Cuestión que inlplica el rezago de estas opciones educativas, 
obligándolos a tomar una instrucción educativa ternlinal de tipo técnico. 

De tal manera que la reforma educativa y su modernización, estimuló 
y fomentó la expansión del Colegio Nacional de Educación Profesional Técni­
ca y las Cniversidades Tecnológicas. 

El artículo tercero constitucional dice: 
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Todo individuo úene derecho a recibir educación. El Estado -Federación, 
estados y mtmicipios-- impartirá educación preescolar, primaria y secundaria. 
La educación primaria y secundaria son obligatorias. 

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar en él, a la vez, el 
amor a la patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la indepen­
dencia y en la jusúcia.'6' 

Asimismo, sustenta la libertad de culto y por tanto establece que la educa­
ción deberá ser laica, sea impartida por instituciones públicas o privadas. 

Es por otra parte, "sustancialmente democráúca", en cuanto a su estructu­
ra jUlÍdica, su régimen político y como sistema de vida, en aras de construir el 
mejoramiento económico, social y cultural de nuestro pueblo .'62 

Para el empresariado la educación es piedra angular para llevar a cabo la 
modernización del país. Además de considerar que " .. .la carencia de educación 
en grado y calidad suficientes ... " son necesarios para la capacitación de los indi­
viduos en la aplicación al trabajo es un aspecto fundamental atender la " ... dis­
torsión, en valores ... " que acusa la mayolÍa de la población."" 

La propuesta empresarial para superar tales diferencias consiste en añadir 
al esfuerzo gubernamental, la participación de todos los particulares que estén 
capacitados para la tarea educativa, es decir, la posibilidad real de que los 
mexicanos seleccionen de entre varias alternativas, la que mejor se adapte a 
sus valores culturales, con la única condición de cumplir el nivel académico 
determinadoI64 

La modernización del país necesariamente exige la modernización del siste­
ma educativo, y al respecto, los empresarios se manifiestan por una educación 
más libre, donde los particulares tengan una mayor participación, en miras de 
vincular al sector productivo y las necesidades concretas del país con el sector 
educativo. 

161. Constituclon fui/tiro Ik los E.stadns Unidns MexiCOIWS. p. 7. 
162. Idem. 
163. Coparmex I ConcwUlco,Servytur. Propuestas Ikl Sector Privadn, p. 15. 
164. Idem. 
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Por otra parte, se propone la necesidad de fomentar la calidad académica y 
formación de maestros, y promover la formación de valores en forma consistente, 
ya que representan el desarroUo integral de la persona.!65 

En Propuestas del Sector Privado publicado por Coparmex y Concanaco en 
1988, se acordaron muchas cuestiones relativas al trabajo y a la educación. Se 
dio un peso importante a la formación moral y a la inculcación de valores, esta 
centralidad de la moral se comprueba en la definición del objeto de la educa­
ción: "el desarroUo integral de la persona, de la familia, de la comunidad incul­
cando los valores que hacen posible ese desarroUo".'66 

Ya para Propuestas de sector privado 1994-2000 de Concanaco, Coparmex, 
Canacintra, Amis y CNA muestran un claro giro del moralismo de 1988 hacia el 
productivismo. En 1994 se señalan claramente los problemas de la educación 
para la productividad y la competitividad, y ahora la nueva definición de edu­
cación habla de "capacidades" y "habilidades" y no de valores: 

entendemos la educación como el desarrollo integral de las capacidades de la persona, 
como individuo y como miembro de la sociedad. Siendo muy tmportante ti desarrollo de 
habilidades y capacidades, no menos importante es onentar y encauzar la aplicación de 
esas habilidades."? 

Para los empresarios, la educación nacional debe contrarrestar el alarmante 
deterioro a los valores, como la corrupción; la carencia de valores trascendentes y 
de principios éticos; y la creciente desintegración de la familia, por tanto se hace 
cada vez más urgente la modernización de la educación, la cual deberá contem­
plar entre otros puntos, una mayor vinculación entre empresarios y educadores 
con la finalidad de delimitar los perfiles de los egresados de educación media, 
tecnológica y superior, ajustando los planes y programas de estudio: impulsar la 
participación de los educandos en la modernización social y política: desterrar 

165. Quizá los modelos a seguir por los empresarios. son las instituciones donde estudiaron, que en su 
mayoría son escueJas privadas con Wl arraigado esquema de valores conservadores y religiosos (ver 
cunicuJwns en apéndice). 

166. Loyo, A,""" (coord.),Los actolll8so"""'" yla ..wcacwn. Lossentidns ckl cambio (1988-1994). P. 156 
167. Idem. 
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de programas y textos los prejuicios contra la libre empresa, la propiedad priva­
da y la generación de riqueza; así como pennitir una mayor inversión de la 
iniciativa privada en este sector. 

Esta apertura de posibilidades, tanto para que los educandos puedan elegir 
de un abanico de opciones, -según como sus condiciones económicas y cultura­
les, se los pennitan-, es también una sugerencia sutil para la apertura de espa­
cios educativos a la participación del sector privado en la tarea educativa, en la 
creación de infraestructura, modelos y programas de educación alternativa a la 
propuesta pública. 

El porqué, el para qué, el cómo, son puntos de partida para dar solución al 
problema del "rezago educativo". En México las cifras relativas a educación 
señalan que a nivel nacional el promedio o nivel en que se encuentra la pobla­
ción adulta en materia educativa es de cuarto año de primaria; de cada 100 
estudiantes que ingresan a la primaria sólo uno culmina su preparación a nivel 
superior; las tasas de deserción escolar son del orden de 50% por ciclo de ense­
ñanza y llegan a incrementarse a nivel secundaria. '68 

Este panorama es a grosso modo el origen del rezago educativo, detrás de 
este se encuentran por supuesto causas económicas, sociales' y culturales. La prin­
cipal problemática económica es el bajo ingreso de los padres o tutores, el núme­
ro de hijos o dependientes económicos que poseen y las condiciones de vivienda, 
alimentación y salud básicas para desarrollarse, aún así con gran esfuerzo. En la 
mayoría de los casos, las carencias farniliares llevan a los jóvenes en edad escolar 
a buscar la forma de emplearse o subemplearse para ayudar a la farnilia, sin 
percatarse a veces de lo infructuoso de su esfuerzo. 

Entre las causas sociales que conducen a la deserción escolar están la desin­
tegración farniliar, la violencia intrafarniliar, el ambiente en que se desarrollan 
los niños y jóvenes -particularmente, cómo hacen para acceder a espacios re­
creativos, de entrenamiento, sin que esto signifique un desembolso-, quienes 
enfrentan la violencia farniliar y la violenL1a en las calles, así como el uso de 
fármacos, inbalantes y otras drogas psicotrópicas. 

168. Yázquez M., Jorefina,.La Educación Como MOlor de Desarrollo> en: Deci.¡ón. No. 165. p. 12. 
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Como podemos ver el rezago educativo es un modelo a escala de lo que está 
sucediendo en nuestro país. El impacto social de esta carencia de recursos para 
fomentar la educación escolar, incide directamente en el incremento de grandes 
ejércitos de reserva, susceptibles de ser explotados como de mano de obra muy 
barata y de fácil deshecho. Por otra parte, la propuesta del Estado para educar 
en el campo tecnológico a masas juveniles, es por lo tanto, inviable e inconsis­
tente, ya que no existe aún el mercado de trabajo que absorba a toda esa mano 
de obra. 

El carro que condujo a México al tren de la modernidad, impulsado por 
Salinas y el paradigma del neoliberalismo, apostó todo al Tratado de Libre Co­
mercio (fLC), mismo que abriría la posibilidad de dar cabida a la mano de obra 
calificada, la pregunta es ¿ verdaderamente el1LC nos benefició?, por lo menos, 
¿benefició a alguien en la base social? 

En el aspecto cultural del rezago educativo, influyen tanto los aspectos eco­
nómico y social, al dejar de ser la familia el cimiento de la sociedad, en la actua­
lidad la mujer trabaja fuera de casa, es jefe de familia y compite en empleo y 
preparación con los hombres. Sin embargo, el peso de la responsabilidad, la 
carencia de elementos básicos, Uevan tanto a hombres como a mujeres a desertar 
de una preparación de calidad, ante la necesidad de subsistencia. 

La masificación de la L'NAM, no es de ninguna manera ajena a experimen­
tar también la deserción paulatina, aparentemente la tendencia es a crecer, sin 
embargo, de 100 mil aspirantes ingresan 70 mil Y de éstos, tan sólo 5 mil apro­
baron con calificaciones por encima del 6, en tanto que 65 mil reprobaron con 
cuatro. En promedio --el cual es también muy bajo-- culminan sus estudios 
anualmente menos de mil profesionistas de todas las carreras dentro de la UNAM. 

El punto de referencia en cuestión de cifras es invariablemente en la lJ'NAM, 
no así el IPN, la UAM, la UIA y otras instituciones públicas y privadas. Por lo 
mismo es generalmente el punto vulnerable de ataque, el universo pluricultural, 
plurisocial y plurieconómico que representa la liniversidad es el micro universo 
del país, la imagen mas cercana de cómo se ésta conduciendo el destino del país. 
Por eUo se politiza su autonollÚa, sus cuotas "simbólicas", y la calidad de sus 
academias, los estudiantes en general y en particular los de la enseñanza superior 
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pública son sobrevivientes del rezago, deterioro y crisis económicas que han sa­
cudido a sus abuelos, padres y ahora a ellos, pues antes de nacer las refonnas 
educativas y el combate al rezago eran parte ya de los recursos oficiales del go­
bierno. La solución está en manos del Estado y la sociedad, en la articulación de 
todos los actores sociales y los representantes de gobierno, en el impulso de los 
sectores productivos a la educáción y a los programas de empleo. 

La respuesta gubernamental en el sexenio salinista fue encabezada por Er­
nesto Zedillo como secretario de Educación Pública, el programa ruvo el pom­
poso nombre de "Acuerdo Nacional para la Modernización de la Educación Bá­
sica en el Desarrollo de México", la finalidad de éste fue dar a conocer los princi­
pales objetivos que se pretendían alcanzar. 

El objetivo central era la modernización de México a través de combinar en 
esfuerzos de concertación entre todos los sectores sociales del país: el gobierno, 
los miembros de los sectores productivos, los trabajadores, los grupos organiza­
dos, las instiruciones sociales y los profesionistas. 

Esta ambiciosa propuesta fue planteada en el Acuerdo nacional para la Mo­
dernización de la Educación Básica, el18 de mayo de 1992. En realidad la refor­
ma obruvo a largo plazo la obligatoriedad de la instrucción básica comprendida en 
primaria y secundaria; la federación del sistema educativo, eliminando el centra­
lismo de recursos técnicos, administrativos y buroctáticos que habían mantenido 
los estados de la República con el Disoito Federal; y por último, la profesionalización 
del magisterio o también llamada carrera magisterial, consistente en la actualiza­
ción de los profesores paralela a los estímulos económicos.'69 

La propuesta presidencial emprendida por el secretario de Educación, plan­
teaba la necesidad de combatir y estimular los factores inherentes al desarrollo 
general del país -oJestión que podemos ver, no se consiguió--, respecto al nivel 
y el crecimiento del ingreso per cápita, la distribución del ingreso nacional, el 
acceso a servicios básicos como salud, vivienda, energía elécoica, agua potable, y 
nutrición adecuada, las reiteradas crisis económicas han sido superiores a este 
buen propósito. 

169. Flores Ribot, Miguel. «En educación, México avanza para abatir su rezagolO en: Decisión, No. 165, 
p. 15. 
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5. 8. Chiapas. ¿La gran contradicción? 

Sin duda alguna. uno de los movimientos sociales más importantes de los últi­
mos años es la rebelión de Chiapas iniciada el primero de enero de 1994. mismo 
día que ~ntrara en vigor el Tratado de Libre Comercio. en grupo guerrillero 
bastante numeroso. tomó a la fuerza cuatro plazas de los altos de Chiapas, desde 
donde proclanló una declaración de guerra contra del ejército mexicano, y for­
muló una serie de demandas sociales económicas y políticas. 

Poco después se descubrió que ese grupo llamado Ejército Zapatista de 
Liberación Nacional (EZLN) se encontraba apoyado y dirigido por el 
subcomandante Marcos. lo que sugería que probablemente miembros de la clase 
urbana e ilustrada podían estar detrás de la guerrilIa. 

El gobierno mexicano decretó un cese unilateral del fuego después de doce 
días, y nombró al ex regente Manuel Camacho Solís como comisionado para la 
paz y la reconciliación en Chiapas para entablar negociaciones con el EZLN, 
medidas a las que los zapatistas respondieron con una tregua. 

Tan pronto se decretó el cese al fuego. numerosas organizaciones campesi­
nas y populares de Chiapas y de otras panes del país. decidieron actuar por vía 
extrainstitucionaL tantO para invadir predios. como para detener el pago a sus 
enormes deudas acunlu1adas en este tiempo; las famosas ·carteras vencidas". 

El movimiento armado en Chiapas modificó el escenario político en 1994. 
Podemos destacar dos partes inlportantes de este fenómeno, la primera, se trata 
de los enfrentamientos entre los zapatistas y el Ejército y la segunda el intento 
inmediato de una negociación política. Para esta última Carlos Salinas empleó 
un estrategia de pacificación, iniciando canmios en el gabinete. 

Chiapas puso en tela de juicio la continuidad del proyecto modernizador, es 
por ello que se tenía que apresurar una negociación. En los primeros meses del 
94 la atención de la población se encanlinaba a lo que ocurría en Chiapas, se 
sentía un descontento en todo el país, y dentro de este escenario político los 
candidatos a la presidencia estaban desubicados. 

Para junio de 1994 la prensa publicó que el EZLi\l. rechazaba los acuerdos 
de paz propuestos por el gobierno. Después de una amplia consulta, decían los 
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zapatistas que el 97% de sus bases no habían aceptado los acuerdos de paz. La 
principal razón de ello era el hecho que el gobierno había intentado dar al pro­
blema rula solución estrictamente local. siendo que el movimiento tenía llil ideario 
revolucionario nacional. Taniliién aludía a la negativa del gobierno de reconocer 
al EZLi\ como fuerza beligerante y a modificar el artículo 27 constitucional. 
Tampoco se había resuelto el problema de las expulsiones por motivos religiosos. 

Tenemos, entonces, llila problemática que se ha tratado por vías pacifistas 

desde 199-+ a la fecha, sin embargo, el carácter de local se ha mantenido, puesto 

que hasta el momento no se ha presentado movilizaciones de la misma índole en 

otra parte del país que estén relacionadas con los neozapatistas. 

Sin embargo, aún cuando este grupo dice ser independiente de algún parti­
do político. no está exento de tener simpatías e identificaciones orientadas hacia 
la obtención del poder. 

En 199i el subcomandante ~Iarcos a nombre del EZLN invitó a 
Cuaulltémoc Cárdenas a la selva Lacadona. Durante la reunión Marcos criticó al 

PRD Y a sus procedimientos internos, pugnando por prácticas más democráti­
cas. Y abora que se sabe que en la Cámara no existe mayoría priista y el PRD se 
ha visto como partido opositor fuerte, el EZLN pretende continuar como fuerza 
beligerante reconocida y no como partido político. En llil futuro no se descarta 
que obtenga como fuerza política presencia en el poder legislativo. 

La rebelión en Chiapas evidentemente representó un accidente excepcional 
sobre el proceso político en general, y aceleró el lento y tortuoso proceso de tran­
sición que el país ha venido experimentando desde los años sesenta. 

Podemos entender a al rebelión chiapaneca como llil movimiento social que 
actúa como grupo de presión, es decir, ha sido un impacto para el ámbito social 
y a la vez se organiza para defender sus intereses ejerciendo presión sobre los 
poderes públicos con el fin de incidir en las decisiones públicas que les pueden 
afectar. 

Este grupo de presión se puede caracterizar en dos sentidos: de protección, 
porque procura ventajas de bienestar social y seguridad jurídica, y el otro de 
promoción, porque su sustento parte de llil principio ideológico, su integración 
es heterogénea, ya que la única condición que los identifica es su afinidad ideo-
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lógica. En sus demandas se exige reivindicaciones de tipo moral, ideológico o 
valorativo y también pretenden mejoras materiales económicas en su calidad de 
vida. 

Actualmente, existe una paz relativa ante este proceso, puesto que se ha 
intentado mantener este problema en una mesa de negociación sin que estén 
encendidas las armas (pero sí latentes). El EZLN, después de organizar una 
auscultación entre amplios sectores de la sociedad civil, ha decidido convertirse 
en una fuerza política independiente que luchará pacíficamente, pero que no 
abandonará las armas hasta contar con garantías suficientes. 

Los zapatistas y su cabeza visible, el subcomandante Marcos han sabido 
aprovechar la fuerza de los medios masivos de comunicación, de tal forma que 
ha sido difícil para el gobierno decidirse por una salida militar, lo que acarrearía 
sin duda, un deterioro de su imagen y proyecto ante el mundo. Por eso lo ha 
hecho a través de una negociación pacífica. Puesto que si no fuera así, la salida 
militar significaría en términos económicos, que los capitales foráneos tan espe­
rados, no llegarían a México o lo harian en menores cantidades, con las conse­
cuencia previsibles para un país de por sí en serios problemas económicos y de 
estabilidad política: ello sin contar la posible fuga de capitales. 
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Conclusión 

¿Fracaso del modelo modernizador? 

Las políticas de corte neoliberal favorecieron notablemente a la iniciativa priva­
da, rezagando en W1 mayor grado a la clase trabajadora. El nuevo modelo em­
presarial de país presupuso W1a mayor intervención de este sector en los ámbitos, 
económico, político y social, asignándole al Estado el papel de gestor y promotor 
del desarrollo y no actor y ejecutor preponderante. 

El desarrollo a través de la modernización integral del país, hizo im­
prescindible la modernización del gobierno, en su estructura, en su relación con 
la sociedad, en el ejercicio con la autoridad, en la administración pública, y en el 
discurso político. 

Como representantes de gran parte del empresariado y como Irderes sociales comprome­
tidos con México y convencidos de esta creciente panicipaci6n de la sociedad, manifes­
tamos que los empresarios pugnamos por la modernización integraL y no solamente nos 
preocupa lo que suceda en las empresas. en la economía y en las fInanzas; y por ello 
smtemamos nuestros anhelos y sugerencias, propuestas y demandas, en diferentes capí­
tulos de este documento. 11O 

El modelo empresarial de país enmarcado en el texto Propuestas del sec­
tor privado, es el resurgimiento de las demandas empresariales, que se cristali­
zan en hechos gracias a las políticas de corte neoliberal emprendidas por el go­
bierno. 

Al final del sexenio salinista, si bien es cierto se consolidó la confianza con 
los empresarios, y se hablaba de sus triunfos conseguidos, a la par, aparecieron 
los pronW1ciamientos de insatisfacción de W1a élite gobernante que no había 
encontrado los cauces democráticos del país, y la manifestación de grupos mar­
ginados de la modernización. 

170. Copannex y Concanaco, Propw!SfI1s del sectnr prúJadn, pp . .¡ . 5. 

187 



La modernizaci6n salinista basada en mucho en las proyecciones empresa­
riales' no logro abatir las contradicciones que no se hicieron esperar casi seis años 
después: 

* Los logros macroecon6micos no pudieron garantizar una mejor distribu­
ci6n del ingreso. 

* La incapacidad política de mucho reformismo, no logr6 el arribo a un 
sistema democrático. 

* El de una política social que no pudo revertir los estragos de la pobreza, 
véase el caso de Chiapas por ejemplo, ya que el programa de Solidaridad garan­
tiz61a manipulaci6n electoral y en segundo plano dej6 el "combate" a la pobre­
za, que no generó proyectos de trabajo, sino paliativos momentáneos al proble­
ma. 

* y por último una política internacional, que no logr6 crear un mejor 
ambiente al desarrollo de nuestro país. m 

Por otra parte, se logr6 la reducci6n de la inflaci6n, el saneamiento de las 
finanzas públicas, la privatizaci6n de empresas, la negociaci6n de la deuda ex­
terna y el TLC. Las reformas constitucionales, que adecuaron las necesidades y 
reclamos de los empresarios; sin embargo, qued6 pendiente la reforma laboral, 
aunque se hicieron ajustes necesarios, perdiendo las condiciones de protecci6n al 
trabajador, sin tener una alternativa posible; por el contrario se cre6 mano dura 
y la violaci6n de derechos. 

En el ámbito político, el salinismo consolid6 menos logros, ya que lejos de 
crear consensos para llevar a cabo una profunda reforma política opt6 por las 
soluciones especiales. En lo referido a seguridad pública e impartici6n de justi­
cia, el sistema se hizo más vulnerable al narcotráfico y más impune. 

El final y el principio de un gobierno han sido los dos momentos en donde 
el presidencialismo entra en crisis, puesto que son momentos en los que uno la 
deja y otro la recibe, sin embargo el que deja la presidencia está por lo regular 

171. Aziz Nassir, Albeno, El rompecabe= salini.sta." recuenliJ polltico di! un gobienw, p. 234. 
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cansado y el que recibe esta nuevo para enfrentar los grandes problemas del país. 
Así se ha visto, por ejemplo: Echeverría llegó con las promesas de apertura, López 
Portillo con la alianza, De la Madrid con la renovación y Salinas con la moder­
nización. Pero en este último cambio Salinas no se ve cansado, ni Zedilla se ve 
con ánimoS.I 72 

El papel del Estado ante' la nueva situación queda más claro, "el paso del 
estatismo empresarial y agrarista, con rasgos jacobinos y con el recelo de los 
Estados Unidos",'73 se ha achicado, pero no se puede decir si es más eficiente, al 
restablecer relaciones con la iglesia, un pacto con Estados Unidos y Canadá y 
una clara visión hacia el mercado y la competitividad. 

El proyecto modernizador tanto de los empresarios como del Estado, sus­
tentado por el modelo económico neoliberal, dio como resultado nuevas relacio­
nes sociales entre los distintos actores y el Estado, el ajuste económico asimismo 
iroplicóla reestructuración y redimensionamiento del Estado, la desincorporación 
de sus empresas, formaron parte de una estrategia de largo plazo que no buscaba 
únicamente sanear las finanzas públicas o hacer más eficiente la administración, 
sino poner fin al Estado propietario y empresario en pro de un acercamiento del 
sector empresarial mexicano. 

El redimensionamiento del Estado extrañó el cambio de estructuras jurídi­
cas y normativas, que posibilitaron los nuevos términos apegados a la legalidad 
en la reanudación de relaciones entre Estado e iniciativa privada. 

Los empresarios al ser parte del desarrollo productivo y de la seguridad 
financiera del país, supieron encaminar sus propuestas y ser escuchados por el 
Estado en pro de asegurar la inversión en empresas nacionales que promueven 
fuentes de empleo y estabilidad de los capitales. 

Por otra parte, el saneamiento de las finanzas públicas, así como el Tratado 
de Libre Comercio, dieron confianza a la iniciativa privada estableciendo nue­
vos acuerdos y colaboración con el Estado. 

Al final del sexenio, el proceso de adelgazamiento del Estado, aunado a la 
crisis económica, el incremento de la deuda externa, la inflación, el desempleo, 

172.ldem. 
173. Ibidem. p. 235. 
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la disminución del gasto público y el recorte del presupuesto para políticas so­
ciales, originaron la profundización del estancamiento económico. La pobreza se 
incrementó y se dividió en pobreza extrema y pobreza. 

La venta de las paraestatales permitió aliviar la carga de transferencias guber­
namentales' traducido en ahorro, las cifras se beneficiaron, pero no así la población. 

Los problemas derivados de la pobreza y su atención, repercutieron directa­
mente en el sistema político, el gobierno aplicó entonces programas de política 
social como el Pronasol y Procampo. Así, el partido del gobierno recuperó a 
través de este programa su clientela electoral. Sin embargo la política social no 
pudo apartarse de las prioridades de un gobierno, pues debe ofrecer un mínimo 
de bienestar económico al tiempo que la sociedad participe en la ampliación de 
la democracia política. 

El proyecto neoliberal sin duda influyó en las relaciones del Estado con la 
sociedad en su conjunto, desde el momento mismo en que se enfrentan dos mo­
delos de Estado, el de bienestar o social contra el neoliberal. 

El modelo bienestarista tuvo graves problemas como admirústraciones anó­
malas, políticas sociales selectivas que no llegaron a quienes más lo necesitaban, 
por ello no se pretende regresar a él, pero tampoco se debe pretender un modelo 
neoliberal funcional en las cifras y deshumanizado en lo social. 

Los intentos de nuevas formas de organización entre Estado y actores socia­
les, empujados por la agravante crisis económica y crisis de un modelo económi­
co en descomposición, como lo fueron los pactos, consistieron un intento, pero 
faltó un verdadero equilibrio en la negociación entre las cúpulas obreras, campe­
sina, empresarial y el Estado mismo, cuyos acuerdos siempre estuvieron a favor 
de los empresarios. 

En los últimos años del sexenio, el viejo pacto corporativo que apoyaba al 
Estado fue sufriendo los embates de la crisis económica y política; así los retos 
laborales en cuanto a productividad y competitividad colocaron a patrones, sin­
dicatos' obreros y cuadros gerenciales ante una nueva dinámica con necesidades 
diversas, de tal forma que la representación de los intereses de cada actor social 
requería nuevos mecanismos más autónomos y legítimos apartados del corpora­
tivismo tradicional. 
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La Concanaco ante esto se pronunció por el llamado capitalismo popular, 
el cual implicaba precisamente una nueva forma de negociación de los conflictos 
obrero patronales, los cuales debían resolverse en la empresa y no en los sindica­
tos. en nuevo corporativismo que desmantele el viejo y tradicional corporativis­
mo dadas las nuevas condiciones de desarrollo económico. 

El capitalismo popular apoyado en la idea de un nuevo corporativismo, 
modificó el modelo laboral a partir de la disposición amplia de empresarios y 
trabajadores, a establecer una relación de cooperación con miras a fomentar la 
productividad de la empresa y hacerla parte de sus intereses - como fuente de 
empleo, mejoramiento de los salarios y la generación de utilidades para los em­
presarios--, así como los intereses de desarrollo del país. 

El papel del Estado y más en términos prácticos el papel del gobierno, 
deberá ser bajo esta nueva tónica, la de vigilar las reglas pactadas entre los dife­
rentes actores, sin intervenir hacia un lado de las partes. El supuesto en esto 
consiste en que sindicatos y obreros tienen una organización sólida, de mecanis­
mos democráticos de elección. 

Es necesario pensar en políticas más justas, que retroalimenten a la socie­
dad, a su planta productiva y contribuyan a la creación de cuadros capacitados, 
lo cual seria posible si la inversión en el factor humano a través de la política 
social, se capitaliza en individuos de una sociedad más útiles. 

Bajo las nuevas circunstancias, ¿quién será responsable de los descalabros 
económicos, ahora que el sector empresarial debe abandonar su renuencia a in­
venir en campos no féniles y no tendrá quien aniesgue por él: cuando aparte de 
tener que ver con el modelo económico participa también de la administración y 
de la política del país? 
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Apéndice 

PRESIDENTES 
1917-1918 Enrique Sada Muguerza. 
1918-1919 Carlos Arellano. 
1919-1921 Fernando Leal Novelo. 
1924-1925 Manuel E. Izaguirre. 
1925-1927 Lamberto Hernández. 
1927-1928 Federico T. de la Chica. 
1928-1933 José Cruz y Celis. 
1933-1935 Manuel Muñoz Castillo. 
1935-1937 Ernesto J. Amescua. 
1937-1944 Leopoldo H. Palazuelos. 
1944-1945 Alejandro Noye. 
1945-1947 Ernesto J. Amescua. 
1947-1948 Eustaquio Escandón. 
1948-1950 Mario R.Suárez. 
1950-1951 José Rivera R. 
1951-1952 Carlos C. Mendiola. 
1952-1954 Ernesto Ayala. 
1954-1956 Clemente Serna Martínez. 
1956-1958 Juan Sánchez Navarro. 
1958-1960 Juan Martínez del Campo. 
1960-1962 Heriberto Vidales. 
1962-1964 José Gómez Gordoa. 
1964-1965 Jorge Orvañanos. 
1965-1967 Armando Fernández V. 
1967-1969 Francisco Cano E. 
1969-1971 Alfredo Santos. 
1971-1974 Miguel M. Blasquez. 
1974-1976 Jesús Vidales Aparicio. 
1976-1978 Victor Manuel Gaudiano. 
1978-1980 Guillermo de Zamacona. 
1980-1982 Jorge A. Chapa. 
1982-1984 Emilio Goicochea L. 
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1984-1986 Nicolás Madahuar Cámara. 
1986-1988 José A. Chapa Salazar. 
1988-1990 Eduardo Garcia Suárez. 
1990-1992 Hugo Villa lobos González. 
1992-1994 Ricardo Dájer Nahum. 
1994-1996 Germán González Quintero. 
1996-1998 Armando Araujo Montaño. 

Dirigentes del periodo 1988-1997 

Ing. Eduardo Carcía Suárez 

Fecha de Nacimiento: Diciembre 10 de 1938. 
Primaria y Secundaria: Colegio Benavente (Hermanos Lasallistas-Puebla). 
Preparatoria: Instituto Oriente (Padres Jesuitas-Puebla). 
Título Profesional: Ingeruero Civil (Noviembre 15 de 1961). 
Nombre de su esposa: Teresa Casas de Carcía Suárez. 
Hijos: Carlos Eduardo, José Rafael, Alejandro y Juan Bautista. 
Puestos desempeñados: 
1959-1960 Presidente de la Sociedad de Alumnos de la Escuela de Ingerue-

na Civil. Uruversidad Autónoma de Puebla. 
1960-1961 Consejo Uruversitario por la Escuela de Ingeruena Civil. 
1970-1972 Presidente del Colegio de Ingerueros Civiles de Puebla. 
1973-1977 Presidente de la delegación en puebla de la Cámara Nacional 

de la Industria de Transformación. 
1975-1977 Presidente del COrIÚté de la Feria Nacional de Puebla. 
1981-1984 Asesor del Consejo Directivo de la Cámara Nacional de Comer­

cio, Servicios y Turismo de Puebla. 
1984.-1986 Director de Fomento de Bellas Artes. Uruversidad Popular Au­

tónoma de Puebla. 
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1988-1990 Presidente de la Confederación de Cámaras Nacionales de Co-
mercio, Servicios y Turismo. CONCANACO-SERVYTI.JR. 

bla. 

Instituciones de las que ha sido Consejero: 
1962-1965 Sociedad Ex-a1unmos La Salle. 
1971-1972 Federación Colegio de Ingenieros Civiles. 
1975-1976 Consejero Comisión Ejecutiva COPARMEX. 
1974-1977 Consejero CANACINTRA. 
1973-1988 Consejero Universidad Popular Autónoma del Estado de Pue-

1985-1988 Consejero del Consejo Coordinador Empresarial-Nacional. 
1984-1988 Consejero del Centro de Estudios Sociales. 
1984-1986 Asesor Comisión Ejecutiva CONCANACO. 
1986-1988 Consejero del Consejo Nacional de la Publicidad. 
1986-1988 Vicepresidente de la CONCANACO. 
Fundaciones en las que ha participado: 
1962: Instituto de Investigaciones Sociales de Motolinia. 
1966: Sociedad de Conciertos de Puebla. 
1967: Universidad Técnica Laboral. 
1972: Feria Nacional de Puebla. 
1972: Comité Coordinador Permanente de la CiudadaIÚa del Estado de 

Puebla. 
1973: Puebla Ciudad Musical. 
1973: Universidad Popular Autónoma de Puebla. 
1976: Consejo Coordinador Empresarial Nacional. 
1977: PE.MA.C. Pensamiento Empresarial Mexicano, A.C. 
1977: Consejo Coordinador Empresarial de Puebla. 
1984: Fomento de Bellas Artes. Universidad Popular Autónoma del Estado 

de Puebla. 
Empresas que ha Fundado: 
- Construcciones y renta de maquinaria El Carmen, S. A. 
- Productos Luis Alejandro de Puebla, S. A. 
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- Restaurant Tango Taberna, S. A. 
- Cafetería La Oca, S. A. 
- Hostal de Halcones, S. A. 
- Mesón 99 (Club Hombres de Negocios INICIA). 

Ing. Rugo Villalobos González 

Fecha de nacimiento: 4 de septiembre de 1953. 
Primaria, Secundaria y Preparatoria: Instituto Lux. 
Estudios Profesionales: Ingeniería Química en la Universidad Iberoameri-

cana de la Cd. de México. 
Nombre de su esposa: Mirella Suárez Villagómez. 
Hijos: María Fernanda y María José. 
Su vocación participativa se expresa inicialmente como periodista estudiantil, 

ya que durante años desempeñó el cargo de Presidente del Periódico Cilla, en su 
plantel escolar. Posteriormente integró parte de la mesa directiva de la Asociación 
de Alumnos de la Preparatoria y fue prosecretario de la Mesa Directiva de la 
Escuela de Ciencias Químicas de la Universidad Iberoamericana. Aún afuera de 
los planteles escolares no se separó de sus compañeros, pues se integró a la Aso­
ciación de Ex-alumnos del Instituto Lux, en el cual ocupa la tesorería. 

También retribuye a su Universidad la enseñanza recibida de ella, impar­
tiendo clases en la U1A. 

Como profesional de la ingeniería química, promueve la fundación dellns­
tituto Mexicano de Ingenieros Químicos, sección León, donde ocupó el cargo de 
Secretario en el período 79-80. 

Nieto de uno de los fundadores de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios 
y Turismo de León, e hijo de comerciantes, su vida laboral se inicia como empleado 
de mostrador en Ferretería Madero, S. A., donde en 1976 es miembro del Departa­
mento de Ingeniería y Nuevos Proyectos, y en 1977 es ingeniero de turno. Pero en 
1978 se integra a la actividad comercial como gerente de Multidistribuciones del 
Centro, SA. de C.V, cargo al que desde 1981 a la fecha, une el de Director Gene­
ral, y el de Gerente General de Ferretería Madero, SA. de C-Y 
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Al mismo tiempo se desempeña como socio y consejero de las siguientes 
empresas: 

- FerretelÍa Madero, SAo de C.v.; 
- Multidistribuciones del Centro, SA de C.v.; 
- Inmobiliaria de Gómez Quiroz, SA de C.v. Con el mismo cargo ha 

fundado las siguientes empresas: 
- Huviosa SA de C.v.; 
.- León Instalaciones, SA de C.v.; 
- Acabados Arquitectónicos, SA de C.Y.; 
- Bodega Construir, SA de C.v. y 
- Estacionamiento Colón. 
Estas actividades se han conjugado con su participación en los cuerpos in­

termedios empresariales, en donde ha ocupado los siguientes cargos en la Cáma­
ra Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de León: Consejero (1982-86), 
Prosecretario (1983-84), Presidente (1985-86). Desde 1983 es consejero del 
Centro Empresarial de León y desde 1987 ocupa la vicepresidencia del mismo. 
En la CONCANACO-SERVYfUR ha sido tesorero (1986-88), Vicepresidente 
(1988-90), Presidente de la Campaña Financiera Pro Reconstrucción del edifi­
cio sede de la Confederación (1986-1988 y 1988-1990) Y responsable del pro­
yecto de reestructuración administrativa de la Confederación (1988). También 
ha sido consejero del Centro de Estudios Económicos del Sector Privado de León, 
del Consejo Coordinador Empresarial de León (1985-87) y del Consejo Coordi­
nador Empresarial Nacional (1989-90). 

Toda esta actividad se ha combinado con el compromiso social. Ha sido 
miembro del Consejo de Seguridad Pública de León y del Consejo Municipal de 
Empleo (1985-87); Tesorero del Sistema de Agua Potable de León (1988-89), 
y actualmente forma parte de los patronatos de promoción Educativa, A.C. y del 
Patronato Educativo Loyola, A.C. para el Instituto Lux, la Universidad Ibero­
americana y el Centro de Investigación y Promoción Educativa, destinado a la 
capacitación de desempleados. 

Sus aficiones son la lectura, el dominó, el fútbol y el esquí acuático. 
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Ing. Ricardo Elías Dájer Nahum17< 

Nace en la Ciudad de Mérida Yucatán, el19 de febrero de 1955, siendo el menor 
de los nueve hijos del Sr. Elías Dájer Fadel y Sra. Victoria Nahum de Dájer, 
propietarios de una tienda de telas. En el año de 1980, contrae nupcias con 
Gabriela Lixa Daguer, con quien ha procreado tres hijos, Gabriela, Ricardo Elías 
y Roberto Elías Dájer Lixa. 

Estudia la primaria, secundaria y preparatoria con la Congregación Católi­
ca de los Hermanos Maristas. posteriormente decide estudiar la carrera de Con­
tador Público, en la Escuela de Comercio y Administración de la Universidad 
Autónoma de Yucatán, obteniendo su título en el año de 1978. 

Rápidamente se integra a la vida empresarial, desde el año de 1974, Y en 
1979, funda con sus hermanos una tienda departamental" La Italiana" , fungiendo 
como administrador, para 1984 se amplían al ramo de supermercados, negocios 
que funcionan bajo su propiedad hasta 1989, ya que inician una nueva empre­
sa, Muebles Modernos del Sureste, dedicado a la venta de equipo y muebles para 
el comercio. 

Ha promovido tres centros comerciales en Mérida, Bazar San Juan, Bazar 
Centro y Plaza Buenaventura. 

Ha incursionado también en el ámbito financiero, de 1982 a 1984 fue miem­
bro del Consejo Consultivo de Banca Confía y de 1987 a la fecha es Tesorero de 
la Cnión de crédito del Comercio los Servicios y el Turismo del Sureste, SAo de 
C.v 

También el aspecto educativo ha sido una de sus preocupaciones, fundando 
escuelas y centros educativos, también ha incursionado en el área turistica, pro­
moviendo un nuevo destino turistico, como presidente de inmobiliaria Turística 
Nuevo Yucatán, SA de C.v 

En organismos empresariales, su participación también ha sido profunda, 
fue presidente de la Cámara Nacional de Comercio. Servicios y Turismo de su 
natal ciudad Mérida en los años de 1987 y 1988, periodo en el que impulsó 

174. Fuente: Ejew.u"uos. La Revista del Hombre y la Mu¡"er de Negoci03, Ejecutivos Y COP. No. 22. Abril. 
Ensenada B.C. 1992. pp. 21 Y 22. 
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fuertemente a las seis delegaciones de la CAJ'\IACO, se adquirieron dos predios y 
se construyeron tres edificios para sus oficinas, edificó el Centro de Convenciones 
y participa en un sin fin de consejos consultivos empresariales. 

De 1987 a 1989 fue Consejero Propietario de la CONCANACO-SERVYTI.iR; 
en 1989 y 1990 es Asesor del Comité Ejecutivo; en 1990 y 1991 es electo Vice­
Presidente de Modernización Comercial, es designado Presidente de la Comisión 
de Capacitación y también es nombrado Consejero del Consejo Coordinador 
Empresarial Nacional. 

Fundó también una institución de Beneficiencia denominada FUNDACIÓN 
Ye'CATÁN, A.C., de la que fue Presidente en 1987 y 1988, recaudando donati­
vos durante su gestión que se hacen llegar a 20 centros asistenciales de su queri­
do Estado de Yucatán, y sus pasatiempos preferidos son la lectura y el balonces­
to. 
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